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NOTA DEL AUTOR

Este escrito no pretende ser definitivo, ni tampoco un tratado urbanístico; al contrario, tiene la voluntad de abrir líneas de reflexión cimentadas en una visión de la ciudad de Barcelona, no como municipio cerrado, sino como un núcleo central que es al mismo tiempo de un complejo tejido urbano y rural. Un espacio que ya no puede subsistir manteniendo unos límites administrativos anacrónicos, los cuales han sido borrados por el funcionamiento macroeconómico internacional y los sistemas de movilidad y de comunicaciones virtuales. Un territorio concebido desde la confluencia de lo construido con lo natural, que se relaciona mediante una densa red de concertaciones sociales, laborales y culturales, que consideran un mismo ámbito continuo al conjunto del territorio catalán.


CIUDAD ACABADA: UNA CONSIDERACIÓN INICIAL

Si hablamos de centro histórico, estaremos de acuerdo en que se trata de un recinto acotado, con unos límites establecidos y decididos, que comporta una forma de intervención concreta en el ámbito construido, que es coherente con la realidad que queremos conservar. Diríamos pues que un centro histórico es un espacio urbano delimitado, no ampliable, protegido y, por tanto, en cierto modo, «acabado». Acordaremos pues que, al igual que sucede en los centros históricos, terminar la ciudad supondría rellenar su espacio físico hasta llegar a tocar el límite del término municipal. Supondría ocupar el espacio, culminar la ocupación de todo su territorio, completando así su ámbito, físico y administrativo.

La ciudad histórica abrió el camino a los ensanches urbanos, que formalizaron el crecimiento de la ciudad a finales del siglo XIX y buena parte del XX, y más tarde a la ciudad extensiva, a la que se ha denominado con varios nombres: ciudad dispersa, ciudad difusa, ciudad-territorio... Adjetivos todos ellos que buscan explicar la actual situación física de la ciudad/aglomeración. Una terminología que, sin embargo, no nos habla del papel de ensamblaje social, económico y productivo que juega hoy la ciudad en la creación de riqueza, en un contexto de economía global. Una realidad actualmente más próxima a la que supusieron las históricas ciudades-Estado que no a la que representan los actuales Estados constituidos por ciudades.

No obstante, ciudad acabada no es sinónimo de ciudad completamente agotada. Singapur puede ser un ejemplo de una ciudad acabada, pero, a diferencia de Barcelona, Singapur no se agota, no se ahoga dentro de unos límites; de forma que, para seguir creciendo, prescinde de sus límites geográficos, e incrementa la ocupación en altura o bien gana terreno al mar. Así, la evidencia de la ciudad acabada, tanto aparente como real, conceptualiza un nuevo modelo de «crecimiento», que sustituye las debilidades de la proliferación in eternum por el intento de transformar los espacios interiores y la maduración de soluciones sólidas pensadas de la ciudad hacia adentro, formalizando, consolidando y mejorando la configuración de la ciudad compacta.

Superadas las corrientes higienistas de principios del siglo XIX —como consecuencia de los medios y servicios personales actualmente al alcance de los ciudadanos y de un cambio de hábitos de la población—, el tradicional parámetro urbanístico de la densidad de viviendas y residentes toma ahora una nueva dimensión. En este nuevo marco, la compacidad se reivindica como elemento primordial para garantizar la sostenibilidad.

A modo de precedente de ciudad acabada, el volumen de construcción que logró Barcelona en el periodo 1772-1791 fue enorme, y tanto el gobierno de la ciudad como el mando militar fueron incapaces de aportar suelo suficiente para satisfacer la demanda de nuevas construcciones, cosa que provocó una espectacular congestión del recinto amurallado. Según el archivo del Registre d’Obreria, de las 4.255 obras que se autorizaron durante este periodo de veinte años, solo el 2 % fueron hechas sobre solares vacíos, mientras que el resto se ejecutaron en parcelas que ya habían sido edificadas antes; lo hicieron fundamentalmente para llevar a cabo mejoras en la casa o para intensificar su uso: el 33 % de las peticiones se produjeron para solicitar el aumento del número de plantas o bien para autorizar el fraccionamiento del espacio ya construido.[1]

Si tenemos en cuenta la información catastral del municipio de Barcelona de 2015, la superficie urbana contabilizada era de 104 km² y el número de parcelas catastrales era 75.962, de las que 7.978 eran unidades vacantes. De esta información se deduce que tan solo un reducido número de parcelas permanecían como unidades urbanas vacantes, concretamente el 10,5 %; muchas de ellas eran parcelas problemáticas, zonas verdes, o bien estaban calificadas y reservadas para construir escuelas o centros deportivos, sanitarios o administrativos, es decir, lo que consideramos equipamientos de uso público. Así, solo quedaba un pequeño número de solares que, ya en 2015, podían admitir un uso residencial, bien de titularidad pública, bien de propiedad privada. Naturalmente, seis años después la saturación ha ido a más, y estamos en una situación de agotamiento de la capacidad edificatoria de la ciudad-municipio, equiparable a la vivida a finales del siglo XVIII. Una ciudad confinada en el interior de su muralla de defensa y que podemos comparar con la que vivimos actualmente, la de una Barcelona recluida dentro de un término municipal limitado por sus propias fronteras administrativas.

En este contexto ¿deberíamos declarar la ciudad de Barcelona como ciudad acabada? ¿Qué nueva realidad urbana puede comportar? ¿Cuáles serían las consecuencias urbanísticas y, también, qué resoluciones podrían derivarse? La primera y más evidente, crecer exclusivamente a partir del esfuerzo constructivo de la renovación urbana y de la rehabilitación, utilizando herramientas normativas propias de los recintos enclaustrados (a menudo protegidos), contando con una realidad física y social existente o, lo que es lo mismo, con un espacio tangible, saturado y habitado.

En cualquier caso —ante la ausencia de suelo para agregar a la ciudad recluida dentro de su límite municipal—, proyectar el crecimiento urbano y la gestión de su desarrollo, con lo limitante de esta situación, resulta una tarea compleja. Antes, crecer suponía crear infraestructuras y viales sobre solares vacíos para construir inmuebles, que serían alquilados o vendidos a familias anónimas; actualmente, la realidad de la ciudad acabada es diversa y cuenta con personas, familias y negocios, existentes y arraigados, lo que hace del crecimiento urbano una laboriosa tarea, no exenta de complejidad. Este hecho obliga a construir teniendo presente la pluralidad de situaciones personales, y adoptar la más amplia diversidad de soluciones colectivas. Todo ello para seguir generando ciudad y resolver las necesidades de actualización y modernización, otorgándole un renovado valor a la estructura heterogénea propia de la ciudad acabada. Y si bien la ciudad territorial o administrativamente confinada no puede expandirse y carece de alternativas con nuevos espacios donde crecer, no ocurre lo mismo si la ciudad asume competencias territoriales de mayor escala, estableciendo un marco de relación intermunicipal y definiendo un modelo de ciudad-territorio ajustado a las condiciones que sus habitantes quieran autoimponerse.


BARCELONA: LOS INICIOS

En sus orígenes, la llanura de Barcelona se explica a partir de dos cuencas hidrográficas. La circunscrita a la depresión suroeste del monte Táber, la más significativa, y la de la otra vertiente, la situada al noroeste. Esta última es la que dio origen a la riera de Horta, que ensanchaba el delta del Besòs y se enriquecía con la contribución de un conjunto de pequeños torrentes que se juntaban en el Turó de la Peira.

El sistema hidrográfico de la vertiente suroeste estaba marcado por tres torrentes que tenían su origen entre el Tibidabo y Vallvidrera. El de la Creu d’en Malla, que provenía de la colina de Monterols, y otros dos más importantes, procedentes de las cumbres de Collserola: uno, el torrente de Bellesguard; y el otro, la riera de Magòria. Ambos riachuelos desembocaban en el estanque Cagalell, que subsistió hasta bien avanzada la Edad Media. Este fue el origen de la creación del Monasterio de Sant Pau del Camp y también condicionó su crecimiento, debido al paludismo propiciado por sus aguas, repetidamente estancadas. Para reducir los efectos de la enfermedad, el estanque de Cagalell fue desecado y, finalmente, las aguas de los torrentes de Bellesguard y de la riera de Magòria se desviaron hacia la riera Blanca.

El resto de los torrentes de la vertiente suroeste que atravesaban la llanura, desde la corriente del Gornal hasta el Fondo de Sant Just, nacían en el lado occidental de la sierra de Collserola y fueron las que ayudaron a la formación y evolución del delta del río Llobregat. Por último, cuando el mar se retiró a finales del terciario y la llanura dejó de ser un estuario, quedó definitivamente delimitado el curso natural del río.

De este modo, los dos ríos que atraviesan la cordillera de Collserola —el Besòs y el Llobregat— configuraron a lo largo del tiempo la llanura que favoreció el despliegue de la actividad humana. Una llanura favorable al asentamiento de poblaciones, muy protegida de dos vientos —el garbí y la tramontana— gracias a la protección que le ofrece la sierra de Collserola, y bien orientada hacia el Mediterráneo y el sol naciente.

Los primeros pobladores conocidos datan de unos 3.000 años a. C. Restos del llamado hombre de Cromañón han sido hallados en la vertiente occidental de la colina de Monterols, donde daba la vuelta el torrente de Bellesguard. Más tarde, se tienen datos del paso de tribus indoeuropeas, y después de los pueblos celtas, de los argáricos y finalmente de los layetanos. Estas poblaciones se iban asentando en el estrecho anfiteatro natural existente entre el mar y la montaña, ocupando las pequeñas colinas elevadas entre los humedales formados por los deltas de los ríos, para ir formando así un pueblo de raíz específica. A fin de protegerse de las invasiones de los fenicios, griegos y romanos, los layetanos crearon poblados amurallados en las colinas de Montgat, Can Boscà, Puig Castellar, la Rovira, Putxet, Montjuïc y también en la Penya del Moro (Sant Just). A pesar de estas posiciones defensivas, nada les impidió traficar con los mismos griegos, fenicios, romanos y púnicos. Finalmente, a pesar de haber sido los layetanos, junto con los púnicos, los primeros pobladores asentados entre los dos ríos, ambos pueblos fueron romanizados.

Así, la invasión romana sucedió el año 218 a. C. y la base de operaciones se estableció en Badalona (Baetulo), mientras que el asentamiento romano del monte Tàber fue más tardío: se produjo después del establecimiento de algunas tribus de íberos, con quienes llegaron a convivir.

La extensa llanura entre el Besòs y el Llobregat quedaba dominada por la cima del monte Tàber, que sobresalía únicamente entre 15 o 16 m por encima del nivel del mar. Sin embargo, esta altura era suficiente para facilitar la vigilancia. Además, el asentamiento romano en esta posición ofrecía la posibilidad de disfrutar de una pequeña bahía utilizable como puerto y el aprovechamiento de la llanura para abrir un sistema de comunicaciones por tierra, a través de los pasos naturales de Montcada y Sant Just, asegurándose al mismo tiempo el abastecimiento de agua dulce aprovechando el curso de las rieras que bajaban de Collserola y la proximidad y facilidades topográficas ofrecidas por la captación procedente del río Besòs. A raíz de esta decisión, se construyeron más adelante los acueductos de Collserola y del Besòs.

El asentamiento romano en la cima del monte Tàber dio paso, a comienzos del siglo I a. C., a la ocupación de la llanura, a pesar de las dificultades derivadas del suelo de aluvión y de la corriente litoral. Este asentamiento supuso el acercamiento de la colonia hacia Tarraco; a pesar de que la gran ruta pasaba por el interior, el camino costero tenía la ventaja de ser una hipotética ruta de defensa, además de abrir la ruta comercial por mar. Según Plinio el Viejo, bajo el reinado de Augusto (29 a. C.-14 d. C.), el núcleo de la llanura fue reconocido bajo el nombre de colonia Barcino, llamada Favencia.[1]


BARCELONA, UN RELATO SUCESIVO DE CIUDADES ACABADAS

Constituida administrativamente la que más tarde fue la ciudad de Barcelona, su historia urbana es una secuencia de implosiones constructivas y explosiones territoriales, de estructuras urbanas congestionadas y liberadas de sus sucesivas murallas para integrar nuevos territorios. Un encadenamiento de ciudades acabadas que se libraban de sus defensas para ocupar una parte de su ámbito natural comprendido entre los dos ríos.

EL AGOTAMIENTO DEL PRIMER RECINTO

Sobre este primer emplazamiento, conocido con el nombre de monte Tàber, los romanos construyeron el primer perímetro fortificado, que subsistió hasta después del siglo XII y del cual se conservan todavía algunos vestigios. Este perímetro tenía un desarrollo lineal de 1.301 metros y una superficie de unas 10,46 ha, y contaba con un camino de Ronda o de circunvalación que rodeaba todo el recinto. Este largo periodo de tiempo entre el primer asentamiento y finales del siglo XII hizo que la población desbordara el recinto cerrado y ocupara una parte de las tierras situadas en el norte y en el oeste, muy cerca de la muralla y cerca del mar.[1]

SEGUNDO RECINTO

Alrededor del saturado primer recinto se agrupó y creció una población dedicada principalmente a la construcción marítima. En el siglo XIII, la ocupación era ya tan grande que el espacio destinado a la construcción de las galeras civiles y militares ocupaba un frente de 850 m. Concretamente, desde lo que hoy es el Pla de Palau hasta las Drassanes (atarazanas), que en aquella época eran la principal maestranza de la marina real. Los arcos de sus naves góticas se elevaban sobre la playa y servían como depósito de la madera utilizada para construir los barcos.[2]

En este marco se inicia, en 1287, el segundo recinto amurallado, que se terminó en 1363. Partía del Portal de l’Àngel y continuaba por Jonqueres, para acabar en el monasterio de Sant Pere de las Puel·les. Desde este punto continuaba haciendo algunos zigzags hasta el baluarte del Príncep, en el actual parque de la Ciutadella, y a continuación se unía con la torre Nova, que era donde se hallaba el baluarte de Migdia. Por el lado sur de la ciudad y dejando fuera el espacio que ahora ocupa la Aduana, continuaba la muralla, siguiendo el camino de la actual Rambla hasta tocar con el baluarte del Portal de l’Àngel. Este perímetro tenía un desarrollo de 5.022 m y encerraba una superficie de unas 131,17 ha. Sin embargo, no toda la población de Barcelona se hallaba dentro de este nuevo muro, pues se sabe que más allá de la muralla sur se extendía ya el barrio de Tallers, que comprendía el Carme, el monasterio de Valldonzella y el hospital, y que por los alrededores de Sant Pau del Camp también se agrupaban muchas casas que ya configuraban las primeras calles.[3]

TERCER RECINTO

En 1377, es decir, pocos años después de haberse construido la segunda muralla, se tuvo que iniciar la construcción de la tercera, que se prolongó hasta 1644. Para este tercer cercado se dejó en pie todo el segundo recinto, salvo el trozo de muralla que transcurría a lo largo de la rambla, que se derribó para agrandar la ciudad hacia el oeste añadiendo toda la zona llamada del Raval, espacio que estaba ya muy poblado a pesar de encontrarse extramuros. Como resultado de esta expansión, el tercer cercado tenía un perímetro de 6.587,5 m y una superficie de unas 218 ha.[4]

CUARTO RECINTO

Se constituyó como consecuencia de los hechos de 1714, a fin de reprimir a la ciudad rebelde. El mes de junio de 1715, según el plan del general de ingenieros Werboom, se inició la construcción de la ciudadela sobre unos terrenos habitados del barrio de la Ribera.

A fin de acabar la obra en el más corto plazo posible, el mes de septiembre del mismo año se proclamó un bando que bajo pena de muerte impedía a carpinteros y albañiles de la ciudad dedicarse a otros trabajos que no fueran la construcción de la fortaleza. De este modo y con estos medios, la ciudadela se acabó en 1719, y el recinto de la ciudad civil quedó entonces reducido a un perímetro de 6.051 m, encerrando una superficie de 208,4 ha.[5]

Fuera del ámbito estrictamente habitado y protegido por la muralla, el territorio de Barcelona durante el Consell de Cent era consecuencia de las prioritarias necesidades de defensa, y también de las de hacer frente al resto de problemas de abastecimiento de la ciudad. El ámbito de competencias jurisdiccionales era, de forma más o menos importante, verdaderamente amplio: desde Molins de Rei a Montcada y desde Castelldefels a Montgat,[6] un territorio que abarcaba incluso más allá de la llanura natural de los deltas de los ríos Besòs y Llobregat.

Brocà precisa el límite jurisdiccional de la ciudad y explica que la sentencia arbitral de 1310 determinó: «Barcelona y sus arrabales inmediatamente contiguos» de «el huerto y viñedo [...] o territorio enfitéutico de Barcelona, [que] se extiende, según dicha Sentencia arbitral, hasta donde llegan los límites de las parroquias de dicha ciudad y sus arrabales».[7] En dicha sentencia, el territorio llamado «de huerto y viñedo», o territorio enfitéutico,[8] se extiende a los alrededores de la ciudad y la sierra de Collserola, excluyendo los términos de Sant Andreu del Palomar y Sant Adrià del Besòs y el de L’Hospitalet del Llobregat,[9] es decir, no llega ni al Llobregat ni al Besòs.[10] En esta zona, la jurisdicción de la ciudad se ejercía igual que «puertas adentro», y se regía por el derecho barcelonés.[11]

Más amplia que la llanura de Barcelona era la influencia (política, pero no judicial)[12]  del territorio de Barcelona, que comprendía desde los collados de Montgat, Montcada, Finestrelles y Serola, hasta Castelldefels y Molins de Rei, y hasta doce leguas mar adentro. Este territorio había sido reconocido según el uso Item statuerunt, que disponía una zona de paz y tregua permanente bajo la protección del conde,[13] privilegio que indirectamente impidió que se desarrollaran instituciones municipales independientes y que obtuvieran el privilegio de regimiento.

Hasta el año 1714, algunos autores consideraban la llanura de Barcelona como el área comprendida entre la desembocadura del Besòs y la montaña de Montjuic, por un lado, y el mar y la sierra de Collserola, por otro —coincidiendo, aproximadamente, con el término actual de la ciudad de Barcelona—, mientras que otros lo identifican con la extensión más amplia de la comarca del Barcelonès.[14]

Bajo el régimen de la Nueva Planta, dictado por el Decreto promulgado por el rey Felipe V el 16 de enero de 1716, es decir, un año y tres meses después de la guerra de Sucesión española, desapareció la jurisdicción de la ciudad sobre sus territorios históricos de la llanura de Barcelona, dotando a sus pueblos una organización municipal, creando así los ayuntamientos. La pervivencia de unos derechos importantes en la llanura y el arraigo del uso de sus diferentes nombres tradicionales hicieron que la relación de Barcelona con los municipios contiguos se mantuviese viva durante el siglo XVIII y, al menos, una parte del XIX. Así, en el siglo XVIII encontramos bastantes veces, en la documentación municipal barcelonesa y en la de otras instituciones de gobierno, la expresión «Llano de Barcelona» aplicada a personas, pueblos y oficios municipales;[15] sin embargo, como bajo la Nueva Planta el Llano de Barcelona no constituye división ni entidad política o administrativa alguna, es difícil hallar alusiones a su extensión y significado.[16]

Como sucedió en el resto de Catalunya, y en especial en los pueblos de la marina, durante el siglo XVIII la llanura o llano de Barcelona experimentó un notable desarrollo económico y, en consecuencia, también un importante crecimiento demográfico. Esta situación generó cambios sociales, y no pocas tensiones territoriales. Una vez edificados los espacios que quedaban vacíos dentro de la ciudad, al no permitir la autoridad militar la ocupación de los campos situados en un radio de unos 1.200 m (alcance de los proyectiles de los cañones de defensa de la ciudad), el aumento de la población procedente de la emigración y también por el propio crecimiento vegetativo se instaló en los pueblos de alrededor.[17] La agricultura se intensificó a causa del aumento de la demanda y, por añadidura, el progreso de las técnicas de cultivo, gracias, en muchos casos, a la mejora de los canales de riego. Aun así, una industria incipiente pretendía estos mismos canales, ya que, por la falta de carbón, necesitaban la fuerza del agua como fuerza motriz para la obtención de energía. Estos grandes cambios generados por el crecimiento y la estructura productiva distorsionaron un modelo que se había mantenido sustancialmente estable desde la Baja Edad Media, y cambiaron los contratos de cesión de uso de la tierra, su precio y condiciones. Una de las consecuencias fue la rápida desaparición de los bienes comunales de los pueblos, engullidos por la demanda de los comerciantes de tierras y los campesinos terratenientes, lo que contó con el consentimiento del Intendente, que era la autoridad que tenía jurisdicción sobre estos bienes después de 1714[18] (un ejemplo de cómo el decreto de Nueva Planta rompió con la tradición y dejó desprotegida la propiedad colectiva).

Para acabar de empeorar la congestión de la ciudad, saturada y sin espacios donde edificar, la victoria borbónica en la guerra de Sucesión se lleva a cabo mediante un numeroso ejército y deja el Principado en una situación práctica de ocupación militar. Este hecho comporta la necesidad de satisfacer las demandas de intendencia militares (alojamientos, bagajes, utensilios...) que son asumidas por los ayuntamientos. La importancia de Barcelona, y el hecho de haber sido el principal núcleo de resistencia de la «rebelión», comportó que una gran parte del ejército de ocupación tuviera que residir en el interior de la muralla y en los pueblos del Llano. Aun así, los habitantes de la ciudad no satisficieron las peticiones militares en especie, aunque sufrieron las consecuencias, ya que fueron obligados a alojar a gran parte de las tropas invasoras. La estrategia del ocupante fue la de construir cuarteles o habilitar edificios confiscados, y consolidar así una presencia que al mismo tiempo conseguía variar la configuración demográfica de los pueblos.

Sin embargo, la operación más significativa se desarrolló en Barcelona, donde el marqués de Werboom proyectó la Ciutadella adosada al norte de la muralla existente. A fin de poder constituirla prioritariamente como defensa del puerto y del frente marítimo, previó el derribo de las casas situadas en el barrio de la Ribera y el realojamiento de sus habitantes. La congestión de la ciudad, fuertemente densificada y cuya superficie se iba a reducir todavía más —en unas 9,6 ha— hizo que Felipe V propusiera (y aprobara, en septiembre de 1715) la construcción de un barrio de casas de madera en el lugar que hoy ocupa la Barceloneta. La precariedad de estas construcciones y su ubicación próxima al litoral hicieron que este barrio no fuera otra cosa que un laberinto de barracas que albergaba a la gente más pobre y marginal de la ciudad. Para sanear el barrio y mejorar sus condiciones, el 3 de febrero de 1753 se puso la primera piedra para la fundación de la Barceloneta actual. La rapidez en su construcción hizo que, en 1755, el barrio ya fuese una realidad: un cuadrado perfecto de quince calles cruzadas ortogonalmente por otras nueve, todas ellas de una anchura de 6,69 m, para acoger 330 casas, todas ellas de ladrillo y de una altura de 5,85 m, donde se pudo alojar a una población de 1.721 habitantes. El conjunto se proyectó para ejecutar dos plazas y una iglesia.

En 1732, el ayuntamiento de Sant Andreu propone construir un cuartel para una compañía de caballería, sufragado proporcionalmente por los comunes de Badalona, Santa Coloma, Sant Martí, Sarrià y Horta.[19] El reparto de las correspondientes cargas entre la población, que era una de las prerrogativas del papel del común, fue una nueva ocasión para poner de manifiesto el favoritismo municipal, y ocasionó protestas por parte de población que carecía de privilegios (eran muchos los grupos con privilegios: los eclesiásticos, los militares, los soldados retirados, los padres con doce hijos, los empleados públicos, los familiares del Santo Oficio, ciertos artesanos que estaban exentos, etc.). Quejas de los no privilegiados que tenían que asumir las cargas propias y también las de aquellos que disfrutaban de alguna de las numerosas excepciones. Debemos decir que la desigualdad en el reparto de las contribuciones era un aspecto particularmente oprobioso, por la facilidad con la que los poderosos podían lograr privilegios y exenciones, lo cual perjudicaba a las clases medias y bajas.

Históricamente, la denominación «Llano de Barcelona» ha sido un topónimo de uso corriente hasta el siglo XIX, con significado y trascendencia, no solo geográficos, sino también jurídicos e institucionales. Actualmente el Llano de Barcelona, este espacio de configuración natural —como consecuencia de la aplicación del Decreto de Nueva Planta— ha quedado desmembrado en términos administrativos independientes. Este fraccionamiento se contradice con la historia del territorio que rodeaba la ciudad y la de sus habitantes, los cuales disfrutaban, desde la Baja Edad Media, de muchos de los privilegios y exenciones de la misma ciudad (no se podían crear jurisdicciones ni derechos feudales, los castillos no podían tener término jurisdiccional, no se pagaban diezmos ni primicias [20] y el régimen enfitéutico era más ventajoso, entre otras prerrogativas).[21]

De este modo, el Decreto de Nueva Planta de 16 de enero de 1716, además de anular la Diputación General y el Consell de Cent, promovió la aparición de cascos urbanos, municipios a cargo de regidores presididos por un alcalde designado gubernamentalmente. Y así, el territorio natural del Llano de Barcelona se dividió para constituir los municipios de Sarrià con Les Corts, Sant Genís con Horta, Sant Andreu con Santa Eulàlia, Santa Coloma, Sant Martí con el Clot, Sant Bartomeu con Sants, L’Hospitalet con Santa Eulàlia, Esplugues con Sant Just Desvern y también los núcleos más alejados de Badalona con Sant Adrià.

La constitución definitiva de los nuevos ayuntamientos, de los pueblos que no eran cabezas de corregimiento, por el decreto de Nueva Planta, consta que fue hecha en 1718,[22] y tuvo lugar de acuerdo con las disposiciones del edicto de 6 de julio de 1717.[23] Algunos de estos nuevos municipios creados forman parte, por anexión, del actual municipio de Barcelona; aun así, no están todos los poblados que eran parte de su antigua jurisdicción.

La Recopilación de Derecho Civil de Catalunya de 1960 aludía, en sus artículos 306, 309 y 319, al «antiguo territorio enfitéutico de Barcelona»,[24] que comprende el término municipal actual de Barcelona con Vallcarca y Sant Genís dels Agudells,[25] pero sin Santa Creu d’Olorda,[26] Vallvidrera, Sant Andreu del Palomar ni Horta.[27] Tampoco incluía la parte de Sant Adrià del Besòs situada en la vertiente sur del río que, por decreto del Gobierno Central del año 1929, quedaba integrada a la ciudad central y que en 1955 quedó sin efecto. Una paradoja más del desmenuzamiento territorial de la llanura natural de Barcelona comprendida entre los dos ríos. Se trata de una contradicción aún más sorprendente si tenemos en cuenta que, en la Edad Media, el río Besòs fue desviado hacia el norte, regularizando su desembocadura y saneando, de paso, una serie de islotes y terrenos pantanosos o humedales existentes entre el último tramo de su curso y la riera de Horta. La superficie recuperada de esta forma se aprovechó para ampliar las tierras de cultivo del margen derecho del río, tierras que ahora ocupa el municipio de Sant Adrià.

El límite de la Barcelona actual es una contradicción entre la realidad histórica y geográfica y la delimitación administrativa que nace en el Decreto de Nueva Planta, que más tarde se consolida cuando se aprueba el Plan Cerdà y las ampliaciones posteriormente acotadas que el Gobierno central concede.

Asimismo, coloquialmente la ciudad se suele explicar a partir de una imagen inicial que dice que Barcelona es un anfiteatro que baja desde Collserola hasta el mar, delimitado por los lados norte y sur por dos ríos, el Besòs y el Llobregat. Aun así, y a pesar de lo natural de esta descripción, fundamental en el contexto territorial, sorprendentemente el Plan Cerdà localizó el área de planeamiento a un entorno más reducido, desechando la plana del delta del Llobregat y poniendo como límite la montaña de Montjuïc.


EL PLAN CERDÀ PARA ABRIR EL RECINTO DE LA PENÚLTIMA CIUDAD ACABADA

En noviembre de 1855 se entregó el plan topográfico de la cercanía de Barcelona. El encargo, hecho por orden del Gobierno a Ildefons Cerdà, tenía que servir como base para poner en marcha el proyecto del Eixample. No deja de resultar sorprendente que, sin explicación justificada, este levantamiento incluyese las tierras que llegan al río Besòs, pero limitara la superficie prevista para la extensión de Barcelona hasta Sants y Montjuïc, obviando de este modo el resto del territorio, que incluiría la llanura natural que llega hasta el otro límite del sur, el que señala el río Llobregat.

Desde el principio, Cerdà consideró el Llano de Barcelona como una unidad que comprendía la vieja ciudad amurallada y el suelo de algunos de los municipios creados por el Decreto de Nueva Planta. Así, sus estudios topográficos comprendían los municipios situados más al norte, hasta llegar al río Besòs. Queda, no obstante, la duda —no justificada por el ingeniero— de por qué toma Montjuïc como límite y punto de referencia, sin incluir los municipios que estaban dentro de la llanura del delta del río Llobregat.[1]

«Hallándome pues en la necesidad de levantar un nuevo plano, fue preciso determinar primero la superficie que quería abarcar. Para ello no solo tuve en cuenta la superficie que en buenas condiciones de salubridad correspondería al escaso de la población actual, y a su incremento probable en un periodo de cien años, sino que además hube de comprender todas las poblaciones inmediatas, que deben reputarse como otros tantos arrabales o suburbios de la Ciudad y de la cual solo les separa la distancia de 1.254 metros que la severidad de las ordenanzas militares no ha permitido hasta el día de hoy edificar».

De manera poco explícita, en primer lugar en el momento de hacer el levantamiento topográfico y después en el proyecto de ensanche, quedó al margen del proyecto el ámbito de la orilla derecha del Llobregat, hasta llegar al estrangulamiento creado entre el río y la montaña de Sant Just Desvern.

Al respecto, cabe pensar que se debió a problemas de salubridad originados probablemente por el paludismo de las aguas estancadas del delta del Llobregat, o quizá al hecho de que Cerdà consideró que este territorio, situado a resguardo de la montaña de Montjuïc, estaba muy alejado del centro histórico de Barcelona, y que la montaña por un lado y los municipios de Sants-Collblanc, Bordeta y Sarrià establecían un límite lo bastante extenso para acoger el crecimiento que había previsto para la ciudad en los cien años posteriores a su proyecto. Ya fuera por estas razones, o por considerar como límite de urbanización el de los dos canales proyectados para el desvío del agua proveniente de Collserola (la riera Blanca y la riera de Horta), el hecho es que el proyecto de Eixample no ocupó toda la llanura natural de Barcelona, que alcanza el territorio dominado por la ciudad histórica y que equidistaba de los dos ríos, Llobregat y Besòs.

Así, la reserva militar non aedificandi fue superada en gran medida por el lado norte, llegando a Sant Andreu del Palomar y el río Besòs, mientras que, por el lado sur de la Barcelona amurallada, el proyecto ocupó poco más del suelo delimitado por esta zona de reserva militar. El arquitecto Rovira y Trias hizo, en 1846, una contrapropuesta de reforma y ensanche zonificado que, si bien es gráficamente más reducida que el Plan Cerdà en su parte escrita, parece reflexionar sobre toda la llanura: «La nueva ciudad de Barcelona comprendida en los límites supuestos vendrá a formar una especie de figura semipoligonal, cuya base coincidirá con la orilla de mar que media desde el Besòs hasta cerca del punto en donde desagua el río Llobregat».[2]


EL PLANEAMIENTO POSTERIOR Y ALGUNAS DE SUS CONSECUENCIAS

No vuelve a discutirse la relación de la ciudad con su territorio hasta la revisión del Plan Comarcal de 1953 (la ciudad de Barcelona y los 26 municipios a su alrededor). Las 27 poblaciones mantenían, sin embargo, la separación administrativa, y únicamente la existencia de un órgano gestor metropolitano debía de garantizar, de alguna manera, la coherencia de este territorio homogéneo.

En 1962 se inicia el trabajo de la Comisión Técnica de Revisión del Plan Comarcal, que tendría como hito la elaboración del Plan Director del Área Metropolitana de Barcelona, posteriormente llamado Esquema Director. El resultado, tras ciertas divergencias, fue un documento aprobado en 1968 a efectos solo de la propia Comisión, considerado como primer adelanto y revisión del Plan Comarcal. Como consecuencia del conflicto entre la Diputación y el ayuntamiento de Barcelona, se frustra el intento de definición de un ámbito de planeamiento unitario y, por tanto, el territorio se planifica segmentado en tres zonas:

	La comarca de Barcelona, que integra, a nivel de planeamiento, los 27 municipios de 1953, lo mismo que ya contemplaba la revisión del Plan Comarcal.

	El área de Acción Inmediata, que tiene en cuenta las comarcas del Maresme, Vallès y Baix Llobregat.

	La Zona de Acción Diferida o «Plan de Infraestructuras Generales», que incluye los ámbitos de ambos planes. 



En 1972, el Ministerio de Vivienda ordena la constitución de la Comisión Gestora del Área Metropolitana, y esta inicia el Plan de Ordenación Metropolitana, recogiendo la filosofía del Plan Director, que establece que el área metropolitana es un hecho, una realidad impuesta por el simple desarrollo y evolución de los factores urbanísticos y socioeconómicos del territorio que abarca. Entre otras cosas, los estudios hechos por la Comisión de urbanismo y servicios comunes de Barcelona y otros municipios para la revisión del Plan Comarcal de 1953 delimitaban la zona de influencia de la ciudad de Barcelona y estimaban una población para el año 2010 de 2,5 millones de habitantes. La diferencia con el municipio de Madrid es que, mientras que en Barcelona cada municipio conserva sus atribuciones administrativas para constituir un área metropolitana de 478,7 km²,[1] la capital española anexiona, ya en 1946, 28 municipios periféricos para llegar a dominar bajo una misma administración un área de 605,77 km².[2]

El Plan General Metropolitano (PGM) de 1976 fue redactado en un contexto político y económico muy diferente al actual, y su objetivo prioritario era lograr la preservación de ciertos espacios de dominio público y regular la edificación, en un momento histórico de control poco estricto sobre las intervenciones especulativas llevadas a cabo por los propietarios particulares.

En una coyuntura de precio barato del suelo (150 ptas./palmo en el Eixample), en un momento en el que la práctica habitual era vender el suelo por la superficie de la parcela y no por la edificabilidad que poseía o, lo que es lo mismo, por el rendimiento o provecho inmobiliario que se obtenía, su reventa rápida no producía grandes beneficios. En consecuencia, el afán especulativo de los promotores se centraba en incrementar el rendimiento de la parcela. Por eso, se forzaba la interpretación de la ordenanza o, cuando menos, se ignoraban algunos de los límites que imponía la licencia de obras para conseguir de este modo construir, de forma improcedente, más volumen del permitido por la normativa.[3] Era la época donde los promotores poco escrupulosos intentaban sobornar, o vulnerar e interpretar en beneficio propio el reglamento municipal, para conseguir unos cuantos metros cuadrados adicionales.

Por el contrario, el actual negocio inmobiliario especulativo trata muy a menudo de aprovechar la situación de un mercado favorable, para revender un solar o un edificio antes incluso de haber hecho ningún tipo de intervención. En una menor escala, proliferan las operaciones de compra de viviendas en edificios antiguos para restaurarlas, dándoles una pátina de modernidad para venderlas como apartamentos nuevos, en inmuebles que sufren patologías ocultas del edificio, propias del año en que fueron construidos. De este modo, el incremento del precio inmobiliario se hace insostenible, en una ciudad que no puede dar más alternativas de las que le ofrece su limitado territorio.

Esta situación estructural se intensifica como consecuencia del modelo económico imperante, donde el liderazgo mundial de las ciudades como centros de negocio obliga a invertir en Barcelona y mejorar su imagen y capacidad productiva, para hacer frente a la pertinaz competencia de otras ciudades. Una realidad que incrementa la demanda de localizaciones en la ciudad y que forzosamente presiona al alza el mercado inmobiliario, incrementando constantemente el precio del suelo y de la vivienda.

El PGM del año 1976, todavía vigente, fue el resultado de un gran esfuerzo y consiguió, además de ciertos valores urbanísticos que han sido reconocidos con frecuencia, una continuidad en el tiempo y una huella en el imaginario colectivo difícil de obtener en planeamientos de una vigencia más corta. Se puede decir que el PGM de 1976 forma parte de la cultura de los operadores de la ciudad y de los profesionales que en ella trabajan. Aun así, se redactó en un momento político predemocrático cuando, por ejemplo, el parque automovilístico en toda España era de 28.334 motocicletas y 619.677 turismos (actualmente, el número de vehículos matriculados solo en Barcelona es de 280.000 motocicletas y 580.000 turismos) para una población que en 1976 era de 1.886.921 personas y ahora es de 1.620.809,[4] y donde una vivienda de 150 m² en la calle Casanova con Aragón costaba 1.750.000 ptas. (10.517 euros). Todo esto sin mencionar los cambios tecnológicos, sociales, ambientales, energéticos o laborales que ha sufrido la sociedad en general.

En este marco se redactó un PGM que no hizo distinciones normativas entre centro y periferia, y que actualmente no atiende a las lógicas diferencias de rendimiento que se pueden extraer de una calificación llamada residencial, donde cabe desde un hotel a unas oficinas, comercios o viviendas. Un documento normativo de más de cuarenta años que zonifica ámbitos industriales de uso exclusivo, amplía la vialidad destruyendo estructuras históricas en beneficio del automóvil, hace reservas de suelo de equipamiento para una previsión de una cifra de población que nunca se alcanzará... Un proyecto de ciudad dictado por un planeamiento que ha sufrido casi 900 modificaciones puntuales [5] durante todos estos años, además de otras alteraciones de planeamiento derivado. Modificaciones de la importancia y trascendencia de la Vila Olímpica, el sector olímpico de Vall d’Hebron, los accesos al túnel de la Rovira, el puerto de Badalona, la continuidad de la Diagonal hasta Sant Martí que acerca Sant Adrià, Sant Andreu-Sagrera, etc. Unos cambios importantes en el PGM que hacen variar las previsiones hechas y cambian sustancialmente el modelo de ciudad previsto en 1976.

Tampoco era previsible, en 1976, la transformación del sistema productivo en el área metropolitana de Barcelona, entonces mayoritariamente industrial, hacia una economía especializada en el sector servicios, donde la ciudad residencial, y no los terrenos calificados de industriales de la periferia, acapara una gran parte de la demanda inmobiliaria. En esta nueva situación, la metrópolis es el más importante centro de producción y de creación de riqueza, la industria se deslocaliza y la ciudad concentra la inteligencia creativa.

En la era industrial, la fábrica era el núcleo principal del sistema productivo de la ciudad, que ahora tiene en el intercambio, dentro de espacios urbanos limitados, la base de su organización productiva. En este nuevo contexto posindustrial, es ese intercambio el que concentra la imparable demanda de espacios de trabajo y residenciales, una situación que hará que a las familias les sea cada vez más difícil acceder a una vivienda en el centro de la ciudad, dado que las empresas y los profesionales, igualmente interesados en ocupar el centro urbano, tienen una mayor capacidad financiera para instalarse en él. En este marco, en las ciudades, y concretamente en Barcelona, los precios inmobiliarios suben y, por desgracia, todo hace prever que seguirán subiendo mientras no haya un cambio en los cimientos del sistema productivo actual. Es más, en un mundo dominado por la economía de los servicios, donde hay una gran competitividad entre las ciudades por atraer capital inversor, cuanto mejor sea la imagen que proyecte Barcelona, más intensa será la presión sobre su mercado inmobiliario, lo que incrementará irremediablemente los precios del sector.

Unos precios de suelo e inmobiliarios que han hecho que, en las economías occidentales y para evitar su irremediable alza, se hayan dictado generalmente políticas de liberación extensiva de tierras agrícolas de tenencia privada. Tal estrategia se ha dirigido a facilitar la ampliación urbana, supuestamente fomentando el abaratamiento del suelo en ubicaciones céntricas, un operativo de incremento de la oferta que ha dado exiguos resultados. Esto se debe a que es raro encontrar valores de repercusión del suelo exageradamente desiguales en áreas de referencia tan homogéneas como son nuestras ciudades compactas. En estos casos, en el momento en que los terrenos agrícolas son recalificados para convertirse en residenciales, su valor se iguala con el precio de las parcelas urbanas vecinas, actuando estas como referencia de precio de venta del nuevo sector recalificado. Por eso ensanchar el ámbito urbano, con la supuesta intención de aumentar la oferta y conseguir el abaratamiento del suelo, ha resultado ineficaz prácticamente siempre.

Cabe, sin embargo, preguntarse si el mismo fenómeno sucedería en el hipotético caso de que una ciudad se anexionara otra población vecina, si los valores de repercusión del suelo se igualarían. No tenemos ejemplos recientes de este tipo de escenario; lo que sí sabemos con seguridad es que, cuando una infraestructura da accesibilidad a unos terrenos alejados, acercándolos al centro de la aglomeración, generalmente estos sufren un aumento de su precio de venta, al equipararlo al de los solares periféricos de la ciudad de referencia.[6]

De este modo, una vez agotado el territorio municipal en el que expandirse, y ante los impedimentos administrativos y políticos que normalmente imposibilitan la anexión de otras poblaciones vecinas, las ciudades miran hacia su espacio interior como único ámbito posible donde orientar su desarrollo y la necesaria modernización. Esta realidad se ha hecho evidente también en Barcelona donde, ya dentro de su distrito central del Eixample, en 1996 tan solo quedaban 29 solares vacíos calificados de residenciales, sobre un total de 9.091 parcelas contabilizadas.[7]

Así, uno de los más notables conflictos provocados por este proceso de desarrollo interno es el incremento del precio del suelo y, en consecuencia, del precio de venta de cualquier producto derivado del sector inmobiliario, como resultado de su reducida —por no decir inexistente— oferta, y de las dificultades de gestión para obtener nuevo suelo, ya sea en forma de suelo vacante, de suelo con edificación para ser demolida, o de techo edificado para rehabilitar. Más allá de esto, los propietarios particulares se aprovechan de esta precariedad, y también de las mejoras que la ciudad históricamente ha ido agregando —gracias al cúmulo de inversiones públicas y privadas que se han hecho en torno al bien particular— para conseguir una rentabilidad desproporcionada al esfuerzo de transformación y mejora que dichos propietarios han realizado en su parcela. De este modo, el retorno que equitativamente hubiera tenido que hacerse en la ciudad por estas transacciones no se ha hecho, a pesar de que representan una mínima parte del beneficio que el sector privado extrae de su venta. Todo ello a pesar de haberse aprovechado y de haber extraído unas ganancias a menudo, como decía, desproporcionadas, gracias a la inversión y al esfuerzo hechos por la colectividad a través del pago de impuestos.

En estas circunstancias, el enfriamiento del mercado del suelo se hace casi imposible, más si tenemos en cuenta que el comportamiento de los precios del suelo responde a la teoría del valor espejo, de manera que el precio de una parcela se obtiene por aproximación de otra próxima, reflejándose el valor de la una en la otra, evitándose grandes diferenciales en ámbitos metropolitanos compactos y, con frecuencia, uniformes. En este contexto, tan solo las empresas —y también ciertas actividades comerciales representativas y un reducido número de familias acomodadas—, que cuentan con la ventaja de un régimen fiscal y de garantías bancarias favorable, pueden acceder a los nuevos productos inmobiliarios que la aglomeración central genera. En este marco, donde las empresas y profesionales copan la oferta y presionan el mercado al alza, la expulsión de residentes de rentas medias y bajas es inevitable, como lo es el aumento de la terciarización del centro urbano.

El arquitecto Carlos García Vázquez (2016) hace una radiografía de la realidad que sufren una gran parte de los centros urbanos de las ciudades más competitivas: «El igualitario isótropo y, en cierto modo, cansino espacio urbano de la megalópolis fue redefinido. Una de las zonas más beneficiadas fue su maltrecho centro histórico. Su ambiente singular respondía a las necesidades de representación y prestigio de las corporaciones transnacionales, que lo eligieron para instalar sus sedes centrales. A ellas les siguieron decenas de empresas de servicios, lo que provocó una mutación: la actividad económica retornó, el espacio público fue renovado y los índices de delincuencia se desplomaron. También volvieron los residentes. Se trataba de sectores sociales muy específicos con niveles de ingresos y educación por encima de la media: jóvenes profesionales, parejas sin hijos, artistas, homosexuales, etc. Sofisticados cosmopolitas y culturalmente exigentes, estos colectivos estaban hartos de la monotonía del suburbio y buscaban en el centro histórico una calidad ambiental y de vida urbana: museos mediáticos, restaurantes exóticos, tiendas de diseño. Su llegada puso en marcha una espiral de aumento de precio de las viviendas que se tradujo en la expulsión de muchos de los antiguos residentes, pobres y de edad avanzada. El tardocapitalismo exigía un peaje por la recuperación de la ciudad histórica y no era otro que la gentrificación».

A modo de anécdota, en el caso del Eixample de Barcelona, la creciente terciarización del espacio residencial se visualiza fácilmente en el número de motocicletas que ocupan las aceras de determinadas calles en horario laboral, mientras que estas mismas aceres quedan vacías en días festivos.

En el límite, este modelo impuesto por un mercado liberal cada vez más agresivo tiende hacia una configuración de aglomeración compartimentada entre ricos y pobres, que sigue un modelo de planeamiento urbano que creíamos haber superado, si bien actualmente se lleva a cabo de manera espontánea, por el funcionamiento natural del libre mercado y no desde la ordenación del planeamiento impuesta en determinadas aplicaciones del zoning urbanístico. Un retroceso, si tenemos en cuenta que la entidad histórica de las ciudades latinas —compacta en su estructura, diversa en sus usos y compleja en su composición social—, ha sido el patrón de sostenibilidad urbana propugnado internacionalmente, una guía recomendada a seguir para el resto de las aglomeraciones; un modelo que favorecía y asentaba las bases para hacer de la ciudad el medio construido donde la población podía vivir mezclada y en libertad, un espacio socialmente sostenible y ecológicamente diverso y equilibrado.

En este contexto actual de agotamiento de la disponibilidad de espacio en el centro urbano, son necesarias nuevas políticas de generación de recursos públicos en forma de medios financieros o materiales, en forma de suelo o techo construido para rehabilitar, que permitan suministrar al mercado aquellos productos inmobiliarios que el público pide y la sociedad necesita. Al mismo tiempo, debe implementarse una nueva forma de redistribuir fiscalmente los beneficios especulativos que se producen en la ciudad, que deben compensar los desequilibrios que esta forma endógena de crecimiento genera. Todo ello sin renunciar a nuestro modelo de ciudad latina, densa y concentrada, un modelo de ciudad que precisa de nuevas formas de recaudación que corrijan las disfunciones que genera, como el incremento irrefrenable de los precios del suelo, la expulsión de las clases medias y bajas, la reducción selectiva de los usos del centro, el alto número de vehículos por habitante, la contaminación por efecto de la congestión, etc.; unos conflictos que Barcelona —como término municipal limitado— potencia, a la vez que posee menos argumentos que otras ciudades para reducir los impactos negativos provocados por los mencionados conflictos.


LA SITUACIÓN DE OTRAS ADMINISTRACIONES PRÓXIMAS

A pesar de que la demanda de espacios y propiedades urbanas no ha dejado de crecer en los últimos años —como consecuencia de la terciarización y de la consolidación de la ciudad como productora de servicios—, los precios de la vivienda en las aglomeraciones del norte de Europa no han experimentado un incremento parecido al que han sufrido ciudades meridionales como Barcelona. Una posible razón que explicaría este fenómeno es la diferente consideración del derecho a la propiedad en los países del norte, de Derecho germánico, comparada con la que tienen los países meridionales, fundamentados en el Derecho romano.

Aunque en Alemania el suelo no es propiedad del Estado, una vez que se desarrolla urbanísticamente un suelo —tanto si es de titularidad pública como privada— dentro de un municipio, este queda bloqueado temporalmente y el municipio tiene derecho de tanteo y retracto durante un tiempo determinado establecido por ley, antes de que este suelo pase a formar parte de la oferta de mercado.

En Alemania, la propiedad compromete al propietario y su uso tiene que servir al interés general (Dem Wohle der Allgemeinheit dienen). La concreción de la obligación social vinculada al derecho de la propiedad está ligada específicamente a las necesidades de la sociedad (Sozialbindung des Eigentums). De este modo, el vínculo social de la propiedad (Sozialbindung) es particularmente significativo en una materia como el desarrollo territorial y urbanístico.[1] En el caso español, el artículo 128 de la Constitución establece que «Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad está subordinada al interés general». La diferencia entre una y otra concepciones no es menor. En el primer caso, la propiedad privada tiene que ser a un tiempo útil y provechosa para la sociedad, mientras que, en el segundo, la propiedad privada tiene que estar simplemente supeditada al interés colectivo.

Así, mientras que en Alemania la propiedad tiene que servir, es decir, tiene que estar sometida a la voluntad e interés general, la legislación española considera que la propiedad privada tiene que estar únicamente subordinada al interés general. En el primer caso, la propiedad privada tiene que beneficiar siempre al interés general y este prevalece sobre la propiedad privada. En el segundo caso, el de España, la consideración del interés general es condicional, y el beneficio público depende de que no se perjudique al propietario privado.

Esta distinta concepción legal hace que, en países como Alemania, el sistema fiscal urbano sea extremadamente beneficioso para la Administración, permitiendo la compra directa, o autorizando la negociación hasta el 30 % de aprovechamiento medio de cesión obligatoria para equipamientos, viviendas o simplemente para hacer bajar un mercado sobrecalentado. En Catalunya, si bien es cierto que debe cederse un mínimo del 5 % de suelo para equipamientos de titularidad pública y el 10 % o el 15 % —según los casos— para aprovechamiento urbanístico,[2] el rendimiento que en el caso de Alemania se puede extraer de aquel 30 % de aprovechamiento es muy superior, dado que estamos hablando del porcentaje que se puede obtener del valor comercial de la promoción; un porcentaje que se muestra suficiente para regular —hipotéticamente— a la baja el mercado del suelo. En Bélgica, el método generalizado de obtención de suelo es la expropiación sin justificación expresa y, por tanto, sin derecho de reversión; además, las ventas están tasadas hasta un 33 % del beneficio obtenido por el particular. En Dinamarca, por poner otro ejemplo, la administración local recibe el 1,2 % del valor de todas las transacciones hechas dentro de su municipio.

No es necesario mencionar las consecuencias positivas que, debido a la regulación del mercado del suelo y, por tanto, a la producción de viviendas asequibles, puede tener la movilización de estos recursos o la utilización de estos medios legislativos.

Por esta serie de razones, y en situaciones como las expuestas para las legislaciones del norte de Europa, el planeamiento urbano no necesita recurrir —como en Catalunya— a reservas previas para dotaciones, que son la norma en nuestro país, ya sea en forma de calificaciones para equipamientos o espacios verdes. Ese sistema evita tener suelo improductivo o, lo que es peor, intermitencias en la continuidad urbana producidas por los vacíos de solares no construidos —terrenos que están a la espera de financiación pública o de un hipotético uso de interés general—, para garantizar en estas ubicaciones la realización de algún tipo de equipamiento comunitario. Lo que sucede es, simplemente, que los recursos económicos de que dispone la administración local le permiten actuar como agente privilegiado en el mercado inmobiliario de la ciudad; es decir, aprovechar los recursos económicos que el desarrollo inmobiliario les aporta para actuar, comprando, permutando, exigiendo o realizando los equipamientos o viviendas que en cada momento sean necesarios.

A) EL CASO DE FRANCIA, LA ADMINISTRACIÓN MÁS PRÓXIMA CON RAÍZ LEGISLATIVA ROMANA COMO LA NUESTRA

París fue una de las primeras ciudades en regular un sistema de compensaciones en función del aprovechamiento económico que se extraía del solar. De este modo, para, por un lado, evitar la terciarización del centro y, por otro, equilibrar un mercado que era menos rentable para la promoción de viviendas dentro de una parcela, se promovió una nueva ordenanza. Esta obligaba, siempre que se mantuviera la altura reguladora, a construir hasta 6 plantas para hacer viviendas o 4 plantas en el caso de construcción de oficinas. Más tarde, el barrio de la Défense, en Nanterre, fue una operación organizada para aligerar la presión al alza que el sector terciario ejercía en determinados ejes de la capital francesa. A diferencia de lo que se hizo en Barcelona en el distrito 22@, la idea consistió en crear un barrio de oficinas construido sobre suelo de adquisición preferente por parte de la administración pública mediante la promulgación de una Zone d’Aménagement Différé (zona de planificación urbana diferida, ZAD por sus siglas en francés). La figura legislativa que se adoptó (las ZAD) fue la misma que se utilizó en los años 70 para la realización de las Villes Nouvelles. Las ZAD son un instrumento legal para el control de la especulación y del precio del suelo en un ámbito definido por decreto. De esta forma, dentro de un perímetro establecido, la Administración tiene el derecho de compra a un precio equivalente al que tenía el terreno un año antes de la delimitación de la ZAD. Dado que tal delimitación se suele hacer sobre suelo mayoritariamente agrícola, una vez aprobada la delimitación de una ZAD, la Administración tiene —durante un periodo de seis o diez años, según los casos, renovables por un tiempo similar— la posibilidad de hacerse con un suelo a precio de terreno agrario.

La gestión del proyecto sobre suelo calificado legislativamente como ZAD se confió a un Établissement Public d’Aménagement [3] (Agencia Pública de Planificación Urbana, EPA por sus siglas en francés), todo ello para ayudar a controlar el incremento de precio que las oficinas experimentaban en el centro de París y evitar su creciente terciarización.

Durante los años setenta y ochenta del siglo pasado, esta política de gestión pública del suelo provocó la creación simultánea de otras cinco EPA para llevar a cabo otras tantas Villes Nouvelles a una distancia de unos 25 km de París (Evry, Marne la Vallée, Cergy-Pontoise, Melun Senart y Saint Quentin en Yvelines), pero vinculadas a la capital mediante un sistema de transporte rápido (RER). Con una superficie media de unos 150 km², proponían una capacidad a término para unas 250.000 personas y un número de puestos de trabajo proporcional a esta población. La creación de estas nuevas ciudades fue la propuesta que Paul Delouvrier, como responsable del Plan Director Regional, promovió para lograr reducir el precio en el sector inmobiliario residencial, fuertemente presionado por la demanda, centrada principalmente en la capital.

Por otro lado, en Francia, la capacidad financiera de los ayuntamientos les permite afrontar los posibles desequilibrios que su crecimiento genera.[4] El municipio se beneficia de la tasa de equipamientos o del canon por la diversidad del hábitat que, además de las notables repercusiones recaudadoras que ambos impuestos tienen para los ayuntamientos, permiten construir viviendas sociales gracias a los beneficios que se obtienen de los particulares. Y no olvidemos la autonomía de que disponen las autoridades locales del país vecino. A modo de ejemplo, podemos decir que, de media, tan solo dos tercios de las Zones d’Aménagement Concerté (zonas de planificación urbana concertada, ZAC por sus siglas en francés) propuestas en el planeamiento local, algo parecido a nuestros planes parciales, llegan a prosperar. Esto es debido a las exigencias que, para su realización, permiten plantear al consistorio; entre ellas, por ejemplo, la exigencia de repercutir parcialmente o en gran parte la financiación de una escuela o una estación depuradora dentro de una operación de ZAC, justificando el gasto por el incremento de población que supone la nueva promoción.

Para apaciguar, y tal vez contrapesar, la tradicional centralización del Estado francés y garantizar una mejor gestión de un país caracterizado por la fragmentación del territorio, a partir de la Constitución de 2003, Francia se organiza de forma descentralizada en materia de política urbana. Para ello se estructura en cuatro niveles administrativos:

	El Estado, que establece de forma exclusiva la legislación, el control de infraestructuras y algunas políticas a nivel general. 

	13 regiones, con competencias en transporte; enseñanza secundaria, universitaria y profesional; desarrollo económico e innovación y gestión de algunos programas europeos —como la agricultura y la promoción económica—, además del desarrollo de los Planes Territoriales. 

	96 departamentos, sin competencias directas a nivel de urbanismo y más centrados en el mantenimiento de carreteras, la lucha contra los incendios, la protección del medio natural, etc.

	36.529 municipios, que son los principales órganos decisivos a nivel de urbanismo y autogobierno, con competencias plenas en el planeamiento urbanístico local.



Además de esta organización primaria o de primer nivel, con diferentes competencias en materia de ordenación territorial y de urbanismo, hay otras tres instancias funcionales que actúan de forma transversal y que, organizadas de forma voluntaria en forma de Établissement Public de Coopération Intercommunale (Agencia pública de cooperación intermunicipal, EPCI por sus siglas en francés), tienen competencias a nivel urbanístico:

	Las communautés urbaines (comunidades urbanas), de más de 250.000 habitantes. 

	Las communautés d’agglomération (comunidades de aglomeración), de más de 50.000 habitantes.

	Las communautés de communes (comunidades de municipios), de menos de 50.000 habitantes.



Estas organizaciones se ocupan fundamentalmente del equilibrio social de la vivienda dentro del territorio intermunicipal, reciben recursos del Estado para su funcionamiento y la gestión de los proyectos, y tienen competencias sobre:

	Programa de vivienda local:
	Política de vivienda con la concesión de ayudas económicas, y también con acciones destinadas a la creación, mejora y gestión de la vivienda social o dotacional para personas desfavorecidas.

	Promoción de operaciones de mejora de vivienda, con acciones de rehabilitación y reabsorción de viviendas insalubres.



	Política de la ciudad:
	Elaboración del diagnóstico territorial y definición de las directrices del denominado Contrat de Ville (Contrato de ciudad), consistente en llevar a cabo y lograr el objetivo común de asegurar la igualdad entre territorios, reducir las brechas de desarrollo entre los barrios desfavorecidos y sus componentes habitacionales y mejorar las condiciones de vida de sus habitantes.

	Dirección y coordinación de los acuerdos contractuales para el desarrollo urbano, el desarrollo municipal y la integración económica y social, así como medidas locales para la prevención de la delincuencia.

	Realización de los programas de actuación definidos en el Contrat de Ville. 





Adicionalmente, hay otras dos instituciones en el nivel local:

	Los Établissement Publiques de Coopération Intercommunale (EPCI) ya mencionados, de asociación voluntaria entre municipios, para llevar a cabo determinadas acciones —como, por ejemplo, agrupar competencias jurídicas o de recaudación de impuestos—. Estas instituciones son de libre elección por los municipios, de forma que deciden asociarse voluntariamente para crear economías de escala y enfrentarse a problemas o gestiones comunes.

	Los Territoires de projet-agglomérations (territorios de proyecto intermunicipales):[5] se trata de la agrupación voluntaria de un número indeterminado de municipios, inscritos en un ámbito territorial homogéneo, y que afecta a un ámbito que se sitúa más allá de los propios ámbitos administrativos.



Todo ello hace que la Administración francesa, a pesar del poder central, se dote de instrumentos de asociación flexibles a nivel de base local a fin de afrontar los problemas relacionados directamente con la calidad del hábitat y la integración social.

B) EL CASO DE BARCELONA. UNA SITUACIÓN PARTICULAR

Barcelona tendría que acercarse a los sistemas urbanísticos redistributivos de los países del norte. Para ello es necesario promover una fiscalidad urbana y recuperar una parte de las plusvalías que la ciudad genera —de las que se apropia, mayoritariamente, el sector privado—. Estas ganancias tienen su origen en las inversiones hechas por las administraciones local y autonómica, el gasto público en promoción de la ciudad y el incremento de la demanda que produce. La ciudad debe crear una fiscalidad basada en los beneficios improductivos [6] para equilibrar las desigualdades que el propio mercado origina en la ciudad. El retorno de parte de las plusvalías originadas por el dinamismo de la ciudad —al fin y al cabo, el capital aportado por todos los ciudadanos para mantener y potenciar el modelo de ciudad del que disfrutamos— es un concepto que tiene que explicarse y que deben entender tanto los operadores económicos (hoteleros, comerciantes, industriales, inversores, etc.) como el resto de los ciudadanos.

En este marco, el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales por la compra o alquiler de las viviendas debería ir en beneficio de los ayuntamientos, los cuales, mediante la gestión de este impuesto —mayor o menor en función del uso deseado o rechazado—, podrían regular, promover o impedir la construcción de edificios con usos que coyunturalmente no fueran convenientes para el funcionamiento equilibrado de la ciudad. También habría que destinar en beneficio del municipio la fiscalidad aplicada a los usuarios no residentes, los turistas, que consumen ciudad y que actualmente realizan una aportación desproporcionada a su mantenimiento.[7]

El propietario pasivo, el poseedor de suelo expectante, es el paradigma de lo que representa la productividad inactiva en la ciudad; dicho de otra manera, es la descripción de aquel propietario de suelo urbano que recoge fuertes beneficios sin hacer ninguna inversión y sin afrontar ningún riesgo más que el de esperar la mejor oferta de compra de su terreno. Es el agente inmobiliario menos activo y más inflacionista de los precios del sector. Esto lo hace posible, en general, inhibiéndose de todo tipo de mejora y retrasando la salida al mercado de su bien para finalmente venderlo, bien sea una vez acabado el proceso público de regeneración, bien aprovechándose de un nivel sustancial de escasez de producto inmobiliario. Esta práctica conservadora aporta al propietario unas ganancias adicionales, al apropiarse de las inversiones acumuladas que, a lo largo del hipotético proceso de mejora, se hacen alrededor de su propiedad. La participación pública en inversiones de uso colectivo —como por ejemplo canales de comunicación, parques o grandes equipamientos— se halla frecuentemente en el origen de procesos de fuerte revalorización de los precios del suelo o, en general, de los bienes inmobiliarios situados en las cercanías de la obra, y, en consecuencia, de la acumulación de beneficios por parte de los propietarios próximos. En este sentido, el barrio de Sant Antoni de Barcelona, con la rehabilitación del mercado y la transformación del espacio público, podría ser un ejemplo de este fenómeno.

Mientras tanto, en Francia, la Loi du Grand Paris, aprobada por el Parlamento francés el 3 de junio de 2010, definía el «Gran París» como un proyecto urbano, social, y económico de interés nacional que debe vincular los territorios estratégicos de la región de Île-de-France para promover el desarrollo económico sostenible y la creación de puestos de trabajo. Para ello proyecta una gran red de transporte público. La ley crea unos impuestos adicionales en la región, del 15 % sobre el producto de revalorización de los terrenos vacíos y de los edificios correspondientes cuando estén situados a menos de 800 m de una entrada de estación, y del 7,5 % si la distancia es de 801 a 1.200 m. Paralelamente, se incrementan otros impuestos también locales. Todo ello con el fin de recuperar, mediante la fiscalidad, una buena parte del capital público invertido.

Hay que tener presente que el comportamiento del mercado del suelo y la repercusión social que se deriva tiene efectos inmediatos en la sostenibilidad del sistema urbano de la ciudad de Barcelona, y también consecuencias estructurales y económicas en el sistema integrado de la región metropolitana; asimismo, por extensión, en el resto de Catalunya, entendida como ciudad-territorio, concebida como una única aglomeración. Igualmente, repercute en el nivel de consumo de las familias, dado que el incremento de los precios del suelo urbano y del inmobiliario, además de incidir obviamente en el precio de las viviendas, también reduce el capital disponible para otros gastos familiares.

De este modo, las hipotecas o alquileres caros hacen que las familias destinen una gran parte de sus ingresos en el gasto vinculado al hogar, lo que reduce las posibilidades de inversión en otros bienes y limita el consumo en general. En este sentido es importante implantar una política fiscal inmobiliaria-territorial que aporte recursos para regular los precios del suelo, los cuales, en el caso de ser excesivamente altos, se hallan en el origen de una gran parte de las disfunciones sistémicas de la organización económica del país.

En nuestro caso, los desequilibrios producidos por los precios elevados de las viviendas también repercuten en la tardía edad de emancipación de los jóvenes; en la baja tasa de natalidad; en la segregación social dentro del tejido urbano y la terciarización del centro; en el incremento del precio de las expropiaciones, y, en general, del precio del suelo para dotaciones, etc. Todo ello ejerce un impacto negativo en el equilibrio territorial y, en última instancia, sobre la igualdad de oportunidades y el estado de bienestar.

Cabe decir que la composición administrativa de nuestro territorio, con más de 940 municipios y 11.380 cargos electos, es un factor más que no ayuda a aliviar el encarecimiento del precio del suelo y, derivado de ello, de los productos inmobiliarios que lo usan. Así, a pesar de las enormes dificultades, sería razonable plantearse la recomposición administrativa del territorio mediante sistemas dúctiles y asimétricos, a fin de conseguir organizaciones locales de mayor entidad, concentrando así la gobernanza municipal y empoderando la participación ciudadana.

El gran Los Ángeles es una aglomeración con una extensión de 91.460 km², frente a los 32.100 km² de Catalunya. En definitiva, todo el territorio catalán podría ser considerado como una extensa metrópolis. Bajo esta consideración de ámbito territorial extenso, la creación de entes supramunicipales de agrupación voluntaria y flexible, de distritos urbanos asociados por temas de interés común, dentro de una unidad de ciudad-territorio, sería una cuestión conveniente para descentralizar y distribuir positivamente la actividad de la ciudad —o Distrito Central— hacia el resto del país. Considerar todo Catalunya como un ámbito unitario favorecería, entre otros, el enfriamiento de las tensiones territoriales y la consideración de las poblaciones alejadas como barrios de la gran Metápolis, con los mismos derechos que los barrios de la ciudad central.

Es necesario tomar en consideración que, por falta de suelo y también por un principio de preservación del entorno natural, las ciudades tienen que crecer hacia adentro. La rehabilitación y modernización del parque residencial será una constante cada vez más necesaria, resiliente y sostenible. Este principio comporta, y lo seguirá haciendo en un futuro próximo, unas dificultades de gestión cada vez más profundas, encareciendo las indemnizaciones y alargando el proceso constructivo; en definitiva, la posibilidad de un imparable incremento de los precios del suelo y, por tanto, del precio de producción de las viviendas.

Actualmente, la ciudad es el centro de producción de la nueva economía. De la ciudad depende una parte importante de la creación de riqueza del país, y la ciudad aporta una cantidad muy significativa al porcentaje del PIB de los estados.[8] Las empresas de servicios, ubicadas mayoritariamente en las ciudades, son más productivas cuando trabajan unas junto a otras, y el tejido urbano compacto favorece esta interrelación.

En este nuevo contexto, donde la industria en los países desarrollados adopta forma de laboratorio, la ciudad concentra la imparable demanda de ámbitos de investigación, de espacios terciarios y de edificios residenciales. Esta situación está produciendo la expulsión del centro de la ciudad de las familias con niveles de ingresos medios y bajos. Este fenómeno se repite en las principales ciudades del primer mundo, dado que las empresas y los profesionales, igualmente interesados en ocupar el centro urbano, tienen una mayor capacidad financiera para instalarse en él. En este marco, en las ciudades —y, concretamente, en Barcelona—, los precios inmobiliarios suben y, dado que se trata de un problema estructural del sistema económico mundial, con toda probabilidad seguirán subiendo. Más aún, en un sistema donde las ciudades ofrecen flexibilidad respecto a la rigidez burocrática de los estados tradicionales, cuanto más progrese una ciudad y más atractiva sea para los negocios, mayor será la demanda de espacio para ubicarse en ella y más importante la presión sobre su mercado inmobiliario. En este contexto, será inevitable un creciente nivel de expulsión de las familias trabajadoras, como consecuencia del aumento de los precios inmobiliarios.

Así pues, el municipio de Barcelona sufre un notable incremento en la demanda de alquiler de oficinas, fundamentalmente en el centro y sobre todo en el Eixample, ya saturado de este tipo de ocupación, en detrimento de las antiguas viviendas existentes. Como decíamos, esta demanda es más solvente que la de muchas familias, por lo que las expulsa del centro hacia otras ubicaciones periféricas. En paralelo, las nuevas formas de distribución y venta y la carencia de consumidores en el propio barrio han hecho que muchos de los locales comerciales situados en las plantas bajas de estos edificios, actualmente convertidos en inmuebles de despachos, queden vacantes y no encuentren arrendatario. Así pues, restringir el uso de oficinas en las plantas piso de los edificios de los barrios centrales, al tiempo que facilitar su rehabilitación y, si cabe, la subdivisión en superficies más reducidas podría favorecer el retorno de arrendatarios residenciales. Este proceso podría ir acompañado de medidas para incentivar la ocupación de las plantas bajas en forma de despachos y oficinas, que podrían compartir espacio con tiendas de suministro de productos de proximidad y facilitar de este modo la residencia en el barrio.

Estas plantas bajas, en un distrito como el del Eixample de Barcelona, con grandes superficies y profundidades edificables, pero reducidas posibilidades de ventilación, son difícilmente acondicionables como viviendas. Por el contrario, se pueden utilizar como espacios habitables de acogida para personas sintecho, que así obtendrían lugares seguros, adecuados para cubrir sus necesidades higiénicas y que permitirían hacerles un seguimiento personalizado por parte del Ayuntamiento y las organizaciones sociales correspondientes.

Sin embargo, cabe observar que, a pesar de todo, el suelo urbano es la base sobre la que construir la actividad en la ciudad, y también la producción residencial. Aun así, si la vivienda es suelo, el suelo pide accesibilidad. Una buena red de comunicaciones, eficiente y asequible, permite acercar a los puestos de trabajo territorios de buena calidad ambiental y residencial. No obstante, de nada sirve tener suelo a buen precio, que facilite crear viviendas a precio moderado, si este se encuentra a más de media hora del puesto de trabajo y alejado de los servicios.

Sin suelo barato no puede haber vivienda accesible; y, en el supuesto de que el sector privado mantenga el control del mercado del suelo, un aumento de la oferta no desemboca necesariamente en una disminución de su precio. La disminución del precio del suelo debe provenir de la regulación pública, con recursos suficientes para crear un stock de suelo importante y situado en ubicaciones estratégicas, que debe permitir —en momentos de fuerte demanda e incremento de su valor— la réplica pública a través de la venta inmediata de parcelas edificables a precios moderados.

Es bien sabida la ausencia de patrimonio de suelo público, en ubicaciones preferentes y en cantidad suficiente para poder practicar una política efectiva de equilibrio de mercado, incrementando la oferta de solares públicos asequibles en momentos de presión de la demanda. En consecuencia, los municipios catalanes en general —y los metropolitanos en particular—, carentes de recursos procedentes de las Administraciones de nivel superior, tienen que recurrir a las reservas de suelo que obtienen de cesiones a fin de conseguir recursos complementarios, en vez de plantearse otras cuestiones macroestructurales que no les compiten. Y, además, dada la exigüidad de los bienes de que disponen y el poco volumen de suelo urbano que pueden movilizar, su actuación descoordinada no tendría gran trascendencia en la regulación del conjunto del mercado del suelo a nivel metropolitano.

Por otro lado, a pesar de que partimos de unas competencias limitadas de la administración local en materia legislativa, y sin querer imaginar medidas más solventes propias de los poderes central y autonómico —como, por ejemplo, la modificación de la ley del catastro, el incremento del aprovechamiento medio o facilitar a los ayuntamientos unos impuestos directos sobre las ganancias inmobiliarias especulativas—, es urgente organizar dispositivos con poder regulador a escala nacional, sin tener que esperar a futuras coyunturas políticas más favorables. En este contexto, parece imprescindible plantear una política territorial destinada a generar una cantidad de suelo útil para regular el mercado, el cual se halla actualmente en manos —casi exclusivamente— de los propietarios privados. En este sentido, la creación de un banco público regulador del precio del suelo parece necesario. Para lograr este objetivo hacen falta recursos suficientes, que deben provenir de disposiciones legislativas de tipo fiscal, territorial y/o urbanístico.

En primer lugar, es necesario disponer de una provisión de fondos procedentes de una serie de tasas especiales que tendrían que soportar, en primer lugar, los vendedores de bienes inmuebles que ejercen en nuestro territorio; un trabajo de comercialización y de intermediación por la venta de un terreno, edificio o apartamento que, a pesar del necesario esfuerzo que supone, no justifica su elevada remuneración, la cual oscila entre un 3 y un 5 % (si no más) del precio de venta.

A modo de ejemplo un arquitecto suele cobrar unos honorarios del 6 % del precio de construcción minorado y sin contar el beneficio del promotor ni el precio del suelo. Este profesional muchas veces tiene que participar en licitaciones no remuneradas y, en el mejor de los casos, acompañar al promotor para hacer estudios previos que den garantías por la compra o no del solar. Una vez firmado el contrato, inicia su trabajo y cobra un porcentaje de honorarios repartidos a lo largo del proceso de construcción que, en general, es de más de tres años (incluido el periodo de tramitación de licencia de obras) Además, debe repartir esta cantidad con otros especialistas (de estructuras y de instalaciones) y hacerse cargo del coste de los seguros de responsabilidad civil y de construcción, además de financiar unos costosos equipos informáticos. Un vendedor o intermediario inmobiliario cobra unos honorarios del 3 al 5 % del precio de venta del bien, que en el caso de un edificio incluye el coste del suelo, el beneficio del promotor e incluso los honorarios del mismo arquitecto, honorarios que se abonan en el mismo momento de la firma del contrato de compraventa. La actividad es tan lucrativa y precisa tan poca formación que, según elconfidencial.com del 2 de septiembre de 2018, el número de agencias inmobiliarias en España propiedad de una sola persona era de 126.820, el 70 % de las empresas del sector, es decir, un intermediario por cada 368 españoles (!). Naturalmente, si contamos el resto de las agencias más profesionalizadas, las que tienen al menos un trabajador, el porcentaje de intermediarios inmobiliarios por cada español aumenta.

Se trata de una actividad inflacionista y poco regulada, que no comporta responsabilidades mayores que la de suministrar una información veraz, una actividad que grava la venta y, por tanto, al comprador final; un trabajo de intermediación que produce unos beneficios desproporcionados con respecto al riesgo que soporta y al nivel de inversión necesario para desarrollarlo. La aceptación del tributo que proponemos comportaría la necesidad de estudiar las modalidades, la progresión, las cuantías y los afectados que tendrían que contribuir. Los recursos obtenidos gracias a estos ingresos serían destinados obligatoriamente a la compra de suelo. El ejemplo ya mencionado de Dinamarca, donde el ayuntamiento recauda el 1,2 % del valor de las transacciones efectuadas dentro de su término municipal, sería un modelo que estudiar y seguir.

Para los ayuntamientos, sin embargo, el traspaso de las competencias en la recaudación y gestión del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales (ITP), que actualmente es competencia de la Generalitat, sería un instrumento de gestión eficiente. En tal caso, los ayuntamientos podrían regular su porcentaje, a buen seguro en función del montante de la transacción —como se hace hasta ahora—, y también en función del uso final al que se destinara la promoción. Llegado el caso, sería pues el ayuntamiento el que incrementaría de forma más o menos importante este impuesto, en función del interés (o falta de él) que para la población tuviera la realización de un tipo determinado de uso (hotelero, residencial, industrial, comercial...), motivando o desmotivando así a los promotores interesados en un producto inmobiliario concreto. Esta regulación podría hacerse por usos o categorías, y también por distritos: en el municipio de Barcelona, ITP igual a cero para despachos en el distrito de Nou Barris o ITP igual al 30 % para hoteles en el Eixample, por ejemplo. Esta regulación sería fácil de controlar si se exigiera, en el momento del acto de compraventa, el destino o uso al que se iba a dedicar la parcela urbana objeto de la adquisición, pagando en consecuencia el impuesto correspondiente según el tipo de promoción prevista. Paralelamente, y con el fin de poder controlar la exactitud de la declaración realizada ante el notario, los servicios técnicos municipales exigirían que, en el expediente de solicitud de licencia de obras y como anexo al proyecto de edificación, se incluyera una copia simple del contrato de compraventa donde figurase el destino final del inmueble y el ITP que se hubiera aplicado en función del uso final del inmueble.

Con la voluntad de conseguir recursos para afrontar la compra de suelo y la promoción de viviendas asequibles, habría que profundizar en modelos como el que desde hace mucho tiempo se practica en Francia, donde existe una modalidad de ahorro llamada Livret de épargne A,[9] destinada a las familias y particulares en general. Su atractivo consiste en que los intereses que produce el dinero depositado están completamente libres de impuestos sobre las plusvalías producidas. De esta forma, el capital obtenido se destina en su totalidad a financiar los organismos promotores de vivienda social. Dado que este tipo de ahorro remunerado depende únicamente de la regulación fiscal proveniente del Gobierno del Estado central, desde la Conselleria se puede promover un sistema adaptado a nuestras competencias autonómicas. Esta modalidad consistiría en la aportación de capital público para complementar los actuales tipos de interés bancario, extremadamente bajos, haciendo más atractivo el ahorro de los particulares. El capital así recogido sería destinado a la promoción de vivienda social. De este modo, y en convenio con los bancos y las cajas, se podría crear un fondo a plazo fijo y con un interés garantizado.[10]

Además de esto —y en una vertiente no tan impositiva y más de gestión urbanística—, en determinadas circunstancias se podría incentivar y promover la compra de la edificabilidad no agotada de edificaciones consolidadas por parte de la propia administración o por promotores privados. Sería también necesaria la posibilidad de actuar por medio de la gestión pública, subrogándose a los propietarios de inmuebles que quieran llevar a cabo la rehabilitación de sus viviendas o edificios, sacando provecho de un potencial edificatorio mal utilizado o residual, a cambio de un porcentaje de los beneficios que se conseguirían por la venta o el alquiler de estos espacios recuperados. La edificabilidad así conseguida debería destinarse a reducir el déficit que tiene la ciudad de viviendas a precio asequible.

Al mismo tiempo, estaría bien que el municipio o el área metropolitana se reservaran el derecho de retracto por los espacios conseguidos mediante su gestión y cedidos a los promotores privados. Paralelamente, y en el caso de cesión no onerosa —temporal o definitiva por razones de interés social— del dominio o del derecho de vuelo por parte de un propietario a un promotor privado, el primero tendría que disfrutar del derecho de reversión [11] para evitar actuaciones especulativas por parte del promotor beneficiario de la cesión.


BARCELONA, UNA CIUDAD ACABADA: CONSECUENCIAS Y VENTAJAS

El Plan General Metropolitano (PGM) de 1976, preveía una población para el área metropolitana de los 27 municipios, y concretamente para la ciudad de Barcelona, muy superior a la que finalmente se está alcanzando. Este planteamiento de máximos hacía que, en consecuencia, se previeran unas reservas proporcionales de suelo suficiente para equipamientos o espacios verdes, para así dotar hipotéticamente de estos servicios a un importante volumen de población. A estas alturas se ha constatado que, finalmente, no se alcanzarán las previsiones de 1976, y que la población prevista para la ciudad de Barcelona será mucho menor.

En este marco, liberar en el interior de las estructuras urbanas consolidadas la superficie de suelo prevista en el PGM de 1976 para reservas urbanísticas y sistemas (4, 6b, 6c, 7b, 7c, etc.) proporcional a la disminución respecto de la población que se estimó permitiría disponer de terreno adecuado para la gestión de políticas públicas. Estas parcelas, que generalmente son de propiedad privada pero están calificadas como de equipamientos, podrían ser objeto de negociación y convenio previos a cualquier modificación del planeamiento, a fin de evitar movimientos especulativos y poder transformar estos suelos en edificios de viviendas de protección oficial.

La densidad de viviendas por unidad territorial ha sido, históricamente, una medida vinculada a la composición familiar tipo y a la mejora de las condiciones de higiene. Lo que antes era una estructura familiar nuclear típica compuesta por la pareja y dos, tres o hasta cuatro y más hijos, ha cambiado, y ahora encontramos hasta ocho tipos diferentes de configuración familiar.[1] También los hábitos personales vinculados a la salud han variado: los servicios públicos, la higiene y la atención personal hacen que la vivienda no sea el espacio exclusivo donde el ciudadano se preocupa de estos menesteres (los gimnasios actuales dan servicio de atención personal e higiénico a un gran número de personas). Estos cambios sociales permiten considerar el parámetro urbanístico de la densidad como un indicador flexible, adaptado a las necesidades que la población puede tener a lo largo de su vida. Es en este marco en el que cabe pensar en tipologías más dúctiles y en un reciclaje del parque de viviendas existente, que permitan adaptarlas al perfil y a la situación cambiante de las personas que viven en ellas. La división de las viviendas grandes en otras más pequeñas, la configuración de habitaciones familiares con servicios comunitarios o la construcción de inmuebles con densidades diversas según el tipo de financiación de vivienda —libre o de protección oficial, en régimen general especial o concertado— son algunas de las muchas variantes de la complejidad social actual y futura en Barcelona y, en general, en el conjunto de la ciudad-territorio.

El vínculo existente actualmente entre la densidad y el rendimiento económico de estas operaciones es también una consideración que debe tenerse en cuenta. El elevado precio del suelo en la ciudad central, así como la capacidad financiera de los posibles compradores, hace que los promotores opten por viviendas cada vez más reducidas para ajustarse al poder adquisitivo medio del cliente. Si se mantiene esta tendencia, para conseguir viviendas de una superficie adaptada a una familia de cuatro o más miembros habrá que ir a vivir cada vez más lejos de los núcleos de las ciudades importantes. No hay que olvidar que dos hijos por mujer se considera el número necesario a fin de conseguir la tasa de reemplazo poblacional y que, según datos del IDESCAT, en 2019, la tasa de crecimiento en Catalunya fue del –0,4 %; los núcleos familiares de dos o más hijos representaban únicamente el 27,2 %, y sin ningún hijo, el 36,6 %.

También con respecto a la actividad promotora, actualmente una operación residencial de viviendas de más de 150 m² en el municipio de Barcelona es una promoción de más riesgo que otra destinada al alquiler de oficinas o a la construcción de un hotel —ambos usos permitidos bajo la misma calificación urbanística que el de viviendas—. Los profesionales inmobiliarios de nuestro país son un colectivo numeroso y generalmente especializado en la compraventa de viviendas a particulares. La promoción de otros productos inmobiliarios requiere de sistemas más complejos, donde el comprador final suele ser una entidad financiera internacional; esto comporta limitaciones para los promotores con una actividad especializada en el mercado local.

En este marco, es necesario cambiar el sentido de la normativa que regula los principales parámetros generales de la edificación. Lo que hasta ahora eran condiciones restrictivas previstas para la ejecución de obras en cuanto a ocupación, usos o volúmenes debe modificarse para adaptarse a los diferentes rendimientos que pueden extraer de cada parcela el propietario y el promotor. A través de la normativa deben favorecerse tipologías o usos menos rentables, sustituyendo antiguos parámetros —como, por ejemplo, la altura libre entre forjados o la densidad— por una regulación que tenga en cuenta el rendimiento económico que se extrae en la futura promoción (pequeños apartamentos en detrimento de los grandes, o restringir la edificabilidad para el uso hotelero respecto al uso de viviendas, por ejemplo).[2]

También sería necesario revisar la aplicación de las tasas municipales, si se propusiera un tipo de vivienda, a fin de imponer cargas suplementarias o subvenciones a las promociones de viviendas libres en función del barrio, aportando así recursos complementarios al ayuntamiento para poder promover viviendas asequibles y fomentar la diversidad social. La creación de una normativa basada en el resultado económico de las operaciones inmobiliarias en beneficio del equilibrio social de la ciudad, por encima de un procedimiento como el actual —pensado para fiscalizar la estricta observancia de las reglas constructivas o la legalidad administrativa/formal de las promociones—, debería ser uno de los objetivos de la ciudad acabada.

Aun así, esta serie de modificaciones dentro de la estructura del área metropolitana de Barcelona —la cual presenta una diversidad social y de intereses municipales desigual— difícilmente se pueden abordar de una manera unitaria. Lo que en su día representó un gran avance, con la redacción de un Plan General de Ordenación para un conjunto de municipios metropolitanos, es actualmente una dificultad manifiesta, dado que las condiciones y necesidades del Distrito Central Territorial o Metapolitano no son en absoluto equivalentes a las que pueden ser las de los municipios de Begues, Torrelles o Cervelló, por ejemplo —poblaciones estas que forman parte del Área Metropolitana de Barcelona y que comparten una normativa común—. Hace falta replantearse las normas urbanísticas para adaptarlas a las realidades de los ámbitos homogéneos que estructuran el territorio en general, y el área de influencia inmediata al Distrito Central Metapolitano en particular.

Hasta hace pocos años, era impensable que en una ciudad como la de Barcelona se planteara la construcción de edificios altos. Antes de la aprobación del Plan General Metropolitano de 1976 se autorizó la construcción de «pequeños rascacielos», justificándolos por la singularidad de determinadas ubicaciones, como por ejemplo en la plaza Francesc Macià, o en el eje de la avenida Diagonal en la calle Muntaner, en la calle Balmes. También en el Paseo de Gracia con la misma avenida Diagonal, o en la plaza Urquinaona, donde ya existía un precedente de arquitectura racionalista construido entre 1936 y 1944. Más tarde, con motivo de los Juegos Olímpicos de 1992 y la reorientación del barrio industrial del Poble Nou hacia actividades @, se ha permitido la construcción en la ciudad de edificios más altos de lo habitual y de lo que la normativa derivada del PGM de 1976 establece como altura máxima permitida para los edificios en alineación de vial, que es de planta baja y seis plantas piso.

Este importante cambio en el perfil del municipio de Barcelona se ha llevado a cabo mediante la tramitación de planes específicos que justificaban su volumetría singular. En este sentido, la carencia de suelo edificable dentro del municipio ha hecho reconsiderar este principio de limitación de altura de los inmuebles, cuestión que ha provocado que, en las últimas elecciones municipales de 2019, algunos de los candidatos plantearan la construcción de rascacielos como forma de ampliar el espacio habitable de la ciudad. Del mismo modo que en otras ciudades sin posibilidades de expansión —como Singapur o la isla de Hong Kong, o incluso Male, capital de las islas Maldivas—, en Barcelona —como en estas otras ciudades confinadas en un territorio limitado— también se proponía la alternativa de crecer en altura, sin reparar en las consecuencias negativas de esta medida: congestión vehicular, disminución de la luz natural, sobreocupación del espacio público, etc.

Hablando de la ciudad acabada, conviene recordar lo que dijo Oriol Bohigas cuando se refería a la actuación en la mejora de los centros históricos. En estos casos, las intervenciones no pasarían por la observancia estricta de un plan regulador, sino que se debería llevar a cabo un proceso de gestión directa, concreta e inmediata que definiría la actuación.[3] Según este principio solo habría que proyectar lo que se pueda llevar a cabo. A partir de aquí, los diferentes ámbitos urbanos se convierten en proyectos arquitectónicos y de gestión concretos, y no una simple abstracción urbanística para regular la posible intervención promotora de un desarrollo futuro. En los ámbitos urbanos consolidados, los instrumentos de planeamiento urbanístico tradicionales son herramientas poco útiles y que retrasan el proceso constructivo, ya que no incorporan sistemas de gestión, administrativos y jurídicos adecuados para afrontar la realidad social, económica y construida del conjunto o barrio existente. La Barcelona acabada no precisa de un Plan de Ordenación, necesita proyectos concretos que hagan, en cada uno de los barrios, un conjunto de actuaciones precisas. Un sistema operativo que vincule los equipos de proyecto y de gestión con las mesas de diálogo, que tenga en cuenta a la vez todas las condiciones de la realidad consolidada existente: la física, la social, la económica y la comercial.

El reconocimiento de Barcelona como ciudad acabada repercute en la forma de abordar la gestión de su desarrollo territorial. Actualmente, los problemas que puede presentar la carencia de habitabilidad en ciertos barrios son sustituidos por una gran conciencia de identidad urbana y una altísima expresión de carácter colectivo. Vivir en la «periferia urbana» es no participar de la historia, es vivir fuera de la funcionalidad, de la cultura que proporciona la ciudad, de la oferta de sus servicios, de la interrelación que ofrecen las actividades que propone. Es necesario, pues, expandir en todo el territorio catalán un sentido de pertenencia urbana. Desde esta perspectiva, no podemos considerar ni al más alejado de los pueblos de Catalunya como un ente periférico, incomunicado de la acción urbana positiva de la ciudad central, alejado de su influencia histórica, carente de las externalidades que irradia Barcelona. Para dar sentido a este principio será necesario, como ya están haciendo otras ciudades, invertir una gran cantidad de recursos (públicos y privados) en un sistema de movilidad rápido y eficaz que acerque los territorios. Considerar el municipio de Barcelona como casco urbano de la gran aglomeración catalana, al tiempo que, como recinto acabado, permite organizar un marco instrumental que facilite la regulación de su modelo de crecimiento (interno consolidado, económicamente difusor y territorialmente descentralizado).

Aun así, hablar de ciudad acabada no es hablar de ciudad concluida. Cada tramo de calle con edificaciones a diferentes alturas; cada equipamiento rodeado por paredes medianeras sin tratar; cada avenida con edificios no alineados, cada patio de manzana por recuperar, precisa de un proyecto concreto que, como decíamos, se vincule a una forma de gestión y negociación, en la que cada una de las partes implicadas obtenga su beneficio.

Declarar extinguido o amortizado el aprovechamiento privado no agotado de todas las parcelas construidas de la ciudad permitiría, en asociación con el propietario o la comunidad del inmueble afectado, beneficiarse en conjunto de la capacidad constructiva remanente. Para ello hay que dotar al ayuntamiento de nuevas herramientas de gestión y asociación más ágiles con el sector privado. El ayuntamiento, o la entidad en la que este delegue, podría llegar a acuerdos con los diferentes propietarios de inmuebles a fin de afrontar su remonta, rehabilitación o renovación, así como su adecuación a la normativa europea y al compromiso de emisiones cero de los edificios para el año 2050. Estas intervenciones se podrían llevar a cabo, bien a través de la cesión temporal de la propiedad, bien mediante cualquier otra figura de gestión que se considere adecuada, a fin de posibilitar que el municipio afronte las obras de forma solidaria o subsidiaria con la propiedad.[4] De este modo se podrían promover actuaciones de acabado de la ciudad sobre suelo vacante o sobre el derecho de vuelo de edificaciones existentes.

En este contexto actual, la solución de la vivienda a medio y largo plazo en Barcelona es territorial, es la de la ciudad-región metropolitana (72 municipios) y en ciertos ámbitos la ciudad-territorio (Catalunya). Es necesario promover la solidaridad intermunicipal, mediante la creación de Ámbitos Territoriales Homogéneos, dentro de los cuales sea posible la intervención financiera y mancomunada de dos o más municipios. Así se conseguiría reunir, en muchos casos, recursos económicos y territoriales imprescindibles para avanzar en la solución, entre otros, del problema de la vivienda. En este sentido, la formación del Distrito Central Territorial o Metapolitano, configurado por las ciudades que están en el interior de las Rondas —Barcelona, L’Hospitalet y Sant Adrià—, sería el primer paso para la constitución de un Órgano de Coordinación Habitacional, indispensable para la organización y gestión interna de la conurbación central.[5]

En este contexto, es importante poder contar con los medios mecánicos y de gestión tecnológica al alcance de la ciudad-territorio: lograr sistemas de transporte rápidos y eficientes que proporcionen suelo asequible para facilitar la residencia descentralizada, o modular los peajes para incentivar la movilidad periférica e impedir el acceso a las zonas saturadas.

El acrónimo CIM, que responde a City Information Modeling (modelado de información de la ciudad), es una herramienta tecnológica que establece puentes para facilitar la comprensión entre la ciudadanía y su entorno urbano, un sistema que nos conduciría hacia la gobernanza abierta. Es, pues, una metodología colaborativa que utiliza el modelo tridimensional de la ciudad, lo que podríamos denominar un gemelo digital; un avatar construido a partir de la información de la realidad física urbana, que se convierte en el verdadero ente y apoyo de la gestión de la ciudad real. En este sentido, llevar la digitalización a la configuración urbana existente permitiría, entre otras cosas, garantizar la pervivencia del patrimonio y la gestión eficiente de las redes o mejorar la seguridad de las personas. Estas personas o ciudadanos posibilitan la práctica de la construcción participada y participativa en tiempo real de los servicios y los entornos de la ciudad. Pero la Sociedad de la Transparencia,[6] fundamentada en la digitalización de los datos urbanos que nos aportaría la CIM, no solo llegaría para facilitar datos y procesos, sino que es la tecnología que nos puede garantizar llegar a su resiliencia.

Así, la CIM es una tecnología virtual que permitiría modernizar y sistematizar la gestión urbana y el planeamiento de la ciudad acabada y de los cascos urbanos que configurarían la Metápolis. Esta herramienta tecnológica se aplicaría al desarrollo y servicio de la ciudad, lo que permitiría identificar, describir e incorporar de forma detallada cada unidad o componente de esta, en una base de datos conjunta y, en principio, ilimitada. De esta forma, una vez recogida la información necesaria, cada uno de sus mecanismos, elementos o componentes podría tratarse de forma unitaria o como suma de conjuntos, relacionados e hiperconectados, para facilitar así cualquier resolución que afectara al conjunto de la política urbana de nuestro país.

Naturalmente, hay que contar también con recursos económicos, que un sector público financieramente tan escaso como el catalán tiene que buscar en el exterior. El sector público catalán precisa de la aportación económica del sector privado, que tendría que quedar subordinado a las necesidades del primero. Cada propuesta de participación conjunta de ambos sectores debe ser una oportunidad de extraer beneficios, y no solo para el sector privado. Dicho de otra manera, la descentralización de actividades hacia otros territorios, vinculados al Distrito Central Metapolitano mediante el AVE, puede aliviar el problema de encarecimiento del suelo en la capital, pero incrementarlo en las otras ciudades. La creación de mecanismos de gestión pública para obtener suelo en un mercado que desconoce las mejoras territoriales a realizar a medio plazo es una oportunidad que debe servir para frenar el incremento del precio del suelo y se debe hacer participar al sector público de los futuros beneficios que se deriven de la actividad.

El problema de la vivienda toma diferentes formas según el territorio donde se manifiesta: la dificultad de encontrar alojamiento se da en Barcelona, pero también en las ciudades capitales —donde el precio no deja de crecer—; en los municipios costeros o próximos a pistas de esquí —donde los trabajadores que dan servicio estacional no encuentran dónde vivir durante la temporada turística—, en los pueblos de montaña —donde se sobrevive en grandes masías poco habitables y difíciles de mantener—, etc. En los últimos años se ha manifestado la poca solvencia política para abordar la cuestión de la vivienda con la garantía de eficacia para resolver el problema a corto plazo y la seguridad de dar continuidad a una estrategia que resuelva la situación a medio y largo plazo.

La cuestión del alojamiento y sus posibles soluciones no puede abordarse desde una perspectiva estrictamente económico-ideológica. No es posible que, ante la carencia de un producto de primera necesidad, de un problema que tiene implicaciones sociales y repercusiones demográficas, cada partido político dé una respuesta en función exclusivamente del programa económico que ha fundamentado su doctrina ideológica. La vivienda no puede ser un tema de debate electoral y partidista: se trata de un bien imprescindible para la población y esencial para la pervivencia de la sociedad, que debe resolverse técnicamente e instrumentalizarse políticamente. En este marco debe promoverse un nuevo pacto nacional por la vivienda y la creación de un Banco de Suelo Público que fomente políticas que regulen el mercado, con libertad de actuación, para evitar la venta del suelo conseguido en subasta pública, e impedir así, de nuevo, un incremento del precio.

En nuestro país, la actividad de la promoción y venta de viviendas para familias de rentas medias y bajas es prácticamente inexistente. Es más, a falta de una voluntad y liderazgo político para abordar la cuestión, la actividad se ha convertido en un negocio dirigido por las entidades de crédito. Sin embargo, cuando estas entidades han necesitado el rescate por parte del Estado, este ha sido incapaz de pedir compensaciones en forma de bienes inmuebles, que habrían permitido incrementar el parque de vivienda social. Este resarcimiento podía haber sido en forma de apropiación de la gran cantidad de inmuebles que conformaban la cartera inmobiliaria de los bancos, y que estos transmitieron a la SAREB (se calculan unos 4.600 inmuebles residenciales y otros de uso terciario); un stock de viviendas que, en forma de alquiler social o de recursos financieros para promover otras operaciones de viviendas de protección oficial, hubieran podido resolver en parte la desastrosa y perjudicial cuestión del déficit de vivienda social existente en Catalunya y también en el Estado español.


EL TRANSPORTE PÚBLICO EFICIENTE Y RÁPIDO COMO RESPUESTA DE TRES CIUDADES ACABADAS: SINGAPUR, PARÍS, WASHINGTON

Cuando las ciudades están acabadas, sin espacios donde crecer de forma natural o expansiva como lo hicieron durante el siglo XIX y hasta finales del XX, buscan diversas alternativas de desarrollo para evitar su estancamiento y decadencia. Igual que la obsolescencia ha llegado a muchos de los centros de las ciudades históricas, es la propia ciudad en su conjunto la que se puede convertir en centro de decadencia, en cuanto núcleo de su entorno metropolitano. La respuesta que da cada una de estas ciudades saturadas va en función de una multitud de parámetros, desde factores históricos a culturales, sociales, económicos o medioambientales.

Como hemos visto en los primeros capítulos, la Barcelona acabada dentro de la muralla pudo desarrollarse con el Plan Cerdà gracias a la ocupación de suelo vacante y a la anexión de los municipios vecinos. Sin embargo, el Plan no fue una iniciativa municipal prospectiva, sino la consecuencia y la respuesta obligada para poder resolver el hacinamiento de los residentes y el declive funcional del tejido urbano. Por desgracia, en la actualidad, la fragmentada realidad política, junto con la dificultad de tomar decisiones estructurales de país, deja poco margen de actuación para repetir una operación de trascendencia similar.

Aun así, otras ciudades acabadas que, por carencia de territorio y por dificultades de crecimiento, han tenido que adoptar soluciones contundentes, a veces incluso traumáticas, lo han hecho de forma decidida, creando estrategias dirigidas, unilaterales o anexionistas —solidarias o no— para preservar los activos que la ciudad central transfiere a su entorno y, a la larga, evitar el empobrecimiento de toda la región. En este sentido no hace falta recalcar la importancia que tienen actualmente las ciudades en la captación de capital para la creación de riqueza y, en consecuencia, la competitividad que hay entre ellas para ocupar un espacio de privilegio en la economía mundial.

Generalmente, y como rasgo común a todas ellas, se propone la regeneración del tejido interno, intentando al mismo tiempo regular unos procesos de gentrificación, a menudo incontrolables, dado el interés y los medios del capital inversor en los centros urbanos; unos núcleos que concentran la principal demanda solvente para promover viviendas, hoteles, comercios o despachos.

Como otras ciudades, de manera complementaria a esta recuperación interna, Singapur y París tomaron la decisión de invertir recursos provenientes de capital público asociado al capital privado, en ambos casos con la construcción de una red de transporte de metro automático, para dar acceso y vincular los barrios de nueva creación y de usos mixtos en la capital.

Si consideramos Washington, Singapur o París, las tres constituyen ejemplos de ciudades acabadas. Las tres en continentes diferentes y pertenecientes a sistemas económicos y políticos diversos, con una capacidad institucional y de gestión también desigual. A pesar de ello, tienen en común unas líneas de actuación similares que las hacen comparables, y abren un espacio de reflexión de cara a abordar un posible proyecto de aglomeración metapolitana que abordaría el conjunto del territorio catalán.

A) SINGAPUR: MRT

Ciudad y estado a la vez, Singapur se sitúa entre Malasia (con la que está unida mediante dos puentes) e Indonesia. Con un territorio de 697 km² y una población de casi 6.200.000 habitantes, está formada por 64 islas, muchas de las cuales son artificiales. La densidad en consecuencia es de 7.720 hab./km².[1]

En 1965, antes de su independencia, los ingresos de sus habitantes equivalían a una quinta parte de los que percibía un ciudadano de los Estados Unidos. Las chabolas eran las moradas usuales de la población, que tenía que utilizar letrinas comunitarias en el exterior de sus viviendas. En este contexto, y después de lograr la independencia y convertirse en una ciudad-Estado, el crecimiento económico fue constante y actualmente su PIB es uno de los más elevados del mundo. Su prosperidad se debe, en gran parte, a que se sitúa al margen de los grandes Estados vecinos y a haberse dotado de una estructura territorial de ciudad región, que gestiona la aglomeración como una entidad unitaria.

Edward Glasser publicó, en 2011, un libro titulado El triunfo de las ciudades en el que Singapur aparecía como uno de los ejemplos más notables de ciudad exitosa. Glasser destacaba de Singapur la forma de ser administrada por un gobierno de perfil técnico, que en su forma de operar se asemejaba más a la gestión de una gran empresa o a la de un Consejo de Administración societario que al modo tradicional de una corporación local. El éxito de este operativo se fundamentó en la definición y consolidación de un modelo territorial: el de la «Smart Island».

El objetivo de Singapur es convertirse en «una de las primeras ciudades o países del mundo en tener una red de comunicación que conecte los ordenadores de hogares, oficinas, escuelas y fábricas» en el tiempo más reducido y con la máxima capacidad posible. El principio subyacente, además de la relación en red en cualquiera de los ámbitos de la vida laboral, educativa y residencial, parece ser el de sustituir la antigua concepción de la ciudad industrial —en el que la vivienda estaba condicionada por la ubicación del espacio de trabajo— por la nueva sociedad fundamentada en un sistema descentralizado de teletrabajo. Según este principio, las zonas residenciales estarían vinculadas a zonas recreativas y de ocio, y la vivienda participaría estrechamente de estos espacios. Un cambio en la organización del espacio territorial de toda la ciudad-Estado, donde se daría paso a otra forma de vivir, en la que las actividades de ocio ocuparían un lugar dominante.

One North es un ejemplo de este nuevo modelo de implantación de barrios. Se trata de una apuesta por la recuperación de la tradicional mezcla de usos, donde se combinan viviendas, equipamientos educativos, instalaciones de investigación y empresas, todo ello fusionado con servicios de ocio. El objetivo es el de ofrecer un espacio en el cual poder «trabajar-vivir-aprender-jugar», que sea estimulante para atraer la creación. One North aspira a convertirse en una fuente de ideas, talento y oportunidades de negocio. Para materializarlo, se encargó el trazado general al equipo de Zaha Hadid Architects, que trabajó sobre un ámbito de 200 ha situadas en el núcleo de Singapur (Buona Vista). El proyecto se articula a partir de un gran parque lineal central que serpentea atravesando toda la propuesta. En cuanto a contenido, One North se orienta hacia la investigación y desarrollo y hacia las nuevas tecnologías, en actividades relacionadas con la biomedicina y con las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) y se organiza en diferentes clústeres: Biopolis es el espacio en el que destacan las actividades biomédicas; Fusionopolis lo hace con las tecnologías de la información, así como la ingeniería y la física; Mediapolis, con la industria de los medios de comunicación, y Vista Xchange es el centro de apoyo logístico y de transporte (conectando con las líneas de metro de la CCL y la MRT).

Al mismo tiempo, teniendo en cuenta la reducida superficie de la isla y la carencia de agua —y ante la imposibilidad de promover masivamente la construcción de tipologías unifamiliares—, en 2013 el Estado anunció su intención de hacer que al menos el 90 % de los residentes de la isla vivieran a menos de 400 m de un parque o de una zona de bosque tropical. Así, para satisfacer la necesidad de espacios libres, se implantó el «Plan verde y azul», que se ha ido desarrollando a lo largo de los años. Paralelamente, el Estado promovió también la introducción del tratamiento vegetal en la arquitectura. Con ello, el elemento natural se convertía, en la isla de Singapur, en un recurso común para todos sus habitantes.

En septiembre de 1995, el gobierno de Singapur creó la Autoridad del Transporte Terrestre (LTA), que fusionó todas las agencias competentes del sector público, que anteriormente trabajaban bajo la tutela de diferentes ministerios. La LTA tuvo como misión impulsar mejoras en el sistema de transporte terrestre, reducir el impacto del uso del automóvil y desconcentrar la residencia.

Para hacer posible la descentralización de las zonas residenciales, la clave de la planificación territorial fue, en primera instancia, la redacción del proyecto —y posterior construcción— del Mass Rapid Transit (MRT), que preveía la conexión por metro con la ciudad histórica de todos los barrios periféricos previstos. Hoy, durante las horas punta, el sistema funciona a intervalos de dos minutos y con una velocidad programada de 40 km/h, proporcionando a los viajeros un transporte rápido, seguro y eficiente.

Posteriormente se ha construido una segunda red de transporte ferroviario interno, que amplía la red de transporte público multimodal vinculado al anterior; se trata de un transporte ferroviario ligero orbital: la Central Circle Line (CCL). La puesta en marcha de esta línea de metro de 33 km de longitud y 29 estaciones, que conecta todas las líneas periféricas, supuso una considerable inversión para crear una de las líneas de transporte subterráneo más sofisticadas del mundo. Su automatización casi total consigue mover más de 1,5 millones de personas al día. Esta línea de transporte rápido ha tenido consecuencias en la reducción de la ocupación del suelo y su impermeabilización, haciendo innecesarias la ampliación de la red de carreteras (se preveía que el 16 % del territorio estaría ocupado por carreteras) y la reducción de la utilización del automóvil particular. De 1981 a 1997, los viajes diarios en coche pasaron de 2,6 millones a unos 9 millones, mientras que el número de vehículos pasó de 402.000 a unos 681.000 en el mismo periodo. Actualmente, el número de coches y camionetas es de 636.180 unidades, alrededor de un coche por cada 10 habitantes.

Todo un sistema de transporte público que, sin embargo, no ningunea el uso del automóvil, que disfruta de una red de autopistas para dar servicio a toda la población y hacer el tránsito fluido, ocupando, no obstante, hasta el 12 % del territorio. Aun así, para llegar al área más congestionada del centro urbano y controlar el exceso de vehículos que circulaban, se instalaron unos arcos de peaje que cobran de manera automática a los automóviles que circulan por un nivel inferior. Para gestionar el cobro de este peaje, todos los conductores que quieran acceder al centro deben estar equipados de un detector en el vehículo, que vincula al usuario con una de las entidades financieras existentes, las cuales transfieren automáticamente esta recaudación al Gobierno de la ciudad.

En la planificación del MRT de Singapur, la Autoridad del Transporte Terrestre colabora estrechamente con la Autoridad de Reconstrucción Urbana (URA por sus siglas en inglés) y la Junta de Desarrollo de Vivienda (HDB) para garantizar la integración de la infraestructura y de las estaciones ferroviarias con el paisaje, e identificar y hacer posibles corredores viarios para futuras instalaciones. Así, se han realizado esfuerzos para garantizar que las estaciones y la infraestructura obligada para hacer circular los trenes no causen un impacto visual y que la arquitectura respete el entorno, para preservar las características propias naturales de la zona donde se ubica cada estación. En este marco, se ha evitado todo el cableado aéreo, a pesar de los elevados costes que ha supuesto el soterramiento de los cables de alimentación y de telecomunicaciones. Con esta solución, a pesar del incremento en el coste de la obra, se reduce el impacto visual del tradicional sistema de catenaria aérea en los tramos donde los trenes circulan elevados, utilizándose un tercer raíl de 750 V para alimentar los convoyes.

Las fases iniciales comprendieron las líneas norte-sur y este-oeste; se dio prioridad a la línea norte-sur, que estuvo operativa el mes de noviembre de 1987, porque pasaba por Orchard Road y el distrito central de negocios. Para su construcción se intentaron reducir los costes, ejecutando la mayoría de los tramos en superficie; tan solo alrededor del 25 % del sistema se hizo bajo tierra. El sistema funcionó bien desde el principio y tuvo un impacto positivo en el tejido social de Singapur. Concretamente, la red ferroviaria ha tenido consecuencias positivas en la población y ha mejorado la planificación y el uso del territorio, con una particular incidencia en el crecimiento económico en general, el desarrollo de nuevas urbanizaciones residenciales y el incremento del valor de las propiedades a lo largo del corredor del MRT, sobre todo las situadas en proximidad de las estaciones.

Dicho esto, la promoción y construcción del MRT ha hecho cambiar el patrón espacial de ocupación y urbanización del territorio de la ciudad-Estado. El tráfico ferroviario urbano ha afectado al desarrollo urbano en ciertos aspectos, como por ejemplo que la ocupación y la densidad máxima permitidas por el plan directo, se relacionan escasamente con la distancia a las estaciones de MRT. En cambio, una vez las nuevas líneas han entrado en funcionamiento, el tamaño de la unidad habitacional mediana tiende a ser menor y la proporción de pequeño tamaño tiende a ser más alta en las nuevas promociones privadas que están cerca de las estaciones de MRT. Esto indica que los promotores inmobiliarios, en respuesta al mercado, sitúan más unidades de vivienda en urbanizaciones próximas a las estaciones de MRT; unos hogares ocupados por familias de clase alta y media-alta, que pueden permitirse comprar la vivienda en las zonas con mejor accesibilidad al MRT, lo que ha hecho cambiar la forma de movilidad de estas familias, con un menor nivel de dependencia del coche privado y una mayor dependencia del MRT.

Si echamos la vista atrás, el transporte por carretera era el principal modelo de crecimiento urbano, y la estructura que configuraba respondía a un sistema desarrollado a lo largo de corredores viarios, favoreciendo una distribución lineal uniforme de las actividades y núcleos residenciales. Por el contrario, el transporte MRT, con estaciones de cambio modal, configura estructuras complejas, principalmente radiales, que son el resultado de la ubicación de las infraestructuras intermodales en un punto específico, las cuales forman un centro o hub donde los movimientos convergen. El Plan Director del transporte y urbanización de Singapur prevé que el conjunto de infraestructuras de transporte lineal, con sus nudos situados en los centros radiales de cambio modal, configurará ámbitos de desarrollo económico. En este sentido, también prevé que estos centros se unan de forma natural, formando una megarregión urbana caracterizada por varios corredores, los cuales unirán los núcleos de cambio nodal o hubs. Dado que todos los itinerarios de transporte están dispuestos a lo largo de configuraciones históricas regionales de acumulación de bienes, estos centros metropolitanos estarían llamados a ser puntos de articulación de la megarregión. Una organización territorial que se contrapone al eje económico de configuración espontánea que se dirige hacia Indonesia, país que ofrece una alta oferta de trabajo, y potenciaría de forma natural el corredor Singapur-Kuala Lumpur.

Como sucede a menudo, también en el caso de Singapur, las nuevas operaciones residenciales, con densidades de unos 1.000 hab./ha., ubicadas en la costa, han ido en detrimento del centro histórico; un centro que dispone de un parque de viviendas deteriorado por la masificación y la falta de mantenimiento. De esta forma, el tejido residencial del centro de la ciudad vive un proceso de degradación que se quiere reconducir mediante un proyecto de renovación urbana. Esta intervención urbanística a gran escala es liderada por la Autoridad de Reurbanización Urbana (URA por sus siglas en inglés), el organismo público responsable de la planificación urbana.

No se puede dudar del éxito logrado por Singapur, pero sí se puede poner en entredicho la forma de conseguirlo. Los datos positivos son incuestionables: en poco más de 30 años ha conseguido situarse en el primer mundo a nivel de desarrollo internacional, aportando experiencias innovadoras que han hecho que numerosos profesionales estudien con inconfesa admiración este modelo de eficacia económica y resolutiva ejecución urbanística. Pero también debe mencionarse que este crecimiento ha ido acompañado, desde el punto de vista de las culturas democráticas occidentales, de una desacomplejada meritocracia en la educación, puesto que esta es el auténtico baremo para fijar los «méritos» de ascenso social. Porque Singapur, como ciudad y como Estado, es una gran corporación dirigida —desde hace décadas— por un gobierno que funciona de manera similar a como lo haría el Consejo de Administración de una empresa. Unas instituciones políticas caracterizadas por un gobierno fuerte y eficiente, profesional y muy bien remunerado, sin corrupción, que les ha permitido anticiparse a los nuevos retos económicos, mejorando la calidad de vida de sus ciudadanos; sobre todo, un gobierno capaz de atraer negocio y talento (empresarial y personal) de otras partes del mundo como garantía de futuro.

A nivel ambiental, en Singapur, el agua es un problema. Y, con el crecimiento de la población, este problema se agrava. Por eso, una de las prioridades del gobierno ha sido garantizar su abastecimiento. Para ello, además de una estrategia de captación (prácticamente toda el agua pluvial que cae en la isla es reciclada), dos nuevas grandes infraestructuras se encargan de reforzar este objetivo. La primera es una de las mayores plantas de desalinización de agua de mar (utilizando la ósmosis inversa) que se encuentra ubicada en Tuas y que cuenta con una capacidad de 36 MGD,[2] lo que significa casi 165.000 m3 diarios. Una segunda macroobra, concebida para resolver las necesidades de agua de Singapur a largo plazo, es el sistema de alcantarillado de túnel profundo, el Deep Tunnel Sewerage System (DTSS por sus siglas en inglés) que supuso una inversión de 3.650 millones de USD.

El sistema consta de dos grandes y profundos túneles (entre 30 y 50 m) que atraviesan la isla con un recorrido de unos 80 km y 6,5 m de diámetro para llegar a dos plantas de recuperación de agua, mientras que la sobrante se vierte en el mar mediante un emisario submarino de 5 km. En Changi se encuentra la mayor planta de regeneración de agua, capaz de procesar diariamente 800.000 m3. El sistema prevé que, durante unos 100 años de vida útil de esta infraestructura, no habrá que hacer ningún tipo de mantenimiento. Aun así, actualmente casi el 40 % de las necesidades de abastecimiento de agua se tiene que importar de Malasia. Se preveía recuperar una parte del coste de esta infraestructura gracias a la liberación de los suelos que tradicionalmente habían sido ocupados por las instalaciones de depuración de aguas servidas, y poder utilizarlos, en esta ciudad con carencia de territorio urbanizable, para otros usos más rentables.

A pesar de esta voluntad de hacer de ella una isla sostenible, Singapur ocupa el séptimo lugar del mundo en términos de huella ecológica. En cuarenta años, su consumo energético se ha multiplicado por cuatro; las altas temperaturas que se alcanzan hacen que el 75 % de los hogares con aire acondicionado causen que este consumo sea irrefrenable.

El imperio de la ley es una de las líneas fuertes de Singapur; la represión y las multas coercitivas son constantes para lograr una impecable limpieza de sus calles. También, o como consecuencia de esto, tiene unos índices de delincuencia muy bajos. Singapur se ha convertido en uno de los países más competitivos del mundo, y esta competitividad generalizada llega a las escuelas, provocando —hay que reconocerlo— el éxito de sus estudiantes en los concursos internacionales. Sin embargo, la economía de libre mercado se encuentra matizada por la filosofía keynesiana de intervención estatal. Todas estas condiciones, junto con su posición estratégica en el sur de la India y China y entre Japón y Australia, han llevado al país a los primeros lugares en materia de transporte, comunicaciones y turismo. Si a esto se unen los atractivos incentivos fiscales y la solidez de su gobierno, no es extraño que la isla se haya convertido en un centro financiero mundial de primer nivel.

B) PARÍS: EL PROYECTO DEL GRAND PARIS EXPRESS

A pesar de que, en términos de población, la región, parisiense representa el 18,20 % del total de Francia, con 12,21 millones de habitantes, la capital del Estado francés supone para el país el 31 % de su producto interior bruto (PIB).[3] La región de París (Île-de-France), distribuida en 25 distritos que reúnen 1.281 municipios, tiene una superficie de 12.012 km², y es, junto con el gran Londres, el centro económico más importante de Europa.

Métropole du Grand Paris (MGP) es un proyecto intermunicipal que tiene como objetivo el desarrollo territorial del conjunto de municipios que configuran el área de influencia inmediata de la capital de Francia. Como primeras actuaciones, se ha entrado en la fase operativa del plan estratégico, que hacía hincapié en el plan de energía climática metropolitana, el lanzamiento del plan de coherencia territorial, el plan metropolitano de alojamiento y vivienda y finalmente el plan metropolitano de planificación digital. El proyecto, que involucra varias regiones (Hauts-de-Seine, Seine-Saint Denis, Val-de-Marne) y 130 municipios, además del de París, aspira a ser el instrumento de reequilibrio territorial al situar en el centro de sus prioridades la solidaridad intermunicipal y el trabajo por el bienestar de sus 7,2 millones de habitantes.

Desde sus inicios, Métropole du Grand Paris se estructuró eligiendo su mesa de diálogo, compuesta por el presidente, 20 vicepresidentes y 10 asesores delegados especialistas en materias diversas, y un Consejo, que agrupa a 209 representantes elegidos por los municipios. A continuación, se hizo firmar la carta o acuerdo de cooperación estratégica a los Établissements Territoriales Públicos y al Pacto de Estado metropolitano. Más tarde se fueron adhiriendo asociaciones, instituciones y grupos financieros a fin de fomentar la colaboración entre los diferentes sectores. El reto al cual se enfrenta es el desarrollo y planificación económica, social y cultural, la protección del medio ambiente y el atractivo internacional. Un reto centrado en el empleo, la inversión y la innovación.

Las zonas urbanas que configuran el ámbito de desarrollo del proyecto están conectadas, son diversas y tienen características específicas en términos de vivienda, transporte, medio ambiente y distribución de la actividad económica. Todas ellas constituyen la gran metrópolis parisiense que, de forma conjunta, tiene que dar respuesta a estos grandes retos sin olvidar, sin embargo, las particularidades de cada uno de los componentes territoriales que la forman. El objetivo común es hacer frente a la competitividad internacional y, muy especialmente, al Gran Londres, consolidado como centro económico europeo, competidor directo del Gran París, especialmente después del Brexit.

El gran proyecto estructurador de la Métropole du Grand París es el Grand Paris Express (GPE), fundamentado en la movilidad del transporte público regional.

El proyecto del GPE consiste esencialmente en la creación de una nueva red de transporte público con la voluntad de contribuir a la mejora social y promover el desarrollo económico. Para ello se identificaron siete nuevas centralidades regionales, dentro de las que se propusieron contratos de colaboración entre los municipios afectados que, de alguna manera, contribuían al crecimiento de la ciudad capital. Todo ello con el objeto de intentar ejecutar un plan de 20 años de duración y 35.000 millones de euros de inversión en las mejores condiciones y rapidez posibles.

La red, de 200 km de extensión, se organiza alrededor de tres polos donde se crean las líneas: Saint-Denis-Pleyel, Noisy-Champs y Nanterre-la-Folie. La mayoría de las nuevas líneas están conectadas a líneas de metro o de Réseau Express Régional (RER) existentes. La nueva red atraviesa zonas muy densas próximas a París, áreas mal construidas o terrenos agrícolas, con el objetivo de dar servicio a todos aquellos sectores del ámbito definido por el proyecto (meseta de Saclay, triángulo de Gonesse, etc.) o para crear espacios multimodales dentro de los márgenes de la zona urbanizada, que faciliten el estacionamiento a los usuarios del metro (estaciones de Noisy-Champs o Mesnil-Amelot, por ejemplo).

Complementariamente, hay varios proyectos previstos: una línea circular próxima a París, llamada línea 15, de gran capacidad y con correspondencia con la mayoría de las líneas de metro y RER, que será ejecutada por fases entre 2024 y 2030. Para el mismo periodo, una línea entre Saint-Denis y Noisy-Champs, llamada línea 16, con un servicio principal para el tramo Seine-Saint-Denis. Una tercera línea, la 17, se llevará a cabo entre los años 2024 y 2035 del aeropuerto de Saint-Denis al de Roissy-CDG, y que comprende una sección aérea en viaducto. Finalmente, una línea que conectará el aeropuerto de Orly con Nanterre a través de la meseta de Saclay y Versalles, llamada línea 18, también con un largo tramo en viaducto, la que entrará en servicio a más largo plazo, concretamente entre 2027 y 2035.

Además de estas líneas de nueva creación, se prevé la extensión de algunas existentes, como por ejemplo la línea 14 entre Saint-Denis en el norte y el aeropuerto de Orly en el sur, o la prolongación de la línea 11, la antigua línea naranja, entre Rosny-sous-Bois y Noisy-Champs. Finalmente, el proyecto GPE contempla proyectos de renovación de algunas de las líneas existentes y de la red de tranvías, para crear, ampliar y potenciar la red de transporte público integrada.

Más allá de esto, y a fin de recoger el máximo número de viajeros posible, está previsto hacer reformas en las estaciones existentes, además de construir nuevas paradas en los itinerarios que definen la infraestructura del GPE. A nivel local, los municipios también participan en el proyecto, con la obligatoriedad de facilitar la construcción de viviendas y zonas industriales y comerciales cerca de futuras estaciones. Por ejemplo, en el municipio de Rueil-Malmaison se propone una nueva estación «Rueil-Suresnes-Mont Valérien», aparte de una zona de desarrollo próxima, definida por una Zone d’Aménagement Concerté (ZAC), de 2.100 viviendas y servicios asociados. Por su parte, los municipios también deben participar reorganizando las líneas de autobús que les son propias, modificando los itinerarios para incluir en su recorrido las nuevas estaciones.

En cuanto al funcionamiento, todos los trenes serán autónomos; por lo tanto, sin conductor. Esta elección ha sido motivada por razones de eficacia y seguridad, es decir, no tanto por lo que supone como hito tecnológico, sino porque se ha considerado que la conducción automática es más fiable que la manual. El sistema previsto es el que ya existe en las líneas 1 y 14 y que está en curso de instalación en la línea 4. Este sistema, comprobado operativamente, permite frecuencias de paso muy altas, hasta llegar a un tren cada 85 segundos. Aun así, en el plan previsto del Grand Paris Express, las frecuencias variarán según las líneas; se mantendrá una media de un tren cada 2 o 3 minutos y la velocidad comercial prevista será de entre 55 y 65 km/h (superior a la del Metro de París, que opera a unos 25 km/hora). Todos los trenes tendrán parada en todas las estaciones, para simplificar la oferta a los usuarios y evitarles muchos transbordos, al tiempo que se reduce la inversión al evitar la construcción de vías de derivación alrededor de las estaciones en las que los trenes no tuvieran que parar.

En paralelo, el proyecto plantea la construcción de un gran número de viviendas nuevas al año, concentradas sobre todo alrededor o próximas a las 72 estaciones de transporte público, 57 de las cuales serán de nueva creación. Esto supondrá, como se ha dicho, la construcción de 200 km de nueva red (la misma dimensión que el metro de París). También la realización de cuatro nuevas líneas y la creación de un metro automático orbital alrededor de París; un tipo de bulevar periférico —el equivalente parisino a las Rondas de Barcelona— como el existente, pero que, en lugar de facilitar la movilidad de los vehículos particulares, estaría destinado a mejorar el transporte público regional y hacia la capital.

El componente habitacional y la superación de las fronteras municipales son temas esenciales del proyecto de creación del Grand Paris. El Plan prevé la construcción de 70.000 viviendas nuevas al año para hacer frente a la crisis residencial que se está produciendo, tanto dentro del municipio como en el conjunto de la región parisiense, y compensar así la baja producción actual de viviendas, que apenas llega a la mitad de esa cifra, lo cual repercute en el incremento de su precio. El planteamiento que se hace para la construcción de este importante número de viviendas es que las construcciones respeten los criterios normativos, con el objetivo de conseguir para el conjunto urbano un sistema sostenible. Por eso se sigue el principio de proximidad y dar fácil acceso a los servicios esenciales. Desde este punto de vista, las futuras estaciones de GPE han sido identificadas como lugares estratégicos y estructuradores para el desarrollo de los centros direccionales, desde el momento en el que dan cabida a los nuevos barrios de configuración compleja, siguiendo el principio general de uso mixto, con viviendas, tiendas, centros universitarios y equipamientos culturales.

Otro eje determinado del proyecto de Paris Métropole es el acento que se pone en la educación superior como escaparate y centro de atracción de estudiantes extranjeros, los cuales suponen el 10 % de los más de 600.000 alumnos que se distribuyen entre las 17 universidades de la región. Además, estos centros incluyen 70.000 profesores-investigadores, lo que hace de todo el conjunto una importante red de investigación y de enseñanza superior. Debido a esta situación, y sin contar con el crecimiento previsto del sector, las universidades se enfrentan ya a problemas para acoger a sus usuarios: profesores, investigadores y estudiantes.

En esta situación, el principio establecido es el de favorecer el enfoque global del problema, fortaleciendo la excelencia de las universidades de la Île-de-France y mejorando a la vez las condiciones laborales y de vida de los profesores-investigadores y también de los estudiantes. Así pues, el proyecto del Grand Paris elabora propuestas para responder de forma efectiva a la situación, previendo varias acciones, entre ellas: un esfuerzo más sostenido en la producción de alojamiento para estudiantes, la renovación de bibliotecas y edificios deportivos, pero también la simplificación de la organización de las universidades, con la reagrupación y la renovación de sus activos inmobiliarios.

También la cultura forma parte integrante del proyecto, definiendo el valle del Sena como eje cultural. La situación está desequilibrada: mientras que París acoge millones de turistas cada año, atraídos, entre otros, por su arquitectura y la abundante oferta cultural, la región está menos comunicada por el transporte y las actividades culturales son cada vez más escasas. El proyecto tiene que procurar mantener el atractivo cultural, ampliarlo a toda la Île-de-France y, paralelamente, enfrentarse a la competencia cada vez más intensa que se da entre las ciudades. La estrategia de desarrollo cultural prevé ser multipolar y fundamentada en dos ejes principales: una mejor accesibilidad a los equipamientos más emblemáticos y la rehabilitación de los espacios representativos más distanciados de los actuales itinerarios culturales. Como ya sucede en la ciudad capital, donde el eje del Sena concentra los grandes equipamientos —desde la gran Biblioteca en el extremo sudeste hasta el museo del Quai Branly en el lado opuesto, pasando por el Louvre o el museo de la Gare de Orsay, entre otros—, el valle del Sena pretende así convertirse en el eje conductor de la oferta cultural del Grand Paris.

Al igual que la cultura, el deporte es un vector esencial de cohesión social. Sus instalaciones deben ayudar a estructurar y fortalecer la trama de la región metropolitana. Como tal, el deporte juega un papel esencial en términos de infraestructuras y actividades deportivas dentro del marco del proyecto. El objetivo de la metrópolis es anticiparse a estas necesidades para desarrollar la práctica deportiva a todos los niveles (jóvenes y aficionados, atletas de alto nivel y profesionales del deporte) a fin de poder organizar y acoger el mayor número posible de acontecimientos deportivos internacionales. En el programa de actuaciones del proyecto se han definido varias acciones, como la inclusión del deporte en los contratos de desarrollo territorial (CDT), la construcción y renovación de las principales instalaciones deportivas o la organización de un importante acontecimiento deportivo internacional.

A nivel económico, el proyecto incorpora un objetivo de crecimiento que permita afrontar la competencia con otras metrópolis mundiales. Por un lado, se espera que las obras de construcción y renovación del sector del transporte generen entre 15.000 y 20.000 puestos de trabajo anuales en un sector estratégico como el de las obras públicas. A más largo plazo, tras la puesta en marcha de la red, el aumento del atractivo de la región parisiense se supone que podría llegar a crear entre 115.000 y 315.000 puestos de trabajo. Más allá de esto, y según la Cámara de Comercio e Industria de Île-de-France, el Grand Paris tendría que generar más de 60.000 millones de euros de ingresos públicos en 2030. También tendría consecuencias, según este organismo, en la tasa de crecimiento de la región, que —en caso de iniciarse la actuación ferroviaria en el tiempo previsto—, se esperaba que aumentase entre el 1,5 y el 2 % anual durante el periodo de 2015 a 2020, del 2 al 2,5 % entre 2020 y 2030, para acabar en un 3 % más allá de esta fecha. Como cómputo final, la Cámara de Comercio e Industria de Île-de-France calculó que el Grand Paris Express podía representar una contribución total de unos 140.000 millones de euros al PIB francés.

La financiación del proyecto se basa en ingresos tributarios asignados, subvenciones estatales (opcionales), subvenciones del gobierno local y préstamos. Los ingresos fiscales existentes son de tres tipos:

	El Impuesto a las Oficinas y Locales (TSB, por sus siglas en francés).[4] Actualmente, una parte del impuesto ya se destina a la Société du Grand Paris (SGP) y otra parte al Estado. Para incrementar las finanzas de esta sociedad, en un determinado momento el Estado dejaría de cobrar este impuesto. 

	El Impuesto sobre equipamiento especial (TSE).[5] Este impuesto fijo, adicional al impuesto sobre la vivienda y sobre la propiedad, lo pagan todos los contribuyentes y empresas de la Île-de-France. 

	El Impuesto sobre la producción (IFER) es proporcional al nivel de productividad y tipo de actividad que tienen que abonar las empresas favorecidas por la red. Se trata de un impuesto a favor de las autoridades locales, que pagan las empresas del sector de la energía, el transporte ferroviario y las telecomunicaciones. Parte de este impuesto se utiliza para financiar el proyecto Grand Paris.



Además, el Estado francés proporcionará, si es necesario, un apoyo presupuestario adicional a la SGP por valor de 1.000 millones de euros, en función de las necesidades de financiación de la empresa. Las comunidades locales también tendrán que hacer un esfuerzo: a petición del Estado, tendrán que aportar 225 millones de euros.

De forma complementaria, la financiación de la nueva red de transporte cuenta también con préstamos a largo plazo, provenientes de la Caisse des Dépôts y el Banco Europeo de Inversiones (BEI), además de la emisión de bonos.

En el ámbito organizativo, político y administrativo, la Métropole du Grand Paris (MGP) es la estructura de gobierno del Grand Paris. El 1 de enero de 2016, el Estado estableció este nuevo nivel de acción pública territorial para la región de la Île-de-France. Se trata de un establecimiento público de cooperación intermunicipal, con un sistema fiscal propio; reúne el municipio de París y los tres departamentos de la Pequeña Corona (Hauts-de-Seine, Seine-Saint-Denis y Val-de-Marne), además de otros de la Gran Corona. En total, la Métropole du Grand Paris reúne más de 7 millones de personas de las poblaciones de la Île-de-France, lo que supone más de la mitad de los habitantes de la región, y se organiza en 12 «territorios» de, al menos, 300.000 habitantes, donde el propio París es un territorio.

La Métropole du Grand Paris tiene cinco competencias delegadas, y una de las más importantes es la política de vivienda local. También es responsable de la planificación del espacio metropolitano, el desarrollo económico, social y cultural, la política de la ciudad y la protección del medio ambiente.

Para la ejecución del proyecto se creó la SGP, sometida a las decisiones de la MGP. El año 2010, el parlamento francés aprobó la Ley del Grand Paris, mediante la cual se creó una sociedad pública, controlada por el Estado, responsable de la gestión del proyecto y bajo la supervisión de los Ministerios de Igualdad territorial y vivienda, de Ecología, desarrollo sostenible y energía y de Economía y finanzas. A esta sociedad se le encomendó la construcción de las líneas necesarias y complementarias, las instalaciones fijas, la construcción y el equipamiento de las estaciones, así como la contratación de material móvil. Sus competencias son lo bastante extensas como para dirigir operaciones de desarrollo o de construcción y ejercerlas dentro de los territorios municipales integrados en el proyecto; una capacidad operativa amparada en la firma de un contrato de desarrollo territorial, firmado de forma voluntaria por cada uno de los municipios que, independientemente, se agregaban al proyecto.

Es más, en el caso de que estas operaciones tuvieran lugar dentro de uno de los municipios no adheridos al contrato de desarrollo, la sociedad SGP podía actuar de oficio dentro de un radio de 400 m alrededor de las estaciones de la nueva red, debiendo de informar, no obstante, previamente, a los municipios afectados.

C) WASHINGTON: LA INICIATIVA PRIVADA Y EL TRANSPORTE

Washington D. C., la capital de Estados Unidos, es una ciudad compacta situada entre los estados de Maryland y Virginia, en el cauce del río Potomac. El distrito tiene un área total de 177 km², de los que 18 son de agua, y de los 159 km² de tierra restantes, 42,5 son espacios verdes. De este modo, los 702.455 habitantes (datos de 2019) que tiene la capital ocupan los otros 116 km².

Este espacio residencial es compartido con una gran cantidad de edificios de la administración americana (el Capitolio, el Tribunal Supremo, la Casa Blanca, la Biblioteca del Congreso...), embajadas, sedes y corporaciones multilaterales (el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, el Banco Interamericano de Desarrollo...) [6] oficinas y un elevado número de hoteles para acoger a la gran cantidad de población visitante que recibe la ciudad.

Concretamente en 2019, Washington D. C. acogió a un total de 24,6 millones de visitantes; un turismo que, en el caso de no existir, haría que la ciudad tuviese que generar una media de 2920 USD de impuestos locales por cada uno de los 307.000 hogares que tiene el Distrito para poder mantener el nivel actual de ingresos fiscales. Esta actividad genera 78.266 puestos de trabajo (se calcula que cada 314 visitantes crean un nuevo puesto de trabajo) y 4.510 millones en salarios.[7] Según estos datos, en Washington hay 35 turistas por cada habitante (en Barcelona, con los 8.520.000 turistas que recibió en 2019, le corresponden 5,1 turistas por cada uno de sus habitantes).

Washington es una ciudad territorialmente acotada y políticamente restringida por un régimen estatutario particular. La capital de Estados Unidos disfruta de un régimen jurídico propio e independiente del resto de los Estados de la Unión, con consecuencias significativas en la aplicación de las políticas locales que le son propias.

En 1899, el Congreso aprobó un límite de altura para el Distrito que prohibía que los edificios privados fueran más altos que los 88 m del Capitolio, situado sobre la colina de Capitol Hill. Una nueva ley revisada en 1910, la aún vigente Height of Buildings Act (HBA), suprimió esta normativa, y estipula que ningún edificio puede ser 6 m más alto que la anchura de la calle en el cual se ubica (una gran parte de las calles de Washington tienen 24 m de ancho; es decir, los edificios tienen, por regla general, 30 m y unos 9 o 10 pisos de altura), una altura que puede llegar a 40 m para zonas comerciales. Esta regla general admite algunas excepciones en ciertas zonas, como la Avenida Pensilvania, y algunos edificios específicos, como la Basílica Nacional y el hospital de la Universidad de Georgetown.

Estas restricciones ofrecen un perfil homogéneo en el interior del perímetro de Washington, mientras que en muchas de las localidades próximas —como Arlington, Virginia y Bethesda, Maryland— se encuentran los altos edificios corporativos. Rosslyn, Crystal City, Bethesda y Silver Spring son ejemplos de estos barrios que se encuentran en otras jurisdicciones, pero a menos de media hora del centro del Distrito Central en transporte público. Este hecho implica que los beneficios, en términos de actividad económica, que generan estos barrios no son captados en su totalidad por la ciudad central, incluso cuando su desarrollo se debe o se alimenta directamente por las actividades del Distrito Central.

Esta normativa altamente restrictiva ha generado un debate sobre su impacto en los habitantes y su validez en un contexto actual de crecimiento de la demanda de techo residencial y de servicios terciarios. Los detractores de la normativa argumentan que la Height of Buildings Act impone una alta presión en el mercado de bienes raíces, incrementando los precios de las viviendas y oficinas y haciendo que el coste de la vida sea inalcanzable para grupos vulnerables e incluso para la clase media. La limitación de altura impone restricciones en el número de unidades, apartamentos, oficinas o habitaciones de hotel, y los mencionados detractores defienden que este límite en la oferta puede tener un efecto en su precio de venta (Washington es la tercera ciudad más cara para vivir en los Estados Unidos, y se requieren unos ingresos de 133.000 USD al año para vivir en un apartamento de dos habitaciones).

Los elevados costes del suelo y de la vivienda han causado notables cambios en la composición social de Washington. La ciudad, históricamente de mayoría afroamericana, ha sufrido variaciones en el porcentaje de este grupo de residentes, particularmente en barrios como Uno Street —conocido como el Broadway Negro y que pasó de tener el 56 % de población afroamericana en el año 2000 al 21 % en el 2010— o las zonas próximas a la Universidad de Howard, una de las universidades históricamente afroamericanas más grandes del país, donde la población negra disminuyó del 91 % al 65 % en el mismo periodo. La repercusión del precio del suelo y las limitaciones de edificabilidad han afectado también a otras actividades de la ciudad, como la capacidad de acoger a congresistas en hoteles o la posibilidad de ubicar en ella inmuebles de grandes corporaciones. En cambio, los defensores de mantener la imagen «europea de la ciudad» mantienen que la solución no pasa necesariamente por eliminar el límite de altura, y recuerdan que Nueva York es una ciudad más cara que Washington y, sin embargo, es la ciudad con más rascacielos del país.

En un escenario muy similar al de Barcelona con limitación de altura edificable y confinada en un área administrativamente limitada, se han empezado a aplicar alternativas sin llegar a cuestionar la Height of Buildings Act, proponiendo soluciones que no supongan eliminar esta ley, implementando un plan de generación de vivienda asequible que incremente la densidad edificable, usando bonos de aumento del volumen construido para generar viviendas asequibles, modificando la zonificación y flexibilizando en determinados sectores el límite de altura.

Una vez satisfechas las limitaciones mencionadas, la capacidad residencial en el centro de la ciudad ha quedado muy reducida; el núcleo histórico de Georgetown (población anterior a la creación de la ciudad a partir del Plan de l’Enfant) [8] es el que concentra la mayor parte de viviendas, y en él se mezclan lujosas viviendas de altos funcionarios con algunas embajadas.

Washington D. C. se enfrenta a los retos comunes a otras ciudades para conseguir una mejor distribución de los beneficios que genera entre todos sus habitantes. La creciente llegada de nuevos residentes internacionales generalmente con un alto grado de escolarización y un nivel de ingresos elevados, ha expulsado, como se decía, a los antiguos residentes, cuyos sueldos son insuficientes para cubrir el coste de la vivienda (alquiler/hipoteca y servicios de luz y agua). Por eso, entre otras cosas, se requiere incrementar la oferta de viviendas de interés social en el centro y mejorar el acceso y conectividad de las zonas residenciales periféricas, a fin de no perpetuar las condiciones de pobreza y marginación de las personas de menos recursos que, en comparación con los residentes de los barrios centrales, no disfrutan de los servicios urbanos y que, en proporción, destinan una parte mayor de sus ingresos al transporte.

Estas políticas integradoras llevadas a cabo en los últimos años hacen presentir una cierta mejora en la composición socioétnica de los barrios orientales de Washington D. C., lugar de residencia habitual de afroamericanos. Unos barrios que han evolucionado de forma positiva hacia una composición más diversa y una población más interrelacionada. De este modo, se ha ido avanzando hacia una mejora de la sostenibilidad, con medidas de atención a la diversidad, entendidas como el conjunto de actuaciones dirigidas a dar respuesta a las diferentes realidades, diversidades culturales, físicas y de salud, edad, género, etc., que garanticen la inclusión y participación efectiva de todos sus habitantes.

Debido a ello, la equidad social en el Distrito Central ha mejorado respecto a la de finales del siglo pasado; al menos, en los barrios rehabilitados. Y esto se debe principalmente a la implementación de un nuevo programa del Departamento de Vivienda y urbanismo que a menudo ha encarado el proyecto en paralelo a la renovación de complejos deportivos, para constituirlos en el núcleo de los proyectos de recuperación de barrios (el centro Verizon de Washington ha sido un ejemplo), y también para garantizar el desarrollo de zonas residenciales socialmente sostenibles con viviendas destinadas a distintos grupos y economías familiares diversas. De manera expeditiva, el mismo programa facilita la demolición de las unidades más deterioradas de la ciudad, para fomentar la variedad social en las nuevas unidades residenciales que las sustituyen.

Uno de los primeros barrios donde se intervino, en el año 2004, fue junto al río Anacostia. La zona se caracterizaba por la pobreza de una población mayoritariamente afroamericana, por unas condiciones de vivienda muy deterioradas, por un entorno descuidado y por unos parques e infraestructura urbana mal mantenidos. La actuación consistió en la revitalización de los barrios residenciales situados en el cauce del río y la coordinación de su rehabilitación ambiental, permitiendo el acceso a las orillas y creando nuevas áreas recreativas, culturales, residenciales, comerciales y de parques, en tierras principalmente de propiedad pública. Así, las antiguas residencias y negocios fueron derribados y sustituidos por proyectos de vivienda social.

Como resultado del diálogo entre los residentes y las agencias federales, la Oficina Pública creada al efecto produjo el Plan Director del Waterfront, el cual identificó cinco ejes de intervención:

	Restauración ambiental del río, con un horizonte de veinticinco años.

	Creación de una infraestructura de transporte para dar un mejor servicio a los barrios y a la región.

	Transformación de 728,43 ha de espacio público junto al río en un sistema interconectado de parques.

	Creación de equipamientos culturales y educativos para mejorar la imagen y el comportamiento cívico de los habitantes de Anacostia.[9]

	Construcción de más de 20.000 alojamientos y hasta 40.000 puestos de trabajo nuevos.



La gestión corrió a cargo de Anacostia Waterfront Corporation, que tenía prevista una inversión de 10.000 millones de USD en un periodo de 30 años. La operación, liderada por el gobierno del Distrito de Columbia, captó 19 socios de agencias regionales y federales.

Los principales fondos de financiación provinieron de la sustitución de ciertos impuestos por bonos o pagarés invertidos en el proyecto y subvenciones a cargo del presupuesto federal. Finalmente, el capital público destinado a la operación ascendió a 12.000 millones de USD mientras que el sector privado movilizó casi 2.000 millones de USD.

En paralelo a las operaciones residenciales periféricas, el centro de la ciudad, la zona más representativa y cara, ha sido ocupado por edificios administrativos del gobierno americano, además de otras sedes y oficinas de miembros de grupos de presión o lobbies que, para el desarrollo de su labor, necesitan estar cerca de las autoridades políticas y administrativas que tienen la capacidad de decisión sobre futuros proyectos.

Una notable terciarización provocó, hasta hace pocos años, que el centro de la capital se quedara vacío y fuera altamente peligroso durante los días festivos y también fuera del horario laboral. Afortunadamente, en las dos últimas décadas, a pesar de las dificultades que suponen los elevados precios, se ha cambiado la tendencia hasta el punto de que la población residente ha crecido más de un 16 % durante este periodo. El lado negativo de esta situación provocada por el encarecimiento del mercado de suelo es que se ha acentuado la gentrificación, porque la oferta de solares es reducida y las empresas pagan fuertes sumas para ocupar los espacios vacantes. En este contexto, las posibilidades de crecimiento urbano dentro del limitado territorio del D. C. se limitan a la rehabilitación de los barrios periféricos residenciales, ocupados antiguamente por gente de color.

El hecho es que el movimiento de expulsión de los habitantes con menos recursos ha llevado a la renovación de la población residente y a la salida de las familias más pobres hacia los suburbios más alejados de la región, los que en gran parte están situados en los sectores orientales y meridionales del Distrito de Columbia. Para cambiar esta tendencia a la segregación económica y racial, donde todavía persisten las dos realidades de bienestar y pobreza —con una de las tasas de desigualdad más altas de los Estados Unidos—, se ha implementado el llamado Plan de Sostenibilidad del DC, que ha identificado una serie de instrumentos para ayudar a reducir esta brecha. Este planteamiento, a partir de un enfoque integral, ha permitido que hoy se considere a Washington como una ciudad innovadora, la más adaptada a los peatones y la tercera en el ranking «STAR» de sostenibilidad de los Estados Unidos.

El proceso de transformación urbanística que se inició en Washington D. C. hace poco más de una década intenta romper con el modelo expansivo y de baja densidad que imperó desde mediados del siglo XX en una gran parte de las ciudades norteamericanas —y en Washington D. C. en particular—, reemplazándolo por otro donde el centro recobra la función integradora para las personas y facilitadora de la economía local. De este modo, la nueva imagen de la capital se ha ido modelando a partir de objetivos que promueven la redensificación de la ciudad y el crecimiento económico, a partir de principios de convivencia y desarrollo mucho más amables en términos sociales y ambientales.

En materia de energía, transporte y construcciones, algunas de las metas del Plan de sostenibilidad del Distrito Central es que, para el año 2032, las edificaciones nuevas y también las existentes cumplan con estándares de energía de cero emisiones. El objetivo es que la ciudad disperse la mitad de los gases de efecto invernadero y haya incrementado en un 50 % el uso del transporte público y en un 25 % el uso de bicicletas para trayectos de trabajo. Asimismo, pretende que todos los residentes tengan, a menos de 10 minutos andando desde su casa, una zona verde, además de una variedad de opciones de ocio a, como máximo, 20 minutos de distancia. Estos objetivos se complementan con otros relacionados con el uso y la gestión del agua [10] y de los residuos, la ampliación de zonas verdes y cultivables para consumo local y la reducción de la movilidad con vehículo particular, entre otros. Este programa de planificación de la ciudad se completa con políticas públicas y medios privados.

A fin de materializar este plan de sostenibilidad de la capital federal, son varias las medidas que se han instaurado: cambios en la normativa de uso del suelo, reducción de los espacios de estacionamiento en las nuevas edificaciones próximas al transporte público —a fin de incentivar el uso del coche compartido en beneficio del particular—, expansión de las ciclovías hasta los 80,5 km actuales [11] (para una superficie urbana similar a la de Barcelona o París), potenciación del programa de uso de bicicletas públicas Capital Bikeshare y ampliación de las rutas de transporte público masivo —para seguir reduciendo el número de viajes en automóvil particular hacia el núcleo central—. También, mediante la rehabilitación de edificaciones en desuso y la agilización de trámites para obtener permisos en precario en estos lugares. Con estas medidas se quiere facilitar ciertos usos comerciales, comunitarios y/o artísticos y permitir la recuperación de los barrios abandonados, densificándolos para facilitar la aparición de pequeños negocios y la vida artística y comunitaria en la ciudad.

De manera complementaria, se han puesto en marcha programas de incentivos para la instalación de equipos de ahorro energético en los inmuebles y la sustitución de las farolas del alumbrado público por luminarias LED, además de un programa de gestión de residuos que permite ahorrar combustible a la flota de camiones que se encarga del servicio de recogida y, en general, reducir sus gastos. Todo ello gracias a la recogida de residuos únicamente cuando es necesario, mediante un sistema de datos generados por detectores instalados en contenedores de recogida selectiva, que con antelación alertan del nivel de riesgo de desbordamiento.

Ante la escasa capacidad de suelo residencial en Washington D. C. —también como hemos visto antes en París y Singapur—, se fomenta el desarrollo del transporte público metropolitano, además del transporte interno dentro de las poblaciones periféricas. Todo ello con la intención de facilitar la circulación interior en los centros urbanos de estas poblaciones periféricas y también la comunicación y el trasiego desde estos centros hacia sus propios suburbios. Para llevar a cabo esta política, se están desarrollando fórmulas innovadoras de financiación que movilizan recursos provenientes del sector privado, y herramientas propias que facilitan la recaudación de estos fondos. El sector privado se ha interesado por estas operaciones porque permiten aumentar sus recursos fiscales. Además, encuentran en este nuevo modelo de intervención asociada al sector público una forma de gestión que les facilita una fuente de financiación para sus operaciones de revitalización (mediante la emisión de vales exentos de impuestos, el interés de los cuales se financia mediante las plusvalías realizadas en la operación inmobiliaria), para reconvertir los antiguos barrios en nuevas zonas residenciales.

En particular, hablamos de promotores inmobiliarios que ven en el desarrollo del transporte público un medio para atraer a posibles compradores, los cuales valoran esta mejor accesibilidad como un activo. Al mismo tiempo, la mejora de la accesibilidad permite a los propios promotores incrementar los precios de venta de sus promociones inmobiliarias. En este ámbito, un modelo significativo es la ampliación del metro desde Union Station hasta el Aeropuerto Internacional Dulles, a 38,6 km de distancia de Washington D. C. cuyo proyecto emblemático y sobre el que se apoya el Programa es la reactivación del entorno de la estación, para convertir todo el sector en una nueva centralidad de la capital.

Las transformaciones más significativas del proyecto de Union Station hasta el Aeropuerto Internacional Dulles se prevén en el entorno exterior de la estación, proyectando un ámbito que se abre ampliamente al espacio urbano y que convierte este lugar en una pieza más integrada en el tejido urbano. El proyecto de Union Station se completa con una nueva concepción del transporte interestatal. El lanzamiento del Acela Express entre Washington D. C. , Nueva York y Boston, para proporcionar a la compañía pública ferroviaria Amtrak un tren de mayor velocidad, supuso pasar del tren convencional a obtener una velocidad media de 105 km/hora. Acela Express es, de hecho, demasiado lento aún para incluirlo en la estricta definición de ferrocarril de alta velocidad. A pesar de ello, es hoy el tren más rápido de los Estados Unidos. Para acercarse a un desarrollo ferroviario con mejores prestaciones, próximo al de algunos países europeos y asiáticos, desde mediados de la década del 2000 Amtrak ha estado pensando en aumentar las capacidades de este corredor y transformarlo a medio plazo en una auténtica línea de alta velocidad (según el informe A Vision for High-Speed Rail in the Northeast Corridor»). Este informe presenta un proyecto para una nueva línea ferroviaria, esta vez sí de alta velocidad, entre Washington D. C. y Boston, es decir, 690 km que siguen esencialmente el trazado de las vías existentes. El proyecto, con un coste aproximado de unos 117.000 millones de USD y una apertura prevista en 2040, deberá garantizar, entre otras, descongestionar las actuales carreteras y autovías.

En este momento, la estación funciona, de hecho, como una auténtica isla disociada de su entorno urbano. En síntesis, podríamos decir que la situación actual viene marcada por una incuestionable fractura urbana, como consecuencia del trazado histórico de las líneas ferroviarias situadas en el norte de la estación. Estas líneas forman una verdadera frontera, una barrera, entre el este y el oeste de la ciudad, de forma que ambas zonas solo están conectadas por unos puentes que atraviesan las vías a intervalos separados. A esta pronunciada partición urbana se une una accesibilidad muy limitada en el edificio de la estación, ya sea desde el norte o desde el este y el oeste, de forma que únicamente el lado sur ofrece una forma cómoda de acceder a Union Station.

Este programa se ha erigido en un ejemplo para otras ciudades, que se inspiran en el modelo implementado en Washington D. C. para desarrollar sus proyectos de mejora de la accesibilidad en los centros urbanos, prestando a un tiempo atención a cuestiones relacionadas con la vivienda, la segregación y la equidad territorial, así como a la mejora de los servicios ferroviarios como transporte urbano. Un modelo que, como en los dos ejemplos de ciudades anteriores, se estructura principalmente en torno al transporte público. Este modelo, que se ha convertido en todo un referente de políticas integradas de desarrollo urbano sostenible, ha servido como ejemplo y sistema de actuación para otras aglomeraciones metropolitanas, como la de Montreal.

Como consecuencia, han nacido los barrios que han orientado su mejora a través de la movilidad, los llamados Transit Oriented Developments, los cuales, sobre unas bases elementales y el esfuerzo en el diseño urbano de una zona acotada, han hecho hincapié en la creación de una estructura de movilidad escalada: aparcamiento, multimodalidad, incentivos para el uso del coche compartido, carriles bici, portabicicletas, bicicletas de autoservicio, estratificación, conexiones entre redes de transporte público (autobuses regionales y locales, con el tren), etc. Un conjunto de mejoras de las infraestructuras de transporte que se vinculan a unos principios de progreso social y económico: proyectos inclusivos que afrontan los retos de diversidad social; viviendas económicas asequibles para una gran parte de la población de bajos ingresos; creación de pequeñas empresas para favorecer la integración laboral; respuestas a las necesidades de aparcamiento expresadas por la población; reducción del ruido y otras molestias, etc.

La financiación de las mejoras y la extensión del transporte público orientado al desarrollo urbano-residencial se lograron mediante el incremento de impuestos, además de la emisión de bonos «piloto» por un montante de 230 millones de USD. Estos bonos debían utilizarse para financiar parques, para la apertura y urbanización de nuevas calles que conectaran con áreas residenciales y comerciales consolidadas y para la conexión de servicios públicos en la red y la construcción de nuevo alcantarillado, mientras que el Gobierno federal se hacía cargo de los costes de saneamiento ambiental de los antiguos suelos industriales. Paralelamente, el Departamento de Transporte aportó 100 millones de USD para complementar la financiación de los múltiples proyectos de infraestructura y parques; también el Distrito contribuyó con 198 millones de USD, y todo ello catalizó un proyecto de inversión privada de 1.300 millones de USD.


EL PASO DE LA CIUDAD-MUNICIPIO AL DISTRITO CENTRAL, HASTA LLEGAR A LA CIUDAD-TERRITORIO METAPOLITANO

El Estado nación como se entendía en el siglo pasado, herencia del tratado de Westfalia y de la consiguiente Paz de los Pirineos, ha quedado superado por el poder transfronterizo de las multinacionales. Estas sociedades ejercen un poder y una influencia social inabarcables por los Estados tradicionales, enquistados en una burocracia y un afán por mantener la rigidez de sus fronteras e ignorando la convulsión que ha supuesto la globalización. A pesar de esta evidencia, los Estados se aferran a no dejar paso a unas instituciones más ágiles, eficientes y próximas a la población. Unas organizaciones que son capaces de refrenar el interés excluyente de la globalización económica, son competentes para controlar la influencia de los grupos transnacionales de medios de comunicación y cercanas a sus habitantes para poder reprimir las redes criminales que proliferan en la ciudad.

Según Acebillo,[1] «el Estado nación está desgastado y obligado a operar únicamente como gestor, perdiendo su condición de actor protagonista en las interacciones políticas y socioeconómicas actuales, principalmente por la erosión de los conceptos que le dieron origen: nacionalidad-identidad, soberanía-imperium e internacionalidad, apoyados todos ellos en el derecho internacional, pero cuestionados por los nuevos conceptos de supranacionalidad de la segunda mitad del siglo XX y de transnacionalidad globalizada, propiciada por la Network Society en la transición del siglo XXI».

El conocimiento, la ciencia, la tecnología y su aplicación no conocen las fronteras de los Estados. Se pueden hacer intervenciones quirúrgicas dirigidas en remoto, se llevan a cabo trabajos de investigación entre universidades de diferentes continentes, se trabaja para empresas de cuya sede desconocemos su ubicación... y, en un mundo que se nos queda pequeño para hacer turismo, pretendemos controlar la inmigración.

Algunos Estados nación —como, por ejemplo, Singapur— tienden a estructurarse como verdaderas sociedades ciudad-Estado para poder operar más libremente en la estructura socioeconómica global. Su ventaja competitiva es que se gestionan como una empresa con activos globales, que rivalizan con otras multinacionales globalizadas

En el dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «Las áreas metropolitanas europeas: repercusiones socioeconómicas para el futuro de Europa» se dice que: «En la mayoría de los casos, las autoridades reconocen que la verdadera dimensión de algunas áreas metropolitanas no se limita al territorio nacional, citándose como ejemplos los de Copenhague-Malmö y Viena-Bratislava, sin olvidar otras áreas metropolitanas identificadas por las autoridades francesas, como Metz-Luxemburgo-Sarrebruck y Lille-Courtrai. En toda la Unión Europea aumenta el número de regiones transfronterizas que podrían constituir una zona metropolitana». Unas áreas metropolitanas menos importantes, pero similares en cuanto a población, relación comercial y movilidad, a las que tiene diariamente Barcelona con el resto del territorio catalán.

El mapa de la Catalunya iluminada identifica una serie de nubes brillantes, provocadas por la iluminación artificial, que señalan las áreas de actividad más intensa. Esta imagen, bastante explícita, delimita un territorio unitario y autónomo, ligeramente vinculado por sus extremos al corredor Mediterráneo, con un foco principal productivo y más denso, que irradia mediante los corredores fluviales hacia una parte del resto del país y que no llega a alimentar más que ligeramente los otros subsistemas: Camarasa - Mequinenza - Riba-roja - Flix o Noguera Ribagorçana - Segre - Ebro.

Contrariamente, el fraccionamiento territorial dificulta el tránsito natural de los flujos ecosistémicos relevantes y tiene una incidencia contrastada en la planificación ecológica, dificultando el movimiento de las especies vegetales y animales. En este sentido, la conservación de la biodiversidad a escala territorial se facilita cuando se considera Catalunya como una unidad en vez de ser deslindada competencialmente. Dicho planteamiento permitiría plantear una nueva forma de abordar el proyecto de este ámbito territorial, concibiéndolo desde el vacío, desde el espacio desocupado de los espacios naturales y de los corredores ecológicos, en lugar de hacerlo como se ha estado haciendo históricamente desde las estructuras construidas o proyectadas (edificaciones y viales, principalmente). Una alternativa que cambiaría el modelo tradicional, pensado desde el crecimiento económico como objetivo, para pasar a contemplarlo desde la sostenibilidad como meta.

La población no siempre tiene el sentimiento de pertenecer a una gran aglomeración. Los límites administrativos de las ciudades, inexistentes en la imagen de Catalunya por la noche, no reflejan su realidad física, social, económica, cultural o medioambiental. Como anécdota que ilustraría este desvanecimiento de límites, podría citarse el caso de la calle Riera Blanca entre Barcelona y L’Hospitalet, que durante el periodo de confinamiento por la covid-19, atravesar de una acera a la opuesta suponía contravenir el decreto que establecía la prohibición de cambiar de municipio y estar expuestos a ser sancionados. En cambio, a diferencia de los Estados cuyos recursos provienen de la producción interna, los retos que tienen que afrontar las áreas metropolitanas en la era posindustrial son inmensos. Para superarlos, gestionar correctamente las oportunidades y ganar en competitividad, es necesario plantearse una estrategia territorial de conjunto, fundamentada en una nueva organización de su gobernanza.

La presión sobre un territorio municipal restringido administrativamente por un perímetro limitado, pero con las naturales necesidades de crecimiento, hace que sea necesario procurarse un recurso en forma de suelo que le permita el desarrollo de nuevas actividades o la promoción de viviendas. Si se plantea esta situación, bastante habitual, el ayuntamiento tiene que consentir que su municipio pierda competitividad y activos, o bien recurrir a soluciones forzadas que inevitablemente comportarán futuros desequilibrios. L’Hospitalet del Llobregat, con 12,5 km² de superficie y sin posibilidades de ampliación de su término municipal, contempla —a su entender, legítimamente— un sector de la llanura del Llobregat como alternativa para la ampliación de su área edificable, sin tener en cuenta otras variables agrícolas y ambientales de carácter supramunicipal.

A las aglomeraciones metropolitanas, más complejas e isotrópicas que no los términos municipios confinados, generalmente les falta legitimidad representativa: por eso se necesitan nuevas formas de gobernanza desconcentradas, al tiempo que más flexibles. Las estructuras administrativas que datan de ciclos históricos del pasado no están adaptadas a las exigencias de la nueva economía y por supuesto a las necesidades de la población. Son ineficientes para encarar los retos de la ciudad como agente creador de riqueza dentro del panorama de la economía global, carecen de los medios y recursos necesarios para cubrir las necesidades de sus habitantes y están faltos de activos para devenir uno de los principales agentes para combatir el calentamiento global.

Pero los actuales gobiernos locales y nacionales se muestran contrarios a ceder una parte de su cuota de poder a posibles estructuras asociativas nuevas, ya nacidas o que puedan aparecer, a partir de la afinidad de intereses colectivos comunes y al margen de anacrónicos límites administrativos.

Nadie pone en entredicho la existencia de una aglomeración metropolitana en Barcelona que sirve de apoyo y fortalece la Ciudad Central. Sí es discutible, no obstante, su dimensión territorial y su organización administrativa. Ambos principios deberían ser objeto de discusión, y no son afrontados —ni siquiera mínimamente planteados— por razones de mantenimiento de un «status quo» institucional que deriva de intereses políticos y de la permanencia de una estructura de poder que interesa, no a la ciudadanía, sino a los partidos hegemónicos. La disolución de la Corporación Metropolitana de Barcelona por parte del gobierno de Jordi Pujol es una muestra de la prevalencia de unos intereses partidistas por delante de las necesidades de una aglomeración urbana. Los partidos políticos son los creadores de una nueva aristocracia, que ostenta la capacidad legislativa y, por tanto, se opone a cualquier cambio que reduzca su influencia o su poder de decisión. Las opiniones políticas se convierten en medidas legislativas que a veces van incluso en contra del personal técnico o científico conocedor de la materia objeto de discusión.

Tampoco se pone en entredicho que las grandes metrópolis crecen más rápidamente y atraen más inversión que las pequeñas. A partir de este principio, parece lógico justificar el interés en el desarrollo de infraestructuras de movilidad potentes que optimicen la cantidad de interacciones sociales a fin de unificar el mapa de trabajo. Las grandes aglomeraciones, con la trama de una red de comunicaciones eficiente, segura y rápida, facilitan a las personas el cambio de puesto de trabajo sin tener que cambiar de vivienda ni de colegio, conservando así las relaciones sociales de proximidad. Es más fácil trasladarse que mudarse. En el caso de las empresas de servicios, les permite encontrar mano de obra deslocalizada cualificada y diversa.

La modernización de las grandes infraestructuras urbanas modifica las relaciones territoriales y, en consecuencia, la percepción de la ciudad. Los escombros de la muralla gótica permitieron la urbanización del Raval; la consolidación del contramuelle portuario en 1632 marcó el inicio de la edificación del Consolat de Mar; el trazado de la línea férrea de Mataró fue el inicio de la industrialización del litoral, etc. Estos, y otros, cambios supusieron para Barcelona reformas sustanciales que le permitieron transformar su estructura y afrontar nuevos retos de competitividad.

La Ronda de Dalt y la del Litoral, de igual manera que las viejas Rondas en el límite de Ciutat Vella, vuelven a ser el nexo de relación entre la ciudad central —compuesta por los tres municipios de Barcelona, L’Hospitalet del Llobregat y Sant Adrià del Besòs— y su periferia. Esta nueva «muralla» construida con motivo de la celebración de los Juegos Olímpicos de Verano de 1992, define un territorio de aproximadamente 110 km² y 1,9 millones de habitantes. Y, del mismo modo que en su día el derribo de las antiguas Rondas facilitó la relación de la periferia de la ciudad —proyectada por Ildefons Cerdà— con el núcleo histórico, ahora las nuevas Rondas deben suponer una nueva forma de entender las relaciones del aglomerado constituido por el ámbito de Barcelona, L’Hospitalet y Sant Adrià con su entorno más próximo: con el reconocido tradicionalmente como espacio metropolitano, pero también con el resto del territorio, el cual se define por los intercambios, históricos, geográficos, sociales, culturales, laborales, de ocio, etc. que comprenden toda Catalunya.

Esta disfunción tiene consecuencias físicas evidentes, pero también las hay de orden jurídico y competencial. La organización del tejido constituido por esta realidad urbana-territorial, compuesta por centralidades compactas a la vez que discontinuas, precisa de una organización flexible y concertada.

En este marco general, y como estructura de primer orden, hay que configurar el nuevo Distrito Central Metapolitano (DCM). Nuestros antepasados fueron capaces de integrar poblaciones de origen diferente —Gràcia, Sarrià, Sant Martí...— a fin de crear una organización espacial preparada para afrontar el siglo XX. Hoy, nuestros políticos tienen que proyectar la conurbación moderna constituida por los diez distritos de Barcelona, pero también por los barrios de Collblanc, Bellvitge, Sant Josep, La Mina, Trajana-Montsolís... para resistir los envites de la globalización y que el nuevo siglo nos exigen.

Las inversiones necesarias para suprimir, o cuando menos desviar, las vías de tren a su paso por L’Hospitalet, la reactivación del Polígon Pedrosa, la ampliación de la Feria, la resolución de la terminal ferroviaria del Morrot o la promoción de los terrenos de la Catalana, precisan de competencias y, principalmente, de una coherencia y de una valoración de capitalidad que solo puede conseguirse desde la estructura de un ente administrativamente unificado, desde una perspectiva técnica y política. De este modo, quizá podamos abordar el problema que supone la concreción de las nuevas infraestructuras necesarias, haciéndolo desde una perspectiva integral, considerando el Distrito Central Metapolitano como un todo —del que L’Hospitalet y una parte de Sant Adrià no solo tendrían que formar parte, sino que deberían mancomunarse, fundirse en él—, constituyendo el territorio de la capital real, delimitada por las Rondas. Una aglomeración central, de ámbito compacto y continuo, que debe abordar no solo los problemas derivados de la creación de una zona de bajas emisiones o el problema de la seguridad, sino también los de equipamientos, vivienda, limpieza, inversiones, etc., y, en definitiva, todo aquello que hemos acordado denominar Proyecto de Ciudad.

Mientras esta disputa de influencia y poder político sigue sin resolverse, la realidad —generada por el quehacer cotidiano de los ciudadanos— nos ha atropellado con su verdad. Así, las Rondas de Barcelona, como otras realidades territoriales evidentes, han configurado un nuevo mapa funcional de la región, un mapa que conviene considerar.

París construyó, sobre su antigua muralla, un sistema de circulación periférico similar al de las Rondas de Barcelona. De este modo, la totalidad de los 105 km² de superficie del término municipal parisiense quedaron inscritos dentro del perímetro definido por el contorno de un vial de circulación perimetral, el Boulevard Périphérique. Esta configuración territorial uniforme tiene también, en buena lógica, su correspondiente sistema organizado en distritos, pero de gobierno municipal único.

En nuestro caso, dentro del ámbito delimitado por las Rondas hay una entidad funcional que hemos denominado Distrito Central Metapolitano, constituido en gran parte por los 97,6 km² de extensión que tiene la ciudad de Barcelona, aproximadamente la mitad del término municipal de Sant Adrià del Besòs, de 3,9 km² y la inmensa mayoría del municipio de L’Hospitalet, de 12,4 km². En definitiva, una superficie similar a la de París, para una población parecida, de poco más de dos millones de habitantes en el caso de París y, en el caso del Distrito Central, de casi dos millones. Sin mencionar aspectos técnicos o económicos y por motivos simplemente prácticos, parece inverosímil que estos tres ayuntamientos del Barcelonès, en determinados momentos gobernados incluso todos ellos por el mismo partido, nunca se hayan llegado a plantear su plena integración, ni siquiera por razones obvias de mera utilidad, mediante alguna forma de colaboración parcial, creando economías de escala y unificando competencias y servicios que los afectan (Transporte, Limpieza, Jardinería, Tráfico, servicio de alquiler de bicicletas o motos, Promoción de Vivienda, Urbanismo...). La reciente creación, en 2020, de la Zona de Bajas Emisiones, que alcanza todo el territorio comprendido en el interior de las Rondas, sin distinción de límites municipales, es un buen principio que habría que explorar y ampliar a otros ámbitos competenciales.

De este modo debe plantearse que L’Hospitalet del Llobregat [2] —e incluso una parte de Sant Adrià— [3] formen parte integrante del Distrito Central. Como ya se ha dicho, nadie podría imaginarse que en el interior del Boulevard Périphérique de París convivieran tres municipios diferentes. Inicialmente, se tiene que considerar con especial interés una gestión política mancomunada de los tres municipios, con la finalidad de promover intereses compartidos, unas políticas ambientales comunes y un equilibrio funcional, social y del mercado interno propios de la aglomeración central de la ciudad-territorio.

Al margen de aspectos financieros, sociales, de organización o de seguridad, conviene reflexionar con sensatez, dejando al margen mezquinos intereses políticos, sobre adónde nos conduce esta nueva realidad funcional: una aglomeración delimitada por un anillo de circulación que define un interior y un exterior y que, a la vez, proporciona —al área metropolitana y al resto del territorio catalán— un vial de distribución que une el perímetro de las dos ciudades más pobladas de Catalunya.

Debe superarse el antiguo concepto de periferia urbana. Las ciudades que rodean el municipio de Barcelona no son entidades perimetrales, ni siquiera poblaciones vecinas situadas más allá del límite municipal: son una misma unidad funcional compacta, y configuran, junto con Barcelona, o mejor dicho con el DCM, una misma aglomeración, administrada no obstante por autoridades locales diferentes y, a veces, con políticas divergentes.

Hay que tener en cuenta esta evidencia, que supone un salto cualitativo de escala, y aprovechar la capacidad de esta infraestructura viaria para lograr el objetivo de mejorar la relación centro-periferia. En la capital francesa, la ubicación de la Grande Bibliotheque, del palacio de deportes de Bercy o del parque de la Villette, son un ejemplo de equipamientos con vocación regional o incluso nacional, que se sitúan junto al Boulevard Périphérique. O la desafectación de la Gare de Orsay que, por ser excesivamente central dentro del tejido urbano, fue inutilizada, cambiando su uso para crear un museo de artes plásticas. Estos son algunos de los ejemplos del diálogo necesario entre núcleo central y poblaciones agregadas, y que son un modelo para seguir de la que tendría que ser la relación del DCM con el resto del territorio catalán.

Así, hay que profundizar en las oportunidades que ofrece el DCM, en los límites de su actual ordenación, en los puntos de contacto de ambas configuraciones territoriales (la interior y la periférica) a través de este cauce de comunicación que son las Rondas. Se trata de una vía de intercambio estratégico con grandes facilidades de intercambio; un entorno que, por estar en contacto con este vial de circunvalación, aporta ubicaciones sumamente valiosas para situar actividades de interés productivo.

En este contexto, mencionamos uno de entre otros casos representativos de la insistencia en excluir el anillo de relación que supone las Rondas en beneficio (o detrimento) del término municipal de Barcelona. Se insiste tercamente en hacer llegar, junto con otras líneas ferroviarias, el tren de alta velocidad a la estación de Sants —por lo que supone de acercamiento a un límite, más ficticio que real, del término municipal de Barcelona—, sin tener en cuenta la saturación de una infraestructura congestionada, proyectada a principios del siglo XX para un movimiento de viajeros mucho menor y sin posibilidades sencillas de crecimiento futuro. Una terminal ahogada que obliga, además, al complicado paso de los trenes por el término municipal de L’Hospitalet, que causa molestias y perjuicios a la población; por no mencionar el impacto que pueden suponer unas hipotéticas obras de soterramiento ferroviario en este municipio.

El derroche de recursos públicos en obras de ampliación de la estación supone el malestar vecinal y, en toda lógica, exige la construcción de un túnel que entierre el trazado ferroviario. Una factura tan elevada en costes directos e indemnizaciones que hace retrasar constantemente su ejecución o bien considerar estas obras dentro de una hipotética cartera de proyectos futuros, a la espera de una mejor situación financiera del operador nacional (como si el transporte público, por cierto, tuviera que ser un negocio generador de beneficio). Mientras tanto, la realidad funcional provocada por las Rondas exige obstinadamente la supresión de la actual ubicación de la estación central de Sants y su traslado a otra posición más próxima a esta infraestructura viaria (evitando, de paso, el trasiego de acceso de vehículos al centro de la ciudad).

Con esta estrategia, el operador estatal se empeña en mantener una estación que originalmente se hallaba en el límite municipal de la ciudad de Barcelona, separada del distante centro de L’Hospitalet por extensos campos de cultivo. Unas tierras que hoy han desaparecido, y donde el entramado residencial que las ha ocupado impide organizar adecuadamente el espacio ferroviario. En definitiva, una estación de trenes que se considera de carácter local y que, en cambio, debería dar servicio a la población de una región más extensa; muchos de estos usuarios utilizan el coche particular para llegar a la estación, con los costes ambientales que estos movimientos vehiculares comportan.

En este sentido, la actual explanada de la playa de maniobras del Morrot es un terreno próximo al espacio ferial de L’Hospitalet y al aeropuerto y que sería un lugar oportuno para construir la estación sur del DCM. Paralelamente, en el norte de este DCM, la ubicación de la Estación de la Sagrera se podría calificar de acertada, siempre que se considerara dotar a la población de fuera del Distrito Central Metapolitano de un fácil acceso desde las Rondas. Conjuntamente, ambas infraestructuras mejorarían el acceso ferroviario a la población del interior del DCM, al tiempo que evitarían movimientos de vehículos procedentes del resto del territorio, eliminando trayectos innecesarios hacia su centro.

Este no es más que un ejemplo de cómo se puede concebir la relación de Barcelona con su entorno. Un ejemplo que puede servir como modelo de intervención que tenga en cuenta la realidad funcional del DCM como un todo, contra una percepción deslindada y absolutista de los municipios que lo componen. En este contexto debe hacerse mención al caso de los grandes hospitales que de manera natural se han posicionado alrededor de las Rondas: Vall d’Hebron, Quirón, Bellvitge, Hospital del Mar y, es de esperar, el Nou Clínic.

Nos podríamos extender hablando de otras situaciones igualmente anómalas, que ponen de manifiesto la relación insolidaria de los gobiernos, del municipio de Barcelona, y también de otras administraciones o poderes públicos, con el resto del territorio. Admitir que el término municipal de Barcelona es el núcleo en el que debe confluir el resto de Catalunya es un error que persistimos en considerar desde diferentes ámbitos. La multipolaridad del territorio catalán es una realidad que exige ser valorada. Hablar de peaje urbano para acceder al centro de Barcelona es ningunear al resto de la población del país en beneficio de la capital. Es necesario desarrollar antes otras centralidades, desplegar una red de transporte público más rápida y eficiente que una estas centralidades, descentralizar servicios nacionales... Sin conseguir estos y otros hitos previos, se penaliza a los usuarios no residentes en la ciudad central (muchos de ellos, gentrificados por la propia ciudad de Barcelona hacia la periferia), que simplemente quieren acceder a tomar el AVE para ir de viaje, disfrutar de una ópera en el Liceo o, sencillamente, dar una vuelta por el puerto con las «Golondrinas».


LA CONFIGURACIÓN DE LA CIUDAD-TERRITORIO: 
DEL CONCEPTO METROPOLITANO AL METAPOLITANO

El tratamiento descentralizado de los problemas que afectan a la gestión y al desarrollo económico y urbanístico de las ciudades es un hecho demostrado en Barcelona durante la administración socialista, con sociedades municipales —como, por ejemplo, Aparcaments i Serveis, Barcelona Activa, Pro Nou Barris o 22@ BCN— o con sociedades participadas —como las sociedades Procivesa, Proeixample, Serveis Funeraris de Barcelona o, Barcelona Holding Olímpic—. La eficacia lograda mediante procedimientos más ágiles y flexibles pasó por introducir conceptos de lógica empresarial en el sector público. Esto se consiguió a través de herramientas de gestión y de impulso de iniciativas en colaboración con el sector privado, utilizando la fórmula más apropiada para cada problema o situación concreta (en algunos casos fueron entes municipales descentralizados; en otros, organismos autónomos, consorcios o sociedades públicas o de capital mixto).

Hay que superar reticencias y avanzar en la gestión compartida con el sector privado; las enormes necesidades que tiene nuestro país, y la carencia de recursos públicos, que en la hipótesis de mejor financiación seguirían siendo insuficientes, hacen patente la necesidad de integrar el capital privado en el proyecto nacional y de las ciudades que lo componen. El retraso en las inversiones y en el desarrollo sufrido en las últimas décadas, junto con el avance que han conseguido o proyectan lograr próximamente otras aglomeraciones metropolitanas «rivales», exigen movilizar en poco tiempo una cantidad ingente de recursos, inabarcables para el gobierno municipal o en su defecto nacional. Merece la pena recordar la eficacia de esta colaboración público-privada en Barcelona en casos como los de VOSA o PROCIVESA que, a pesar de la falta de previsión para contrarrestar la gentrificación en el distrito de Ciutat Vella, fue capaz de movilizar hasta 2.854 millones de euros, de los cuales casi la mitad provenían del sector privado.

Las exigencias a las que son sometidos los ayuntamientos, como administración más próxima al ciudadano y, por tanto, la que tiene que dar soluciones a sus problemas inmediatos, son cuestiones a menudo inalcanzables al no contar con los recursos necesarios. Satisfacer a la ciudadanía dando más servicios se traduce en más gasto y, por tanto, hay que contar con un mayor presupuesto. Esto, en un momento en que los ayuntamientos pagan la contracción de una deuda pública provocada en gran parte por la administración del Estado, centralista y derrochadora de un gasto que va dirigido mayoritariamente a mantener estructuras caducas, en lugar de satisfacer las necesidades de la población representada por las administraciones locales. Ante este conflicto de intereses entre las necesidades de la ciudadanía y la falta de recursos municipales para satisfacerlas, las fórmulas de gestión que introducen lógicas de empresa privada se han perfilado, en determinadas situaciones, como las herramientas adecuadas para mitigar las carencias y afrontar los retos y las demandas que les plantea la población.

En estos casos, el camino adoptado por las ciudades ha sido el de la descentralización funcional de la gestión municipal, dotándose de entidades con personalidad jurídica propia, que se especializan en un determinado ámbito y pueden planificar inversiones, gastos e ingresos, acumulando ganancias que benefician a la propia ciudad y aligeran su presupuesto. En síntesis, se trata de aplicar las herramientas que son habituales en la empresa privada como instrumentos de mejora de la eficiencia de la administración local, preservando en todo momento el interés público y el principio de equidad. Una fórmula de éxito habitual en Francia, donde hay 1.310 empresas agrupadas en la federación EPL (Entreprises publiques locales) y que se ha exportado a Quito, Buenos Aires o, más recientemente, a Medellín, donde el éxito de su política de transformación de barrios marginales ha venido de la mano de la Empresa de Desarrollo Urbano. Esta experiencia se ha exportado también a otras ciudades de América Latina, como Asunción del Paraguay, sustituyendo en este rol de maestría y asesoramiento al papel que había hecho antes la ciudad de Barcelona.

La responsabilidad de las administraciones públicas de minimizar el gasto y optimizar el rendimiento de sus medios debe prevalecer en su actuación. El aprovechamiento de sus recursos pasa por beneficiarse de su propia gestión y conocer anticipadamente el planeamiento o las mejoras que deben hacerse en el dominio público, la accesibilidad o los transportes, a través de sus inversiones previstas. La creación de algún tipo de entidad financiera territorial, administrativamente adaptada a la finalidad que se pretende, podría ser un instrumento útil para la gestión de la compra de terrenos. Esta inversión previa a la construcción de infraestructuras, equipamientos, urbanización de espacios públicos, creación de parques u otras intervenciones capaces de generar externalidades positivas en su entorno, repercutiría, una vez consolidada la obra, en beneficio del sector público. De este modo, dicho sector participaría del aprovechamiento y beneficios que se extraen de las mejoras producidas por las inversiones del propio sector, reduciendo al mismo tiempo el coste de las obras realizadas.

Este es el marco en el que es necesario aportar los medios para considerar la región metropolitana en general, y en particular el DCM, una unidad productiva generadora y exportadora de oportunidades para el resto de la ciudad-territorio. Más concretamente, la ciudad de Barcelona no tiene por qué ser el epicentro exclusivo de la actividad que desarrolla el país.

Los efectos positivos del turismo, por ejemplo, no pueden quedar circunscritos únicamente dentro de su perímetro. Las infraestructuras de transporte deben ser el hilo conductor de la descentralización de la riqueza y del efecto llamada que genera la ciudad central. Un par de ejemplos pueden ilustrar este supuesto: un tren AVE que una Barcelona con los centros urbanos de Girona o Tarragona permitiría organizar un AVE Turístico para visitar los espectaculares centros históricos de estas dos ciudades, facilitando al mismo tiempo la descentralización del turismo de la ciudad capital y reduciendo el efecto negativo que su concentración en determinados barrios de la ciudad-capital provoca.

Hacer llegar el AVE desde el aeropuerto de Barcelona-El Prat al de Girona o al de Reus acercaría estas infraestructuras hasta una media hora de distancia de la primera, igualando en tiempo este trayecto al invertido en desplazarse en vehículo particular desde la Terminal 1 del Prat hasta el centro de Barcelona. La ampliación del aeropuerto —una infraestructura fundamental para el desarrollo económico y el mantenimiento de la actividad del país— es irrenunciable y pasa por relacionar estrechamente nuestra red aeroportuaria con la del tren de alta velocidad. Cuando se habla de la ampliación del aeropuerto del Prat, se olvida que este es el aeropuerto internacional de Catalunya y que en una concepción territorial definida por una aglomeración continua que abarca 946 municipios, incluyendo el de Barcelona, el recorrido de los aproximadamente 350 km de norte a sur en un hipotético AVE nos tomaría menos de dos horas. Si se considera una organización en la que Barcelona forma parte de una constelación de ciudades interrelacionadas, situar el aeropuerto internacional pegado al cinturón de ronda mantiene una lógica de estructura centralista y de exclusivo desarrollo metropolitano.

Quienes han viajado a Washigton desde Europa, a pesar de tener el aeropuerto Ronald Reagan Washington National Airport situado a poca distancia del centro de la ciudad, han aterrizado en el aeropuerto Dulles International Airport. Este aeropuerto, situado a unos 45 km de la capital, requiere, si se utiliza la línea de autobús exprés A5, de una hora de trayecto para llegar no muy lejos del Capitolio. Con suerte el trayecto en taxi puede ser algo más corto, siempre que la cola de pasajeros recién llegados no sea excesivamente larga y que la autopista no esté saturada. En París, si se utiliza el metro regional Réseau Express Régional (RER), el recorrido entre el aeropuerto Charles de Gaulle y la Gare du Nord puede ser de una media hora a la que se añadiría, en el peor de los casos, los obligados 15 minutos de frecuencia de paso. Distancia y duración de trayectos similares podemos invertir para llegar desde Heathrow a Londres o desde el aeropuerto John F. Kennedy hasta Manhattan, que en tranvía-metro nos tomaría 42 minutos y en autobús más de dos horas.

Ampliar el aeropuerto del Prat no significa ocupar más espacio, afectando los terrenos de su alrededor: quiere decir que Catalunya es una única unidad territorial, y que Reus, con una conexión más fácil con el Prat por el sur que Girona, puede ser el aeropuerto de llegada de los vuelos internacionales, que podrían conectarse —mediante el AVE— en menos de 25 minutos con el aeropuerto Josep Tarradellas, y en 35 minutos con la capital (una diferencia de tiempo que incentivaría a los pasajeros a tomar el tren en lugar de movilizarse en coche). Con esta hipótesis, el Prat mantendría los vuelos de ámbito nacional y europeo y Girona concentraría los vuelos chárter.[1]

En este contexto, si la ampliación del aeropuerto de Reus para la llegada de vuelos internacionales no supone alterar ecosistemas sensibles e incluso requiere una inversión menor, ¿cuál es la razón de AENA para insistir en ocupar terrenos de La Ricarda y afectar indirectamente al Remolar?

La respuesta tiene dos claves: la primera se refiere a la situación de AENA y las exigencias que como toda empresa precisa de equilibrar su cuenta de resultados. Para descifrar la causa que responde a esta primera clave, nos vamos a referir a lo que expuso el pasado día 10 de septiembre el diputado Ramón Tremosa en su artículo de La Vanguardia, en el cual señalaba el importante déficit que arrastra la sociedad público privada (solo durante el año 2021 perdió 346 millones de euros, a los que cabe añadir los que arrastra desde 2015, año de su salida en bolsa). Con estos malos resultados, cabe suponer que los inversores y fondos privados que detentan el 49 % de las acciones de AENA esperen revertir la situación y poder sobreponerse al déficit actual para así intentar alcanzar un balance positivo.

La segunda clave se refiere a las posibilidades que tiene AENA para resolver una situación estructural en la que la mayoría de los 46 aeropuertos españoles son deficitarios y que dependen de los subsidios cruzados, obtenidos gracias a los pocos de ellos que aportan beneficios. Para descifrar la causa que responde a esta segunda clave, debemos recordar lo que expuso el pasado 11 de febrero de 2018 el exministro De la Serna, cuando presentó el Plan Director del Aeropuerto de Barcelona-El Prat 2017-2026. En dicha presentación anunció que las actuaciones previstas en el mencionado plan suponían una inversión total estimada de 1.929 millones de euros durante este periodo, de los que 1.465 correspondían al aeropuerto de Barcelona-El Prat y 464 al aeropuerto de Girona-Costa Brava (algo más de los 1.700 millones divulgados recientemente por el presidente de AENA). En este mismo documento se proyectaba la realización de la ciudad aeroportuaria, la cual contemplaba disponer de un área de servicio para la construcción de oficinas, hoteles, centro de convenciones, locales comerciales y otros equipamientos. Según el propio plan, el objetivo era el de transformar el aeropuerto de Barcelona en una plataforma de primer orden, como prestador de servicios e intercambio comercial con el exterior, potenciando el desarrollo de actividades económicas en el recinto aeroportuario, «dotando, de esta forma, al aeropuerto de una fuente de ingresos, que puede a llegar a ser importante cuando los ingresos generados por la actividad aeroportuaria no sean los esperados» (sic).

Dicha ciudad aeroportuaria, según el Master Plan Inmobiliario de AENA para el aeropuerto de Barcelona-El Prat, prevé la construcción de 1.848.744 m2 de edificación que a un supuesto valor de unos 500 euros el m2 equivaldría a conseguir unos ingresos para AENA de alrededor de 925 millones de euros. Dicho de otro modo, gracias a la inversión de 1.700 millones de euros procedentes del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, AENA podría ingresar una importante cantidad de dinero sin gasto alguno y sin ninguna carga de gestión más que la comercialización del suelo de su propiedad en El Prat. Como ya hemos visto en otras ocasiones, un subsidio público para ayudar a una compañía paraestatal en dificultades.

Naturalmente, este objetivo financiero que ayudaría a reducir el déficit de la sociedad y tranquilizaría a sus accionistas privados se alcanzaría siempre que el aeropuerto de Barcelona en el emplazamiento actual fuera un hub internacional. Caso de no ser así, y El Prat se especializara en vuelos nacionales o de destinos de radio inferior a los 2.500 km albergando Reus o en el límite de Girona los vuelos transoceánicos, en este caso, el interés de los promotores por la ciudad aeroportuaria decaería. La construcción de hoteles, zonas comerciales o de empresas para la preparación de catering se reduciría sensiblemente, el centro de convenciones no encontraría promotor, y las 328 ha. propiedad de AENA situadas en el recinto aeroportuario se reducirían sensiblemente o perderían totalmente su valor.

El sociólogo François Archer, en su libro Métapolis ou l’avenir des villes,[2] constata que las urbes ya no se amplían por dilatación, como en el caso de las megápolis —que eran el resultado de la fusión de áreas metropolitanas colindantes—, sino que crecen por la incorporación a su funcionamiento de zonas lejanas y no limítrofes. Esta configuración discontinua del hecho urbano está vinculada a la aparición de sistemas de transporte de alta velocidad, especialmente el tren, que ha facilitado o debe facilitar que multitud de personas puedan trabajar a centenares de kilómetros de su lugar de residencia. El resultado es lo que él denomina Metápolis, una galaxia de ciudades y poblaciones con sistemas productivos y económicos integrados, cuyos principios organizativos dependen de sofisticadas redes de infraestructura. Un territorio heterogéneo donde convergen tejidos urbanos, entornos naturales y zonas agrícolas. Es en este sentido en el que todo el territorio de Catalunya hemos definido como una única Metápolis.

Parece demostrado que puede establecerse una correlación entre productividad económica, ámbito de ocupación y comodidad de desplazamiento. Paralelamente, también es sabido que las metrópolis, las aglomeraciones compactas, atraen la pobreza y favorecen el incremento de la renta inmobiliaria generadora de la precariedad. Ensanchar los beneficios que produce la aglomeración al tiempo que se minimizan los impactos negativos que provoca, implica desprenderse de la idea de Barcelona «cap i casal» y expandir la cantidad de interacciones sociales y laborales de tipo metropolitano hacia un policentrismo que alcance todo el ámbito metapolitano.

Como hipótesis funcional, podríamos considerar que el territorio catalán está constituido por la masa crítica del aglomerado del área central metropolitana, y por su región y la totalidad de la red de pueblos y ciudades que se interrelacionan con la ciudad capital. Este principio general teórico se completa mediante un conjunto de vínculos de escala más próxima igualmente importantes, que alcanzan aspectos fundamentales; por ejemplo la creatividad; el ocio; la investigación y la innovación; el transporte internacional, la proyección cultural, etc. Todo un sistema urbano que se interrelaciona en forma de red trabada por unos nudos, coincidentes con los núcleos nodales de transporte, que se corresponden generalmente con las configuraciones urbanas más importantes de nuestro territorio: a nivel aeroportuario, la Seu d’Urgell/Principat d’Andorra, Alguaire/Lleida, El Prat/Barcelona, Girona o Reus; en cuanto al tren de alta velocidad (AVE), las estaciones de Barcelona, Lleida, Tarragona-Reus, Girona y Figueres/Vilafant.

Se habla de la globalización como fenómeno planetario interconexionado y no nos detenemos a considerar Catalunya como un conjunto estrecha y naturalmente relacionado, tratado como una única entidad territorial, la ciudad-territorio, la ciudad-red, que desmantela la idea de pueblos y ciudades confinados y mínimamente relacionados entre unos y otros. La idea de área metropolitana de 1976, definida como una región urbana donde un centro omnipresente articula un conjunto de subcentros vinculados al primero, es ahora imposible de aplicar a un perímetro acotado situado alrededor de Barcelona. Begues, municipio del Área Metropolitana de Barcelona, se sitúa a 40 minutos de distancia en coche sin atascos,[3] está más lejos de Barcelona que Girona (38 minutos con el AVE). La realidad demuestra la existencia de un ámbito diverso, heterogéneo, pero que en cuanto a intercambios actúa como lo que es: una unidad funcional constituida por el conjunto de Catalunya.

Reconocer Catalunya como ciudad-territorio, como un solo ámbito con presupuesto integrado, permitiría poder abordar, además de las mencionadas cuestiones de carencia de suelo y realización de viviendas de protección oficial; los problemas derivados de la sociedad multicultural y la inmigración; los retos vinculados a la pobreza y la exclusión; la mejora en la capacidad y medios de inserción profesional; la movilidad de la mano de obra y la creación de ocupación; las consecuencias producidas por el cambio climático, y el control de la energía. En un territorio administrativamente fragmentado, se hace mucho más complicado y trabajoso dar respuesta a problemas cada vez más complejos, como la gestión de los residuos, la descontaminación y reordenación de las zonas industriales abandonadas —vinculadas con la reestructuración de las actividades productivas— y el más evidente de todos: la reducción de las desigualdades entre territorios.

Aun así, no puede considerarse la Metápolis como un solo ámbito uniforme y centralizado. En este sentido habría que promover la creación en su interior de zonas o Áreas Territoriales Homogéneas (ATH) de composición voluntaria y flexible. La función de estos órganos de gestión municipal mancomunada sería, en primera instancia, la de administrar, mejorar y abaratar los servicios; a medio plazo, debería conseguir una estructura de entes locales más concentrada y eficiente, eliminando un gran número de los actuales ayuntamientos y racionalizando el funcionamiento de estas administraciones. Inicialmente se tendría que favorecer la cooperación financiera en diferentes ámbitos y la gestión unificada, a fin de lograr economías de escala y atenuar el factor de localización.[4] En este sentido, la formación del mencionado Distrito Central Metapolitano como primer y más importante ATH podría ser un paso revelador; un principio de «desamortización administrativa» que inicialmente podría requerir la constitución de un órgano de coordinación supramunicipal, imprescindible para la organización y gestión de los problemas comunes que afectan a su estructura. Seguidamente tendría que configurarse un nuevo Consell de Cent, constituido por una Asamblea de alcaldes del Distrito Central y del resto del territorio, que actuara como Cámara consistorial en contraposición al Parlamento de los diputados.

Actualmente, Catalunya cuenta con 947 municipios y 9.077 cargos electos entre alcaldes y concejales. En un horizonte que debemos establecer a corto plazo —donde la participación pública será cada vez más abierta y presente, donde la democracia directa tomará cada vez más protagonismo—, la contribución de muchos de estos concejales —principalmente en municipios de menor entidad— puede ser una rémora en la cadena de transmisión de necesidades de la población hacia los órganos de gobierno de las ATH y en último término del DCM, o cuando menos, puede ser cuestionada. Es, pues, esencial, y un objetivo financieramente pragmático, conseguir una reducción del actual número de municipios, uniéndolos administrativamente para crear unidades territoriales de mayor significado; conservando, no obstante, su raíz histórica y manteniéndolos como barrios o entidades municipales descentralizadas, integradas en corporaciones locales más grandes, las que hemos denominado áreas o Ámbitos Territoriales Homogéneos (ATH). En paralelo, se debe permitir que las autoridades locales agrupadas en las ATH puedan unir fuerzas para el ejercicio de sus responsabilidades, creando organismos de cooperación pública flexible, en forma de Centros de Gestión Mancomunada (CGM).

Sería en estos CGM donde los ayuntamientos libremente adheridos a un Ámbito Territorial Homogéneo cederían voluntariamente algunas de sus competencias técnicas y administrativas (planeamiento, saneamiento, seguridad, etc.), mientras que el organismo de dirección política, el consorcio intermunicipal de este Ámbito Territorial Homogéneo, se responsabilizaría de la cooperación asociativa en los temas transferidos (los que, por delegación, corresponderían a su competencia). La iniciativa de creación del ente territorial podría provenir de los mismos municipios o ser una propuesta de la Conselleria responsable de territorio, mientras que la delimitación del perímetro tendría que ser territorialmente coherente con la finalidad perseguida (unir municipios situados en el cauce de un río, junto a un pantano, a lo largo de una carretera, en un valle, alrededor de un parque natural...) La finalidad de la ATH debería ser la de mantener la coherencia y la relación territorial de la aglomeración definida en su objeto fundacional.

Sin embargo, la pertenencia a (o la retirada de) un Ámbito Territorial Homogéneo, que sería libre, no tendría por qué excluir la posibilidad de participar en otros, de forma que un mismo ayuntamiento podría estar integrado en un Ámbito Territorial Homogéneo para los temas relacionados, por ejemplo, con transporte, y al mismo tiempo participar y haber delegado sus competencias en materia medioambiental o de planeamiento territorial en otro ATH. Se trataría de implementar un sistema de gestión flexible y descentralizado, de toma de decisiones técnicas, sociales o económicas, que afectaran a un ámbito superior al del municipio tal y como actualmente está delimitado, y que, a un tiempo, fuese armónico con los otros ayuntamientos afectados por una problemática común. Una organización menos burocratizada, más concentrada y fundamentada en las necesidades del territorio, y menos condicionada por los intereses de partido.

Las ventajas previsibles de esta recomposición administrativo-territorial consistirían en:

	Una mayor rentabilidad y utilización de los equipamientos.

	Generar economías de escala y capacidad negociadora con los proveedores.

	Una mejora en la calidad de los servicios.

	Un proyecto común y consensuado de desarrollo del territorio.

	Una redistribución más eficiente de los recursos con el objetivo de reducir las diferencias y las desigualdades entre los diferentes entes locales.

	Una optimización de los recursos financieros del país.

	Una mayor capacidad y garantía de préstamo.




LA CIUDAD-TERRITORIO: RELACIÓN ESCALADA DE TRANSPORTE PÚBLICO

Barcelona pertenece al rango de ciudades globales. Las multinacionales eligen nuestra ciudad, no por ser sede capital de un estado, situación que facilita las relaciones con el poder político y, por tanto, la generación de contactos y de negocio, sino como centro productivo desde donde fabricar bienes intangibles para distribuirlos a nivel global a través de la red. Ferias como el Mobile World Congress, la Smart City Expo o el Co-Investment Day para financiar proyectos de startups son plataformas que se desarrollan en Barcelona, desde donde se intercambian informaciones para después seguir generando capital productivo. La red es también el medio que nuestros científicos usan para interactuar con otros centros universitarios y de investigación hospitalaria para conseguir avances en los campos de la medicina, la farmacología o la biotecnología.

Catalunya representa el 18,8 % del PIB del Estado español, pero Barcelona supone el 33,6 % del PIB catalán. Estos datos, que son muy parecidos a los de otras capitales de territorios más amplios, muestran la interrelación económica que tienen las ciudades con su ámbito de influencia; es el caso de Barcelona con Catalunya y, como no puede ser de otra forma, también a la inversa.

Una Barcelona confinada dentro de las murallas hasta el año 1854 que para desarrollarse y continuar creciendo se anexionó los municipios independientes situados a su alrededor (Sants, Les Corts, Sarrià, la Vila de Gràcia, Sant Gervasi de Cassoles, Sant Andreu del Palomar y Sant Martí de Provençals). Una metrópolis que actualmente supera su límite estrictamente municipal para constituirse como un barrio más de la ciudad más amplia, manteniendo vínculos productivos de proximidad, como Cerdanyola y su Sincrotrón Alba, o Castelldefels y su Instituto de Ciencias Fotónicas, por ejemplo. Y también más alejados, expandiendo sinergias hacia el resto del territorio: aprovechando el aeropuerto de Girona como cuarta pista, el anfiteatro romano de Tarragona como ampliación de la oferta turística ahora excesivamente centralizada en Barcelona, o en la consideración del parque astronómico del Montsec o del delta del Ebro como zonas verdes de la ciudad considerada en el conjunto de su territorio.

No puede negarse que la movilidad influye en la organización del espacio. La movilidad ha cambiado los hábitos y el uso de los sistemas que ofrecía la ciudad municipio. La ciudadanía ya no se limita a disfrutar de la zona verde más cercana, sino que busca en cada momento el espacio libre más idóneo para desarrollar su actividad de ocio, sin tener en cuenta la frontera municipal o provincial, imponiéndose como límite únicamente la distancia en tiempo de desplazamiento desde su lugar de residencia. Paralelamente, la práctica del teletrabajo en determinadas actividades acerca residencias alejadas a los centros directivos de decisión.

Una movilidad en el área metropolitana de Barcelona que tiene un sistema vial y ferroviario de estructura simétrica y una carga de tráfico desigual. Teniendo como núcleo central el DCM, el sistema primario de movilidad vial es, podríamos decir, simétrico.

En el Baix Llobregat, la C-32 y la C-31 se unen en Les Botigues de Sitges para continuar como C-31. Entre ambos sistemas viales, la antigua C-245 ha sido desafectada para convertirse en una vía cívica, un espacio urbano metropolitano que apuesta por la pacificación de tráfico de los 13 kilómetros de recorrido y prioriza el transporte público, la bicicleta y los peatones, con la consecuente reducción de la contaminación atmosférica y, por tanto, una mejora notable de la calidad del aire. En paralelo a la línea litoral y junto a la playa, la línea de ferrocarriles de cercanías R2 Sur supera el obstáculo del Morrot del Garraf mediante el túnel de Les Botigues de Sitges. En el Barcelonès Nord, la B-20 y la C-31 se unen en Montgat para continuar como C-32. Mientras que los 7 km de la antigua carretera nacional que atraviesa la ciudad de Badalona se ha integrado a la ciudad y ha mantenido, sin embargo, su carácter vial. Al igual que en el Baix Llobregat y también, en paralelo a la línea litoral y junto a la playa, la línea de ferrocarriles de cercanías R1 supera el obstáculo del Morrot de Montgat mediante un túnel que da continuidad a la línea.

Sin embargo, al mismo tiempo, cuenta con una carga de usuarios desigual. Así, según la encuesta de Movilidad en días laborables 2019-2020 realizada por el Área Metropolitana de Barcelona (AMB) y otras instituciones, que da pie a la investigación del Sistema Integrado de Movilidad Metropolitana de Barcelona, las relaciones de mayor magnitud de movilidad dentro de la Región Metropolitana se dan entre el Barcelonès y el Baix Llobregat con 725.000 desplazamientos, mientras que entre el Barcelonès y el Maresme se limitan a 208.000 desplazamientos. A pesar de esta diferencia de flujos, el sistema viario principal de la aglomeración metropolitana norte y sur tiene características equivalentes. Al sur, la C-31 y la C-32 con seis carriles de circulación cada una, que se juntan para continuar en una sola vía, la C-31. Al norte, la B-20 y la C-31 también con seis carriles de circulación cada una, que al unirse en Montgat se convierten en la C-32. Aparte de esta similitud en el sistema vial principal, el trazado de la línea de tren de cercanías R1 norte y R2 sur presenta características afines, en el sentido de constituir una barrera de las poblaciones con relación al litoral.

A pesar de esta aparente similitud, la red principal de la Región Metropolitana Norte incorpora como vial la antigua N-II, mientras que en el sur la antigua C-245 se transformará en una vía cívica de conexión municipal.

En este marco, hay que mencionar la reducida utilización del transporte público y el insuficiente número de desplazamientos que utilizan este sistema entre la comarca del Barcelonès y el Maresme: por cada 100 traslados en vehículo privado se hacen 7 en transporte público (22 de cada 100 en el Baix Llobregat). Esta gran diferencia indica la relativa poca aceptación que posee esta modalidad de transporte entre la población del norte del DCM. Sin embargo, la similitud en el número de carriles de circulación, al tiempo que la diferencia en el número de desplazamientos, más de medio millón de desplazamientos diarios a favor del ámbito sur, hacen pensar en una reducción del número de carriles de circulación para los vehículos particulares y una potenciación del sistema de transporte público con otros medios más eficientes y efectivos que los existentes.

Principalmente, el derribo del viaducto de la C-31 para hacer de esta autovía urbana una calle integrada en la trama urbana de Badalona podría facilitar el cambio de la sección actual y así unir de forma definitiva los sectores este y oeste de la ciudad. En efecto, dado el volumen de tráfico que soporta, no parece razonable mantener los cinco o seis carriles de circulación en cada sentido que, junto a las calles de distribución adyacentes, tiene actualmente la C-31. La anchura de 60 m de este sistema vial permitiría una configuración más integrada en la ciudad y, en caso de derribarse el viaducto existente, permitiría remodelar todo este ámbito, configurando una vía parque acompañada en sus dos frentes por viviendas.

Una Barcelona que debe potenciar su relación con el conjunto del territorio y no restringirse únicamente a aquel más próximo, para así atenuar sus responsabilidades con respecto al resto del ámbito nacional, del cual se abastece, se nutre de energía, y se provee de servicios. También para mitigar sus carencias estructurales, que van desde la falta de suelo para fomentar políticas públicas de vivienda, pasando por la incapacidad de facilitar la movilidad a su núcleo interior, o la incompetencia para socializar sus activos productivos y de su función de capitalidad. La distribución del Valor Añadido Bruto (VAB)[1] entre comarcas de Catalunya configura la disparidad y segmentación existente dentro de nuestro país: un VAB superior a 1000 para las comarcas a lo largo del litoral con un valor destacado el del Barcelonès, con un VAB en 2018 de 81.416,8, seguido de las comarcas del sur Vallès Occidental y Baix Llobregat con un VAB de 26.061,2 y 24.687,7 respectivamente; continúan el Vallés Oriental con 11.796,4 y el Maresme con 8.980,5, y así hasta llegar a las comarcas de la plana central con un VAB inferior a 1000, destacando el de Alta Ribagorça con un VAB de 117,1 o el del Priorat de 155,4. Una diferencia más que significativa que manifiesta la poca irradiación productiva que tiene el DCM hacia el resto de Catalunya.

La diferencia de VAB entre comarcas tiende a la segregación, principalmente del interior hacia la costa y de la costa hacia la capital. Barcelona y su área metropolitana tienen la capacidad y los medios para poder vincularse a escala global con otras áreas igualmente competitivas —con el puerto y el aeropuerto como principales ejes conductores—, dejando marginadas zonas geográficas del país. En este sentido, o todo el territorio catalán actúa como una única Metápolis, o bien el Área Metropolitana de Barcelona seguirá un proceso independiente de segregación que le permitirá continuar creciendo y manteniendo la capacidad de atracción de poblaciones —autóctona o inmigrada— con los previsibles efectos negativos para el resto del territorio.

Una imprescindible permeabilidad territorial y de corresponsabilidad económica, que justifique y (o) compense el uso indiscriminado del territorio por parte de la ciudad capital. Es difícilmente admisible el coste de mantenimiento de los espacios naturales que deben asumir los ayuntamientos de pequeños municipios, cuando en realidad son zonas de ocio de los ciudadanos provenientes de la aglomeración central. Desequilibrios funcionales pero ante todo fiscales que son consecuencia de considerar un territorio catalán administrativamente rígido y desmenuzado en municipios, comarcas y provincias, y corporativamente en ayuntamientos, consejos comarcales y diputaciones, todo estratégicamente limitado por los medios también desmenuzados que otorga el poder del Estado.

Las estructuras de representación política, que se vinculan a los órganos de gestión de las administraciones, son un lastre que no nos permite progresar y hacer efectivos los cambios necesarios para transformar unas organizaciones poco adaptadas a nuestro tiempo, y hacer de la ciudad entendida como un solo territorio que es Barcelona/Catalunya, una aglomeración capaz de competir con el resto de las metrópolis más eficientes de todo el mundo. Para hacerlo posible, como se ha dicho, hay que considerar la ciudad-territorio como una unidad de configuración flexible, permitiendo estructuras administrativas blandas, abiertas, vinculadas entre sí según intereses puntuales o coyunturales, a partir del Distrito Intermunicipal o la Entidad Territorial Homogénea, como queramos llamarla, en tanto que unidad básica.

El mantenimiento de las viejas comarcas naturales o divisiones políticas muestra una postura sentimental histórica, encomiable, pero poco eficiente desde el punto de vista de la permeabilidad y sinergia territorial. Muy poco efectiva cuando lo que debemos considerar son los puntos nodales de máxima concentración de servicios e infraestructuras y atracción de capital. La Metápolis debe concebirse desde la idea de promover, en torno a unas polaridades funcionales (históricas o no), el desarrollo de unas matrices urbanísticas que sean suficientes como para conseguir un territorio homogéneo.

Es este principio fractal de la administración de la Metápolis la que favorece la flexibilidad cooperativa entre los distintos núcleos o Entidades Territoriales Homogéneas que la componen. De alguna forma, es evitar la rigidez orgánica que generan las actuales administraciones, para dirigirnos hacia una forma de gestión definida por el principio de ductilidad y movilidad administrativa.

Se ha dicho que la nueva ciudad debe minimizar la necesidad de trabajar en un punto central y, al mismo tiempo, maximizar la posibilidad de trabajar desde puntos alejados de esta centralidad. En Barcelona, la primera parte de esta afirmación solo será posible con la descongestión de los servicios terciarios y cuaternarios, o sea mediante la dispersión polarizada de los puntos de interés por todo el territorio. Esta primera, como la segunda parte de la afirmación, solamente puede conseguirse con la implantación de infraestructuras de movilidad físicas y virtuales eficaces que aseguren la máxima conexión en el conjunto del ámbito catalán.

A menudo se define como suburbio el espacio donde se pone de manifiesto el desequilibrio de los niveles urbanos, el ámbito de la ciudad uniforme y sin posibilidad de relación social, económica, con el resto de la aglomeración. Sin embargo, muchas veces asociamos el suburbio al barrio degradado habitado por familias oprimidas, con un bajo nivel de renta, pero esto puede ocurrir tanto en espacios urbanos con niveles económicos de miseria como en otros llenos de riqueza. El elemento y principio esencial en ambos casos es la carencia constituyente del tejido urbano, que es el de la complejidad y cohesión social. Una complejidad y cohesión social que, a fuerza de expulsar a su población más vulnerable, se está perdiendo en el municipio de Barcelona.

Paralelamente, cabe mencionar la poca utilidad de esta división comarcal. Lloret de Mar es una de las poblaciones de la comarca de La Selva, que tiene como capital Santa Coloma de Farners. Lloret de Mar configura, junto a Blanes y Tossa de Mar, una estructura lineal costera con unos problemas, ambientales, poblacionales y turísticos, sociales... muy distintos a los que presenta Santa Coloma de Farners. Lo mismo puede decirse de las poblaciones costeras del Alt Empordà, cuya capital comarcal es Figueres. Una población que está vinculada mediante el AVE a la Catalunya Norte, situación que le aporta un potencial de centralidad comercial y de desarrollo, y una problemática muy diferente al de Roses, Port de la Selva, Cadaqués o Port Bou, poblaciones que sin embargo tienen en Figueres su capital comarcal.

Estos son dos de los muchos ejemplos que nos hablan de cómo la realización de infraestructuras y evolución del modelo económico que han transformado en los últimos años nuestras poblaciones configuran ahora unas relaciones en el territorio distintas a las que se previeron en su momento. Unos supuestos que justificaron la actual configuración administrativa de Catalunya y que la transformación del modelo económico y del sistema de comunicaciones ha desbaratado.

La alternativa a esta compartimentación administrativa la constituiría un sistema abierto de ciudad continua o Metápolis, que se concretaría por un perímetro basado en los accidentes geográficos constitutivos de nuestro país. Este modelo urbano sería, ante todo, un sistema constituido de estructuras descentralizadas, que sin negarle valor al centro, extendería sinergias por todos los puntos del territorio.

El policentrismo es la lógica consecuencia de una voluntad de equidad y requiere unas interrelaciones sociales y económicas fáciles e intensas mediante las denominadas infraestructuras de comunicación. El conjunto de las infraestructuras de comunicaciones y servicios es el que nos asegura el intercambio de información, de bienes, servicios y personas y, en definitiva, la creación de la red imprescindible para crear ciudad. Las intersecciones de esta red son los puntos de tensión máxima diseminados por los distintos polos del territorio, son encrucijadas diversamente caracterizadas pero básicamente equivalentes y complementarias.

La exposición de este patrón teórico caracteriza la descripción de un modelo aplicable a Barcelona versus Catalunya entendida como Metápolis, percibida como un conjunto histórico, de igual expresión cultural y limitado por unos confines naturales y geográficos. Un ámbito policéntrico que ocupa de forma discontinua una extensión de 32.100 km², lejos de los 263.000 km² de superficie de la ciudad china de Hulun Buir o de la de Los Ángeles de 91.460 km², pero más cercana a la extensión del área metropolitana de Nueva York de 34.450 km² o la del Länder, de la ciudad estado de Hamburgo, de 19.000 km².[2] Áreas metropolitanas que son expresiones que definen territorios fuertemente interconectados, aquellos que configuran su verdadera unidad funcional. En este sentido, podemos considerar Catalunya como una extensa área urbana o, según definición de François Archer, la «Metápolis», que está constituida por una red de centralidades, en la que a cada nudo de la red le corresponde una aglomeración. De este modo, el conjunto de todas ellas forma la constelación de confluencias que cohesiona el país y da fuerza al espacio de máxima centralidad, constituido por el DCM.

Disponer de una buena infraestructura de comunicaciones, eficiente y asequible, permite acercar territorios de gran calidad ambiental y residencial a los puestos de trabajo. De nada sirve tener un suelo a buen precio que facilite hacer viviendas a precio moderado, si este se encuentra a más de media hora de distancia del puesto de trabajo. Sin suelo barato no puede haber vivienda accesible y, como ya se ha dicho, en caso de que el sector privado deje de tener el control del mercado del suelo, un aumento de la oferta no desemboca necesariamente en una disminución de su precio. En este escenario hay que insistir en conseguir una legislación que facilite la gestión del suelo que alimente un banco público y, por otro lado, organizar un territorio relacionado a diferentes escalas complementarias de movilidad, lo que nos permitiría avanzar hacia el objetivo de deslocalizar la demanda, garantizar una vivienda de calidad para todos, independientemente del nivel de renta, y extender sinergias de la ciudad capital hacia el resto del territorio.

Esta visión estructural que se desprende del enunciado anterior comportaría un modelo de movilidad adaptado y consecuente con la nueva realidad de ciudad-territorio o Metápolis. Esta red —que debería irrigar e intercomunicar todo el país— puede estructurarse siguiendo una gradación de escalas según el diferente modelo de movilidad proyectado. Hoy, las grandes infraestructuras facilitan la permeabilidad entre pueblos, comarcas o regiones y permiten, en el mejor de los casos, pensar en el acercamiento, y no exclusivamente físico, de los territorios. Así se pueden definir seis escalas de movilidad territorial (0-1-3-5-7-14) que conllevan también una forma de relación específica con el núcleo generador que consideramos es el DCM. Cada una de estas escalas corresponde a un número aproximado de millones de habitantes que lo ocupan y a los que es necesario promover, relacionar y dar servicio.[3]

Escala 0. El de la escala interna del Distrito Central o microcentro, definido por una movilidad a pie o en bicicleta que en el caso de Barcelona estaría constituido básicamente por Ciutat Vella, Gràcia y el Eixample, básicamente. En otras ciudades o puntos nodales de la red, esta escala estaría definida por un principio de movilidad similar. En esta escala se trata de reanudar el proyecto de proximidad habitual en los pequeños municipios, la Barcelona de los 15 minutos del profesor Carlos Moreno, en la que todos los servicios imprescindibles para el ciudadano estarían situados a una distancia a pie o en bicicleta que pudiera ser recorrida en dicho plazo de tiempo.

Escala 1. El Distrito Central constituido por las ciudades que configuran el ámbito del espacio interior en las Rondas de Dalt y del Litoral.[4] En este ámbito, Montjuic es su espacio libre central y el sistema de movilidad característico por la gente que trabaja y reside, dentro de este perímetro urbano, debe ser esencialmente el metro. Un metro que es el sistema de transporte público y masivo adecuado para núcleos densos como es este de 17.202 habitantes/km².

Escala 3. La circunscripción nuclear está constituida por parte de la actual área metropolitana. Es la aglomeración de los 3 millones de personas que utilizan como medio de transporte los Ferrocarrils de la Generalitat. El entorno inmediato que abastece y ampara este Distrito Central Metapolitano es el territorio delimitado por los ríos Llobregat en el sur, el río Sec y la B-30 en el oeste y el río Besòs al norte y que se aglutina alrededor del gran parque metropolitano de Collserola. El sistema de movilidad integrado que debería dar sentido y caracterizar este entorno deberían ser unos FFCC con una red más extensa y más rápida con frecuencias de paso más cortas, reduciendo el tiempo de espera a los pasajeros para hacer de este ámbito un sistema urbano continuo.

Escala 5. La de la región medular que cuenta con aproximadamente cinco millones de personas, conforma la realidad productiva y de intercambio de bienes más significativa del país. Constituida por los dos Vallès, Maresme, Garraf y el Barcelonès, es actualmente una realidad económica que es necesario expandir hacia otras regiones y ampliar hacia otros sectores como el del turismo (habría que explotar el turismo del patrimonio industrial existente, por ejemplo). La Barcelona cultural, turística y de servicios avanzados necesita de la realidad productiva y manufacturera que suministra el resto del territorio. Esto, que es una realidad vivida por la población y el sistema productivo, no viene acompañado de la necesaria inversión pública que permita seguir siendo competitivos. Las alternativas a los trenes de cercanías debería ser el sistema de movilidad propio de esta escala y debería garantizar un transporte público rápido y eficiente para asegurar el intercambio de bienes y personas entre estos territorios y también entre ellos y el Distrito Central.

Escala 7. La línea de alta velocidad, con nuevas estaciones y un aprovechamiento de esta infraestructura para transportar mercancías, sería la base que articulara la aglomeración extensa constituida a partir del sistema de centralidades urbanas que configura el conjunto de Catalunya. Las grandes infraestructuras del país, aeropuertos y puertos, principalmente, deben estar vinculadas por la red de alta velocidad. La privatización del servicio ferroviario de 2020 debería abrir nuevas oportunidades a la alta velocidad ferroviaria, como la de integrarse en la red europea de ferrocarriles a través de Girona, o la unión del aeropuerto de Girona o el de Reus con en El Prat pasando por las estaciones norte y sur del Distrito Central. Pero no todos los servicios regionales deben circular por el corredor del Distrito Central; un buen número puede hacerlo por un sistema prelitoral en torno a Collserola evitando la congestión de la aglomeración central. La verdadera constitución de centralidades regionales solo puede ser posible si las infraestructuras de transporte público (cómodas, rápidas, eficientes y económicas) las hacen viables. Paralelamente, es necesario restringir el acceso mediante el transporte privado al Distrito Central. Sin embargo, un sistema de peaje urbano en el interior de las rondas no es posible sin que previamente no se haya logrado la realización de un transporte eficiente hacia grandes equipamientos (como el Liceu, el Auditori o los museos nacionales) y de accesos para vehículos en las grandes infraestructuras de servicio, como el puerto, las estaciones ferroviarias o los grandes estadios.

Escala 14. Complementariamente a las cinco escalas anteriores, podemos hablar de una sexta que nos vincula con el resto del continente. La que se identifica desde 1957 como Área Metropolitana de Barcelona, que es la conurbación más importante que existe entre la de París y hasta Algeciras. Hay que potenciar el eje ferroviario de alta velocidad para fortalecer Catalunya como la eurorregión del sur. La unión por AVE del sur de Francia con el puerto de Barcelona, pasando por el aeropuerto de Girona, potenciará este aeropuerto e incrementará el número de usuarios, principalmente del sur de Francia, facilitando así el funcionamiento y la rentabilidad de ambos aeropuertos. El aeropuerto de Reus, más cercano a la aglomeración central, puede ser una alternativa válida para la descongestión de El Prat, acogiendo los vuelos internacionales y, por tanto, facilitando la creación de nuevas rutas transoceánicas. El puerto de Barcelona puede ser la puerta de salida de las mercancías del sur de Francia y debe ser un referente de gestión ambiental: los barcos deberán desconectar sus instalaciones alimentadas por combustibles fósiles y conectarse a las instalaciones del puerto que les debería proveer de energías renovables. El corredor del Mediterráneo es una infraestructura primordial, pero la unión del puerto de Tarragona al de Barcelona por ancho de vía de tren europeo es fundamental. La línea ferroviaria Can Tunis - Túnel de Perthus - Bettembourg (la llamada «autopista ferroviaria») debe rehacerse con trazado de vías de ancho europeo.

Un modelo de movilidad que implica un conjunto de medidas fundamentalmente vinculadas al transporte público, para cohesionar el territorio, evitando zonas marginadas del progreso económico y hacer que las externalidades productivas que se generen en el Distrito Central Territorial o Metapolitano puedan llegar hasta las zonas más alejadas de la capital.


LA NUEVA MOVILIDAD, SINÓNIMO DE ELECTRICIDAD

Las multinacionales de nueva generación son ahora centros virtuales de admisión y distribución de datos, en los que el producto comercial no es más que la consecuencia de la información o anuncio de un producto, que es suministrado por el proveedor de la mercancía que se fabrica en algún lugar del mundo. Al contrario que antes, cuando estas multinacionales estaban arraigadas en el territorio, ahora son extremadamente volátiles. No tienen sede, tienen sistema y forma de distribución. La gestión de datos relaciona a personas y mercancías con empresas de transporte a través de una comercializadora virtual.

Este modelo cada vez más presente mueve objetos en lugar de individuos, y el servicio de entrega a domicilio sustituye al antiguo de recogida directa, en persona. Una nueva situación que implica una movilidad continua, que en caso de ser autónoma se hace preferentemente durante la noche.

No se puede negar que la movilidad influye sobre la organización del espacio. El crecimiento urbano que había formado ensanches que ampliaban la ciudad hacia territorios vecinos anexados, ahora se plantea como un desarrollo discontinuo en torno a polaridades bien definidas y conectadas entre ellas por una red de comunicaciones veloz, segura y sin atascos. Lo que en algún momento para descentralizar la actividad de la ciudad central se había establecido en forma de centros direccionales ubicados en la primera corona metropolitana, ahora deben relocalizarse mucho más alejados, ubicándose en los puntos estratégicos que constituyen las cruces formados por los principales puntos de intercambio nodal. En este sentido, se trata de superar la tradicional polarización centro-periferia para dar el mismo valor a todo el territorio metapolitano. Lo que significa afirmar la existencia de un espacio adaptado para ser organizado más allá de la ciudad definida por la aglomeración compacta.

Un individuo que debe recorrer una distancia importante tiende a utilizar el modelo de transporte más rápido, el coche o la moto (dos de los sistemas más nocivos para el medio ambiente y la seguridad). Ni que decir tiene que el sistema menos contaminante y más saludable de movilidad es andar. Sin embargo, la actividad tradicional del paseo y de ir a hacer la compra a pie ha dado paso de forma cada vez más presente al intercambio virtual, y lo que hasta ahora necesitaba del contacto individual y material, se sustituye por el servicio de entrega a domicilio. Lo que antes era abastecerse en determinados espacios de almacenamiento especializado, creando flujos de gente hacia determinados núcleos de interés, actualmente el proceso estalla y va en dirección contraria. Ahora son los núcleos de aprovisionamiento o distribución los que se desperdigan en pequeñas unidades para abastecer todo tipo de productos al destinatario final. Este nuevo modelo comporta un mayor número de desplazamientos motorizados, que pasarán a ser mayoritariamente con vehículos eléctricos, si se quiere aliviar la contaminación ambiental y, al ser preferentemente durante la noche, serán autónomos para reducir el coste de los sueldos de los trabajadores en horas nocturnas.

Si el transporte de mercancías puede ser eléctrico y autónomo, también el transporte público debe ser en muchos casos automático, es decir, sin conductor y en ciertos itinerarios sustituido por un vigilante para poder dar servicio de forma segura a cualquier rincón de la ciudad-territorio. Las urbanizaciones periféricas son de difícil acceso y poco rentables para abastecerlas de un transporte público tradicional mínimamente eficiente y económicamente sostenible. Un transporte público de reducida capacidad y sin conductor puede hacer viable unas redes locales más extensas. Estas redes deben estar relacionadas y a distintas escalas complementarias de las descritas en el capítulo anterior.

Actualmente, el grado de insatisfacción de los usuarios del transporte público es considerable y desproporcionado a la gran cantidad de recursos que anualmente inyecta en el sistema la Administración. Al mismo tiempo, el sistema de tarificación es doblemente injusto para las familias con menos recursos; primero las expulsamos de la ciudad central alejándolas de los puestos de trabajo y después aplicamos las tarifas de transporte, en función de la distancia, donde las más caras son aquellas que deben recorrer un trayecto más largo para llegar a la ciudad proveedora de servicios.

En este contexto, las primeras intervenciones de cohesión a gran escala de la ciudad-territorio deberían tener las siguientes prioridades:

	Mejora de las redes de transporte público actual en cuanto a tarifas (diferenciadas en horas punta y horas valle), confort (evitando la masificación), frecuencia de paso, etc.

	Finalización de la línea 9 y ampliación del metro y FFCC, para alimentar la escala 1 y 3. 

	Reorganizar las cercanías sustituyéndolas por el tranvía (considerado como metro ligero) a lo largo de la antigua N-II una vez desafectada la C-32 para reemplazar los trenes de la costa; la del Maresme y el del Baix Llobregat hasta en el puerto de Mataró y Les Botigues, respectivamente, creando dos estaciones de transferencia con el tren tradicional en estas poblaciones. La nueva línea daría servicio al conjunto de la población del ámbito definido de escala 5.[1] 

	Por último, a escala de ciudad-territorio o escala 7, modificar el trazado de la alta velocidad para enlazar las grandes infraestructuras (puertos y aeropuertos) y llegar a los centros de las aglomeraciones históricas catalanas de Girona y Lleida, pero también Tarragona.



Por otra parte, hay que valorar positivamente la función principal que asegura la red vial existente, un sistema arterial progresivo que va desde la autopista, la carretera y se adentra hasta el municipio para acercar la masía más apartada. Sin embargo, la carretera vinculada de forma natural al coche no forma parte, más que de forma simbólica, de las propuestas de mejora de la conectividad del área metropolitana. Sin embargo, hay que insistir en que es la infraestructura que garantiza la óptima capilaridad de nuestro territorio. Se trata de un activo nada desdeñable que no puede ser descuidado, fundamentalmente por cuatro razones:

	Actualmente, es todavía la infraestructura de soporte de los desplazamientos más utilizada por los usuarios de las áreas más pobladas de Catalunya.

	La calidad de la red que ofrece en la aglomeración central es muy deficiente y se producen congestiones diarias en las entradas y salidas de la capital. Una situación que, además de penalizar a los usuarios con pérdidas de horas de trabajo y de ocio, produce una gran cantidad de emisiones contaminantes en situaciones de «stop and go» o parada y arranque.

	Los atascos que se producirían de no mantener la red vial en condiciones no estimulan la inversión internacional, muy sensible a la calidad y fluidez de la movilidad, principalmente desde el aeropuerto y en general del resto de trayectos y mercancías.

	Los activos de infraestructuras viarias existentes son más dúctiles que el trazado ferroviario, para que a medio o largo plazo puedan adaptarse a nuevas formas de movilidad.



Las carreteras garantizan el acceso desde las urbanizaciones alejadas a las estaciones de intercambio. Una vez llegados a estos nodos de transferencia de la red primaria, que serían las respectivas estaciones, desde estas —y para llegar a los puestos de trabajo y de regreso a las residencias alejadas— habría que prever unos espacios para facilitar el intercambio de sistema de movilidad. Desde el transporte colectivo a una modalidad individualizada y particularizada de transporte autónomo no contaminante. En lo que se refiere al transporte colectivo, podría consistir en minivehículos de pasajeros sin conductor, mientras que a nivel individual se podrían prever estacionamientos seguros, con puntos de recarga de electricidad para alimentar los nuevos modelos de movilidad: el coche, la moto, la bicicleta o el patinete.

Hablar de estos sistemas de movilidad no contaminante es hablar de electricidad y acceso universal a esta energía a precio asequible, una cuestión que será esencial plantear, dados los grandes intereses económicos que históricamente se han concentrado en un reducido número de grandes empresas.

En 2018, el Ayuntamiento de Barcelona promovió la Modificación del Plan General Metropolitano para regular los aparcamientos en los edificios de Barcelona. En Barcelona, como en otras ciudades catalanas, gran parte de los garajes están en el subsuelo de los inmuebles, lo que no facilita la instalación de cargadores individuales en las plazas de estacionamiento para facilitar la carga en horario nocturno más cómodo y económico. Facilitar la colocación de cargadores eléctricos en los edificios existentes es un objetivo asumible para cualquier administración, siempre que facilite su gestión a las comunidades de vecinos y las asesore en el sistema más adaptado a las condiciones y régimen de pertenencia del local de aparcamiento.

Las administraciones de las ciudades del área metropolitana de Barcelona (AMB) están más sensibilizadas en impedir el uso del vehículo que en promover el cambio a la utilización del vehículo eléctrico; y eso a pesar de que un estudio de Barcelona Regional [2] (organismo público metropolitano) del año 2014 señala las ventajas de este tipo de movilidad. Este estudio concluye que —en la mejor de las hipótesis de implantación— en seis municipios del área metropolitana [3] supondría una reducción para la ciudad de Barcelona del 19 % de óxidos de nitrógeno y del 14 % de las partículas inferiores a 10 micras, además de la disminución de las emisiones de gases de efecto invernadero del 18 % o, lo que viene a ser lo mismo, de 170.963 t/año. Un estudio útil para las autoridades municipales, que deberían tener en cuenta la dificultad que supone el cambio cultural que implica la renuncia a usar el automóvil particular como medio de transporte. En este sentido, habría que valorar como alternativa, o como transición hacia un nuevo modelo, una movilidad más sostenible, teniendo en cuenta la dificultad que supone el apego que por vehículo a motor tiene la sociedad catalana.

Para Cataluña, el cambio de paradigma de las energías fósiles a las renovables tiene, sin embargo, una trampa llamada Red Eléctrica Española. El aumento creciente de la producción de energías renovables, de fabricación más barata, sin embargo, no baja sustancialmente el precio del suministro eléctrico. De esta forma, la empresa que monopoliza la distribución eléctrica de alta tensión en todo el Estado acumula beneficios crecientes. Mientras que en 2010 las ganancias netas de la compañía eran de 390 millones, en 2018 ya eran de 704 millones. De seguir así, con el aumento seguro y constante de la demanda eléctrica —por parte de las organizaciones empresariales y profesionales, las industrias, los hogares, además de la debida a los nuevos modelos de movilidad— hará subir aún más la tarifa eléctrica, que en España ya es la quinta más cara de los 28 países de toda la UE (concretamente en España es de 24 céntimos de euro el kW/h, mientras que en Holanda o Luxemburgo es de 16 céntimos y en Francia, 18). De mantenerse el monopolio de la distribución eléctrica y la intermediación de las grandes compañías para suministrar a las comercializadoras el riesgo de exclusión energética de una parte importante de la población, por la imposibilidad de hacer frente al coste de la electricidad, puede ser una realidad dramática en los próximos años.

Para combatir ese monopolio es esencial aumentar la producción mediante sistemas autónomos que sean independientes de la actual estructura de negocio estatal de distribución y acercar la generación de energía al consumidor, cosa que permitirá reducir las tarifas de consumo. En la medida de lo posible, hay que acercar los sistemas de producción energética a los lugares donde su consumo es más importante para evitar las pérdidas debidas al transporte de esta energía y preservar los espacios naturales. La inducción magnética; las autopistas inteligentes con cargadores para las baterías de los coches que puedan hacerlo sin detenerse; las centrales eléctricas de bombeo en las cabeceras de los ríos y pantanos; las urbanas fotovoltaicas para el consumo local, el aprovechamiento de las baterías recicladas de los coches para almacenar la corriente, etc. serían algunos de los muchos ejemplos de modelos autónomos que se podrían abordar para conseguir un sistema antimonopolio de distribución y, de este modo, también un país más independiente energéticamente, más inclusivo socialmente y más competitivo económicamente.

La reducción de las emisiones contaminantes por efecto de la movilidad será una constante obligada que se hará patente en los próximos años [4] (programa «Aire puro para Europa» de 2013). Asimismo, el tránsito desde el uso generalizado de las energías fósiles en los sistemas de movilidad (renovación de todo el parque de coches, modernización de trenes, cambios en las industrias, nuevos sistemas de carburantes para los aviones, etc.) hasta su adaptación a un sistema económico y productivo energéticamente más sostenible y resiliente, no se podrá hacer de forma inmediata y, por desgracia, todavía tardará varios años. Mientras esto no se produzca de forma generalizada y efectiva, habrá que tomar medidas de contención de las emisiones producidas por los agentes más contaminantes. Uno de los más significativos es el de la movilidad urbana.

En este marco, las acciones públicas para fomentar el transporte público de algunas municipalidades son las de reducir el uso del vehículo particular, poniendo todo tipo de obstáculos en la calzada para ralentizar al máximo la circulación y hacer que el conductor-usuario, harto de congestiones, opte por el transporte colectivo. El principio que fundamenta las actuaciones dirigidas a obstaculizar el tráfico de vehículos dentro de la ciudad es la creación de atascos mediante el estrechamiento de los carriles de circulación para provocar el efecto túnel, la permisión con el aparcamiento en doble fila, la reducción de los viales de circulación con carriles para movilidades alternativas, dejando un paso único para los vehículos particulares (los cuales deben compartir este carril con taxis, ambulancias y bomberos, con los conflictos que ello conlleva), etc.

Hay que tener presente que la fabricación de un autobús de 12 toneladas consume diez veces más de energía que un coche de 1,2 toneladas y emite diez veces más de CO2 que el mismo coche (un automóvil de 1,2 t no es precisamente de los más ligeros que existen en el mercado). El autobús consume de 7 a 8 veces más de carburante que un automóvil; es decir, que un bus que circula por la ciudad con 7 personas equivale a no menos de 7 coches particulares con una única persona como ocupante. Es, pues, una paradoja inherente al transporte público, que no puede ir ni muy vacío ni tampoco muy lleno pues, además de incrementar el consumo de energía, fomenta el rechazo de los usuarios. Además, cabe añadir que la electrificación de este tipo de transporte, si bien contribuye significativamente a la reducción de la contaminación local y a la dependencia del petróleo, no cambia de forma significativa la producción de CO2, si en el proceso de fabricación de este autobús (baterías incluidas) no se utilizan energías renovables. Es más, el nivel de emisiones puede llegar a ser superior al que supone fabricar otro de características similares de combustión.

Sin embargo, las grandes ciudades promueven el uso de autobuses eléctricos para reducir su contaminación dentro de su perímetro, pero con esta política corremos el peligro de trasladar a los agentes contaminantes desde la ciudad central a las periferias industriales. Se trata pues de un problema complejo y con multitud de matices para el que no basta con adoptar la simple medida unilateral de cambiar un sistema de trasporte individual por otro colectivo. Es pues un proceso obligatorio el de reducir la movilidad particular en beneficio de otros sistemas colectivos, pero que precisa de una concertación que excede los límites de un municipio, e implica una evaluación constante de las consecuencias y los efectos que cada medida puede suponer para el conjunto de un área de afectación geográfica o climática y no tan solo territorial.

El estudio realizado por la Direction Regionale et Interdepartamentale de l’Equipement et de l’Aménagement de l’Ille-de-France (DRIEA por sus siglas en francés) estudió el posible comportamiento de los usuarios para 2035, en el supuesto de implantar el Réseau de Transport Public du Grand Paris (RTGP). El resultado fue que bajaba la circulación de coches un 0,5 % mientras que se incrementaba el uso del transporte público en un 2,6 %. Este aumento de usuarios se debía a que se aumentaba el confort de la red de transporte público como resultado de la reducción del tiempo de espera y la falta de aglomeraciones. Sin embargo, esta nueva red no aumentaba significativamente la demanda de nuevos usuarios ni reducía de forma notable el uso del automóvil.

Una política de negación o contraria al uso del vehículo particular entra en conflicto con la gran industria automovilística y la gran masa de trabajadores que arrastra. También con la maquinaria de medios publicitarios que fomentan la compra, por no hablar de la dificultad de olvidar lo que para varias generaciones de nuestro país supuso la posesión de un automóvil y lo que todavía representa como indicativo externo de progreso. Algo que está imbuido en nuestro imaginario colectivo y que es difícil de borrar.

En este sentido, cabe mencionar la transformación que la gran industria del motor de combustión está haciendo hacia el sistema eléctrico y el automóvil autónomo; un cambio de modelo que probablemente hará estabilizar el número de usuarios o vehículos al actual. Además de este supuesto, se debiera tener en cuenta el previsible aumento de movimientos de vehículos de transporte de mercancías y paquetería, que circularán por las calles de la ciudad durante las 24 horas. Una hipótesis que implicará que pronto la ciudad volverá a necesitar una capacidad vial similar a la actual para acoger este tipo de movilidad.

Esta utilización previsible a medio plazo de la estructura vial de la ciudad deberá valorarse a la hora de aplicar soluciones caras y de difícil reversión. Sin contar con los efectos negativos inmediatos que puede producir una simple política de reducción de los canales de circulación, permitiendo o colocando obstáculos, para provocar un tráfico menos fluido.

A pesar de estos escollos al uso del vehículo particular, los niveles de contaminación en el municipio de Barcelona desde el año 2010 hasta 2019 no se han reducido; al contrario, han aumentado,[5] aunque según el artículo de Jordi Subirana del mes de agosto de 2018 en Metròpoli, el parque automotor de la ciudad se ha reducido y ha pasado de los 625.000 coches en 1999 a 588.000 en 2016. Cabe decir que, si en el municipio de Barcelona el parque automotor se ha reducido y que, además, ahora hay más coches eléctricos, la contaminación proviene de otras fuentes o bien que los atascos y la congestión de vehículos son el origen de las emisiones contaminantes. En este sentido, y teniendo en cuenta que el número de vehículos de motor de combustión todavía estarán presentes durante bastantes años en la aglomeración metropolitana, es necesario intentar minimizar sus efectos negativos sin crear al mismo tiempo zonas de congestión generadoras de gases tóxicos. Una producción de emisiones generadas por los motores durante los atascos, paradas largas y situaciones prolongadas de parada y arranque, cuyo cálculo estadístico para justificar medidas restrictivas de tráfico en determinados lugares de la ciudad a menudo se descuida o se ignora expresamente.

De la misma manera, hay que tener presente que mantener una flota de 10.500 taxis, si están desocupados y en constante movimiento, es una importante fuente de contaminación. Una situación que, como se ha hecho en otras ciudades, ha sido erradicada fácilmente obligando a los usuarios a utilizar las paradas para acceder a este servicio. Paralelamente y, para incentivar el cambio de vehículo hacia el eléctrico, podría permitirse que los taxis con este tipo de vehículo pudieran circular libremente sin necesidad de quedarse estacionados en las paradas para atender al cliente.

No obstante, la implantación en Barcelona de cualquier medida, sin concertarlo con el resto de la conurbación metropolitana, ha comportado que estos municipios vecinos hayan tenido que asumir, sin medios ni formas de compensación, los problemas aducidos por las restricciones tomadas por el ayuntamiento de la capital.

Opuestamente a la política restrictiva que ha adoptado el Ayuntamiento de Barcelona, otras ciudades optan por facilitar una circulación vehicular más fluida, disminuyendo el ciclo de frecuencia de los semáforos,[6] por ejemplo, al tiempo que reducen algunos carriles de circulación de coches y crean ciclovías. Una medida que pretende evitar la congestión vehicular por efecto de los atascos, que generan una gran cantidad de gases contaminantes. Con esta regulación —que acorta los tiempos de parada y, por tanto, de espera—, además, los conductores están más atentos al cambio semafórico y se producen menos demoras por distracción —con el teléfono, leyendo mensajes, cambiando de emisora de radio—, y todo eso hace que disminuya de forma proporcional la emisión de partículas y CO2.

Paralelamente, París, Londres, Nantes o Rennes, entre otras ciudades, incluso se están planteando suprimir gran parte de sus semáforos para activar así la circulación de los vehículos particulares.[7] Con esta medida se ha conseguido reducir la velocidad de los vehículos e incrementar la fluidez del tráfico y la seguridad vial. En Filadelfia, hace veinticinco años se suprimieron los semáforos en 71 cruces y se cambiaron por señales de ceda el paso; el resultado fue de una reducción del 25 % de los accidentes. Cabe decir en este sentido que París —capital de Francia y que genera una atracción económica y de movilidad superior al de Barcelona, que tiene un parque automovilístico más importante, con un área metropolitana más extensa y una superficie urbana de quinientos mil habitantes más— cuenta con 1.805 cruces de calles equipadas con semáforo, mientras que Barcelona tiene 1.734, solo 71 semáforos menos que la capital francesa.

Por el contrario, en el caso de Barcelona se ha optado por impedir el tráfico continuo en determinadas áreas. De esta forma las llamadas superilles, las supermanzanas, se configuran como unidades urbanas constituidas por la suma de varias manzanas de edificios, donde el espacio vial se transforma en dominio exclusivo para los peatones y se limita el tráfico motorizado a los accesos de garajes y suministro de mercancías. La supermanzana forma parte de esta política de disuasión del uso del automóvil.

Así pues, las calles interiores de las supermanzanas son espacios donde el derecho de paso de coches ya no es la función principal, sino que se convierten en verdaderos obstáculos para la fluidez de la circulación vehicular.

Sin embargo, una supermanzana supone aumentar los recorridos, al hacer que un vehículo que quiere atravesar el tapón que supone este obstáculo, para poder ir de un lado a otro de la calle de forma ininterrumpida, tenga que recorrer en vez de los 300 m que circularía en línea recta, un total de 500 m, ahora en línea quebrada. Una actuación que aumenta el tráfico vehicular en las calles adyacentes y provoca congestiones por la concentración de coches en menos número de carriles. En esta hipótesis, y siempre que no se logre reducir el volumen de desplazamientos dentro del barrio, se produce una cantidad de gases contaminantes equivalente al incremento de tráfico que genera el desvío de la circulación.

Los puntos supuestamente más problemáticos para la circulación vehicular de las supermanzanas se encuentran en los cruces de intersección de las calles de circulación transversal con las calles descendentes. Un encuentro en el que coinciden los vehículos que deben girar de forma obligada con los coches que circulan normalmente por la calle receptora.

Para incrementar el espacio peatonal, pero sin crear puntos conflictivos para la circulación de vehículos, una alternativa sería hacer calles peatonales que, sin perder su carácter viario, se convertirían en ejes naturalizados.

Unos ejes que podrían vincularse a los patios de manzana recuperados como zonas verdes. Se trataría de utilizar a tal fin aquellas calles en las que la circulación de vehículos se dobla actualmente por otra calle paralela adyacente. Llançà por la calle Tarragona, Comte Borrell por la calle Viladomat, calle Provença por la calle Mallorca, etc. Siguiendo con este principio no podemos olvidar el eje principal del Eixample que es la Gran Via. Una arteria desaprovechada como eje peatonal que tiene en la Plaza de Les Glòries Catalanes su conclusión. La remodelación de esta avenida es una operación urgente y sin duda es de mayor trascendencia que otras que están a punto de ser planteadas actualmente.

La calle de Enric Granados puede ser un ejemplo. Se trata de una calle que tiene la misma dirección descendente que la calle Balmes, pero que no impide la circulación transversal. En el caso de hacerla todo de uso peatonal, implicaría seguir con el mismo nivel de tráfico que el actual. La diferencia con la supermanzana es que, por el tráfico de vecinos y por el transporte de mercancías, supondría unos 100 m más de trayecto (150 en el peor de los casos para acceder al garaje situado entre dos calles).

Estos ejes podrían constituir la trama verde del Eixample, que se complementaría con los recuperados patios interiores de manzana, vinculados a estas calles convertidas en parques lineales. En el estudio realizado por encargo de Proeixample en 1999,[8] se estableció un principio teórico para la recuperación de los interiores de manzana. De esta forma, y siempre que la gestión fuera viable, se pretendía recuperar un interior de manzana por cada nueve, de modo que cada vecino de los inmuebles de alrededor tuviera como mucho, a una distancia máxima de 250 m, una zona verde. Además, cada patio de manzana debía asegurar un mínimo de dos entradas o salidas por planta baja para favorecer la permeabilidad de la zona verde, y evitar el efecto callejón sin salida, lo que permitiría la construcción de una trama continua de espacios verdes, constituida por la unión de diferentes patios de manzana vinculados al eje de la calle, convertido ahora en vial naturalizado.

Todo un conjunto de medidas para ampliar el uso de los peatones de ciertas calles del Eixample de Barcelona, que debemos considerar junto con el distrito de Ciutat Vella y Gràcia, como verdadero centro del DCM. Un modelo que puede ser positivo siempre y cuando estas medidas vayan acompañadas de un plan de usos rigurosamente implantado y vigilado, evitando que las calles (ahora ejes naturalizados) se conviertan en locales de ocio nocturno o de restauración al aire libre, lo que necesariamente impediría el mantenimiento en estos espacios del imprescindible uso residencial.


EL PROYECTO CERDÀ: CENTRO METAPOLITANO Y ALGUNOS APUNTES A RECONSIDERAR

Recordemos que el esquema teórico de Ildefons Cerdà desarrolló un trazado geométrico unitario de carácter primario, expresado en forma de manzana de 113 × 113 m, o 133 × 133 entre ejes de vial, y simultáneamente otro de alcance territorial definido por una organización de amplia retícula. La concreción de este orden, desde el más genérico al más cercano, lo proyectó mediante escalas de intervención, las cuales eran proporcionales al ámbito del que se tratara. Dos grandes perpendiculares, la Gran Via y el Paseo de San Juan, eran las directrices que determinaban un proceso de urbanización progresivo. A partir de estos dos ejes principales cuya interjección era la actual plaza Tetuán, se establecían tres grandes cuadrados de 20 × 20 manzanas (denominados sectores). Las diagonales de dichos sectores constituían la avenida Meridiana y el Paral·lel, al tiempo que la otra línea oblicua configuraba la Avenida Diagonal. Al mismo tiempo, cada sector se subdividía en cuatro ámbitos o distritos de 10 × 10 manzanas y cada uno de ellos en cuatro barrios de 5 × 5 manzanas. Toda esta estructura fundamentaba una distribución de los equipamientos ajustada y proporcional a la población esperada, los cuales se repartían según la dimensión del ámbito al que dar servicio y al uso que debiera desempeñar: centros sociales en los barrios, mercados en los distritos, parques en los sectores...

La rigidez teórica del planteamiento inicial dio paso a la adaptación del planteamiento amoldándose a la configuración de la ciudad existente. El paso de las grandes infraestructuras como el tren y también la preexistencia de los núcleos urbanos de la época modificaron el esquema teórico encajándolo en aquellos sectores donde la realidad construida obligaba a la adaptación del plan. Es el caso de la rotura de la trama para respetar el núcleo histórico de Barcelona o el de la todavía villa de Gràcia, o la pérdida de ortogonalidad del Paseo de Gràcia. Una adaptación que mantuvo ejes como el de la carretera de Sants, que se prolongaba por la avenida del Paral·lel, y que se constituía en el límite del gran espacio verde de Montjuïc, o como el del límite costero, en este caso configurado a partir de un límite artificial para respetar el cementerio del Poble Nou. Asimismo, el principio proyectado de distribución de equipamientos repartidos entre barrios y zonas verdes entre sectores también se adapta a la realidad topográfica, a las necesidades funcionales y a las edificaciones preexistentes.

En la transformación del proyecto de Cerdà también tuvieron que ver los progresivos procesos de densificación y de ocupación. Con todo, es difícil de imaginar un Eixample con discontinuidades permanentes de la trama, sin continuidad entre tramos de calles, con interrupciones en la alineación de fachadas, con una cadencia de grandes aberturas hacia los patios de manzana, y eliminando una parte de las plantas bajas que actualmente son contenedoras de actividad y generadoras de la intensidad y el dinamismo del barrio. Unas interrupciones en la alineación y continuidad de las fachadas actuales de las calles del Eixample, que hubieran creado una gran ciudad jardín en detrimento de su carácter actual de motor económico de Cataluña.

Todo un proceso de transformación del proyecto original que debido a su densificación también ha modificado la regla que planteaba su desarrollo proporcional de población y tipo de equipamiento. Como se ha mencionado, el proyecto teórico en el que se fundamentaba la propuesta inicial planteaba como núcleo básico residencial la manzana, sugiriendo como unidad de barrio el conjunto de 5 × 5 manzanas.

Una hipotética adaptación de este principio en el contexto actual del distrito consolidado del Eixample y a su esquema de movilidad consistiría en considerar la retícula de 6 × 6 manzanas. En este supuesto, la antigua unidad «barrial» sería constituida por 36 manzanas en lugar de 25 y la distancia entre ejes de aproximadamente 725 m, en lugar de los 615 anteriores. La superposición de esta trama sobre la retícula del distrito definiría un conjunto de calles de características singulares, que serían las que podrían transformarse en vías naturalizadas:

	En sentido paralelo mar-montaña, y apoyándonos en la Gran Via de les Corts Catalanes como eje mayor, que con una sección disimétrica podría transformarse en uno de sus lados en parque lineal, tendríamos la calle Aldana situada en el límite del Eixample y que enlazaría con el paseo de l’Exposició a través de la calle Tapioles o con la Rambla del Raval atravesando la plaza Josep Maria Folch i Torres y siguiendo por la calle Sant Rafael. 

	Hacia la parte alta, la calle Provença, desde la Estación de Sants hasta llegar a la avenida Meridiana a través de la calle Degà Bahí, y la plaza Francesc Macià que enlaza con la Travessera de Gràcia. Se da la circunstancia de que la calle Provença encadena una serie de equipamientos relevantes para la ciudad (Estación de Sants, La Modelo, el Clínic, el Mercat del Ninot, la Pedrera, la Sagrada Familia con los dos parques) y que tiene el mismo sentido de circulación que la calle Mallorca. 



En la otra dirección Llobregat-Besòs podrían establecerse como vías naturalizadas las calles Llançà, Borrell (que tiene el mismo sentido de circulación que Viladomat) y Enric Granados (que tiene el mismo sentido de circulación que Balmes) —estas dos últimas calles en parte ya transformadas con diferente resultado— y las calles Bruc, Sicilia y Cartagena. Se acabaría de configurar esta trama de itinerarios lineales, adaptando el Paseo de Gràcia al nivel de tráfico que soporta y a la necesidad (o no) de tener pasos exclusivos de carga y descarga, y del paseo de Sant Joan en parte ya transformado como eje vial naturalizado.

Este nuevo entramado establecería una estructura de especial interés y de tratamiento preferencial para uso de peatones, con características de tráfico restringido y usos complementarios culturales, sin crear grandes conflictos de circulación vehicular. Todo un tratamiento para favorecer la relación vecinal, la conexión de patios de manzana recuperados y fomentar el uso residencial. Un uso residencial incompatible con ciertos usos en planta baja, generadores de contaminación acústica, contaminación, olores y, en definitiva, de especialización y privatización de un espacio perteneciente a la colectividad.

Como ya se ha dicho, la modulación de 6 × 6 manzanas configura una cuadrícula de ejes prioritarios de características singulares para los peatones. Además, permite prever un programa de actuaciones y prioridades a la hora de plantear la recuperación de los patios de manzana. Este conjunto de operaciones interrelacionadas en torno al eje de la calle y patios de manzana vinculados es el que permitiría la realización de una trama verde o parque construido que abarcaría todo el centro urbano de Barcelona y enlazaría con el centro histórico de la ciudad. La estructura de este parque vendría determinada por la red de calles de preferencia para los peatones, que darían paso a los patios interiores de manzana anexados.

Unas actuaciones sobre estas calles que deberían acompañarse de una normativa de usos que evitara la transformación de estos espacios en lugares de concentración de actividades de ocio nocturno, que son incompatibles con el uso residencial, un uso indispensable para crear las condiciones inherentes al barrio tradicional y preservar su tejido comercial de proximidad. Unas actividades de ocio que se han concretado en terrazas de bares y restaurantes, que han colonizado sin ningún control determinadas calles de tráfico restringido. «A más terrazas, menos vecinos». Paralelamente, existen en el distrito numerosos equipamientos de titularidad pública o privada, entre los que se encuentran algunos que gozan de una gran calidad de espacio verde o que tienen unas amplias instalaciones deportivas, destinadas exclusivamente a sus usuarios. Para rentabilizar estos espacios y mejorar así su gestión económica, algunos de estos equipamientos han modernizado y ampliado las zonas deportivas, y así han podido ofrecer sus servicios no solo a los alumnos matriculados en horario lectivo, sino también a otros usuarios abonados del barrio en horas extraescolares, como los colegios Sant Miquel de la calle Muntaner o el de los Salesianos de la calle Rocafort, aunque hay otros. A pesar de la utilidad de este tipo de solución, no deja de ser un aumento del espacio construido y, en consecuencia, una pérdida relativa de la calidad ambiental del barrio. Además, incrementa las zonas de equipamiento en emplazamientos ya existentes, dificultando la ejecución de nuevas dotaciones públicas en parcelas calificadas específicamente como tales por el PGM de 1976. Una calificación que actualmente restringe excesivamente que las plantas bajas de estos equipamientos sean ocupadas por actividades comerciales (centros comerciales o logísticos) necesitadas de grandes superficies difíciles de encontrar en los reducidos parcelarios de Ciutat Vella, Sarrià, Gràcia o el Eixample. Permitirles unos usos lucrativos complementarios a los del equipamiento facilitaría financiar equipamientos públicos y posibilitaría que el sector privado participara en el coste de ejecución de los servicios comunitarios construidos en las plantas superiores.

En este contexto sería necesario preservar los patios ajardinados de los equipamientos existentes manteniendo y potenciando sus cualidades paisajísticas, dotándolos de acceso público y transformándolos en parques urbanos. El aprovechamiento más público de estos espacios conseguiría un doble objetivo; el de incrementar la dotación de zonas verdes y el de atraer a más residentes, principalmente en este distrito, que es el espacio central del DCM y el más denso y complejo en actividades económicas y comerciales.

El estudio realizado en 1999 por encargo de Proeixample [1] detectó una serie de equipamientos públicos y privados dotados de una zona verde que, mediante pactos o convenios, podían abrirse a la población residente a horas convenidas. Actualmente, alguno ya cumple con esta misión, aunque muestran una integración funcional insuficiente con el barrio; en consecuencia, los vecinos hacen de él un uso reducido. Una mejor organización y facilidad de apertura permitiría otorgar permeabilidad a la trama, dignificando el paisaje urbano de sectores de calles ahora confinadas por vallas opacas y, seguidamente, rescatar zonas verdes sin demasiados gastos por parte de la Administración.

Dicho esto, y pese a algunas actuaciones puntuales y muy concretas, conviene no olvidar que el Eixample Cerdà es una pieza única que forma parte del patrimonio histórico y cultural de la ciudad de Barcelona. Una trama construida que, en su configuración actual de manzana cerrada,[2] alineación continua de árboles y sección de calles constante, constituye un todo, una unidad singular que se ha ido enriqueciendo mediante algunas arquitecturas geniales (otras no tanto), que la propia trama y el arbolado se han encargado de engullir. Un conjunto urbano extraordinario que debe conservarse y no desvirtuarse con intervenciones que modifiquen su estructura básica, que, como se ha dicho, está formada por la manzana cerrada, la alineación de árboles continua y una sección constante de calles.

La vigencia del proyecto de Ildefons Cerdà se pone de manifiesto no solo en su propuesta formal sino que alcanza incluso en la forma de abordar la gestión para la construcción del Eixample. Su propuesta de creación de la Sociedad del Fomento del Ensanche es quizás un antecedente de lo que después supuso la colaboración público-privada en las sociedades de economía mixta.

El mecanismo propuesto por el ingeniero, de una sociedad privada que cotizara en bolsa, rehuía del sistema público de la expropiación como forma de abordar la construcción vial, priorizando la concertación con los propietarios para delimitar las parcelas edificables. «Cerdà, en lo que se refiere a la gestión económica, planteó diferentes instrumentos para el nuevo sistema de reparcelación. Cerdà propuso realizar un cambio de escala: de la parcela a la de intervías, es decir, la manzana. Para ese fin necesitaba unos actores que trabajaran en esa nueva escala. Las sociedades inmobiliarias de promoción del Eixample, asociadas en la mayoría de los casos a la Bolsa, ejercieron este rol. Fueron ellas las que visibilizaron la viabilidad del mecanismo de reparcelación, al pasar de una escala reducida, asociada a la pequeña parcela, hacia la escala de la agrupación de varias manzanas, que era el tamaño de las parcelas de las asociaciones inmobiliarias. Cerdà, como director de una de las sociedades promotoras, la Sociedad del Fomento del Ensanche, fue uno de los principales impulsores de ese cambio conceptual».[3]

Una colaboración público-privada que se ha mostrado efectiva para superar la cronificada falta de recursos que sufre la ciudad, y determinante para afrontar retos tan importantes como la construcción de la villa olímpica y la recuperación de la fachada marítima. Una ejecución que superó las dificultades de actuar sobre unos terrenos consolidados, ocupados por fábricas en actividad y muchas viviendas informales, todo consumado en un tiempo récord. Un modelo, una forma de realizar los proyectos de la ciudad que debería ser un elemento de honesta reflexión personal de cada candidato, por parte de todos aquellos que se implican en la gestión política y administrativa de la ciudad.


LA VIVIENDA: UNA CUESTIÓN DE EMERGENCIA

El sistema del bienestar se fundamenta en la educación y en el sistema sanitario universal, además de garantizar una vivienda para cualquier persona. Este último principio queda garantizado por el artículo 47 de la Constitución española.[1] En este marco, la carencia de alojamiento para la población —y en particular para la más vulnerable— es el primer síntoma de la crisis de lo que hemos llamado estado de bienestar. Todo ello como consecuencia de un sistema guiado por la obtención de máximos beneficios especulativos, en todos y cada uno de los estadios de la promoción inmobiliaria. A lo que hay que añadir un discurso retórico por parte de los responsables políticos de la igualdad de oportunidades, que esconde la realidad de poder acceder a una vivienda digna por parte de un gran número de trabajadores o jóvenes con sueldos mileuristas.

La negación a considerar la vivienda como base imprescindible, como soporte espacial del hogar, ha derivado a situarla como una mercancía de primera necesidad y, como tal, indispensable como fuente de negocio. Un producto más comercial y financiero vinculado a la ley del mercado, razón que origina el incumplimiento del mandato constitucional.

El problema del precio de la vivienda no es el coste de la construcción ni el de los honorarios técnicos, los seguros o la financiación del coste de la obra; el problema del precio de la vivienda es el valor del suelo. Un componente del montante final que debe pagar el comprador o inquilino, especialmente valioso en una ciudad, la de Barcelona acabada, donde el terreno es un producto escaso y la normativa del planeamiento metropolitano de 1976 limita las alturas de los edificios en las parcelas residenciales. Más aún, trabajar para el éxito de Barcelona en el campo científico, urbanístico, laboral o de proyección exterior no hará más que aumentar la demanda, reducir el espacio disponible y encarecer el precio de este suelo, que repercute directamente en el coste de la vivienda.

Pero también, como ya se ha mencionado, el encarecimiento del precio de la vivienda tiene un impacto negativo sobre la inversión productiva y los bienes de consumo. No hace falta recordar que, para mantener un presupuesto familiar equilibrado, los gastos correspondientes al alojamiento no deberían sobrepasar el 30 % de los ingresos familiares; en consecuencia, cuanto mayor sea el porcentaje del presupuesto del hogar que se destina a pagar al alquiler de la vivienda o la hipoteca, menos margen queda para otros productos de consumo.

En este sentido, los datos son esclarecedores. Según la estadística del 2016 publicada por IDESCAT en lo referente al consumo familiar en Catalunya, el gasto por la vivienda suponía el 33,3 % de los ingresos. Mientras que, según datos municipales, el 42,3 % de las familias de Barcelona deben destinar más del 40 % de sus ingresos a los gastos de vivienda. Una estadística realizada sobre el universo de inquilinos o propietarios que se benefician de un alojamiento y que no tiene en cuenta a los que no pueden acceder a una vivienda.

Así pues, para garantizar el equilibrio del presupuesto de los hogares, es necesaria una sólida política de suelo que facilite vivienda en condiciones asequibles para el conjunto de la población. Para ello se debería disponer de una oferta de terreno público considerable, en ubicaciones estratégicas, que pudiera actuar como elemento regulador del mercado. En el caso de Barcelona y en ausencia de territorio para constituir suficientes reservas públicas, el factor «techo potencial» podría plantearse como posible sustituto.

Paralelamente, es necesario reequilibrar el régimen de tenencia de la vivienda; aunque nunca llegaremos a alcanzar las proporciones de alojamientos en alquiler del norte de Europa, hay que promover una cantidad suficiente de viviendas de alquiler públicas y también privadas, para satisfacer una demanda de jóvenes en edad de emanciparse y, además, para atender las necesidades de una población fluctuante. Sin embargo, no se puede olvidar que históricamente en Catalunya el ahorro familiar principal se ha fundamentado en la vivienda de primera residencia, una inversión que ha servido como capital acumulado en el momento de la jubilación (situación que cada vez será más necesaria dado el estado de cuentas actual y previsible del fondo de la Seguridad Social). En este sentido, hay que recordar también que el arraigo en el sistema de propiedad de la vivienda en nuestro país como en el resto del Estado es notable, hasta el punto de que solo el 3 % de los españoles prefieren el alquiler a la propiedad.[2]

A) LA SITUACIÓN ACTUAL EN EL MUNICIPIO DE BARCELONA

Desde 2008 hasta el 31 de diciembre de 2015, en Barcelona se iniciaron los trámites para la construcción de 9.371 viviendas, como resultado de diversos procesos, menos de 1.500 viviendas construidas al año. Por otra parte, se contabilizaron 5.385 viviendas incluidas en algún expediente de planeamiento con la gestión urbanística aprobada definitivamente y, por tanto, disponibles para ser edificadas. Por último, 6.697 viviendas tenían el planeamiento aprobado y la gestión urbanística en trámite. Según estas previsiones, era de suponer que, entre 2008 y 2016, debían haberse podido construir un total de 21.453 viviendas que al final no se hicieron.[3] En caso de haberse cumplido las previsiones, se hubieran construido una media de unas 2.680 viviendas al año.

El Plan para el Derecho a la Vivienda 2016-2025 del Ayuntamiento de Barcelona preveía impulsar durante este periodo hasta 30.000 viviendas. Se llegaba a esta cifra teniendo en cuenta o contabilizando las diferentes fases de desarrollo habituales, a saber: finalizadas; en construcción; con licencia y previsión de inicio o licencia en trámite: en proceso de redacción de proyecto, o con planeamiento aceptado definitivamente y con la gestión urbanística en trámite o aprobada. Finalmente, durante los años 2017 y 2018 se concedieron respectivamente 2.854 y 3.020 licencias de viviendas, aproximadamente un 75 % de las cuales eran de nueva planta y el resto, de rehabilitación.[4] De estos datos podemos extraer que en los últimos años la construcción anual de viviendas en Barcelona ha sido de entre 2.800 y 3.000 unidades.

Sin embargo, el nivel de compra de pisos nuevos sigue una pendiente descendente desde el año 2005. En ese año se vendieron 23.204 viviendas, la tendencia baja hasta las 7.867 operaciones en 2011, para acabar firmándose 2.198 unidades en 2019. En paralelo, el número de transacciones de viviendas usadas sigue un proceso más o menos regular en torno a las 25.000 unidades.[5] Un proceso que nos indicaría, por una parte, el mantenimiento de la demanda —que por falta de producto de nueva construcción recurre al mercado de segunda mano— y, por otra, la confirmación del agotamiento de suelo en el municipio y las dificultades para conseguir espacio para nuevas construcciones. Así, la demanda se mantiene todavía muy por encima de la capacidad productiva de construcción o gran rehabilitación de edificios para uso residencial que tiene la ciudad. Este desajuste entre oferta y demanda es un elemento más que incide en el encarecimiento del precio inmobiliario.

Como solución de emergencia, y frente a la falta de posibilidades de nueva construcción o de renovación en grandes rehabilitaciones de inmuebles para viviendas, el mercado se aferra a la oferta de venta de pisos restaurados que se venden como si fueran recién hechos. Unas viviendas que muy a menudo no dejan de ser más que puras redecoraciones superficiales en edificios envejecidos. Unas propiedades que mantienen las patologías normales correspondientes a los inmuebles antiguos, y que es otra forma de engaño que sufre el comprador por carencia de oferta en edificaciones nuevas o en inmuebles procedentes de una gran rehabilitación o rehabilitación integral del inmueble.

Según el Observatori Metropolità de l’Habitatge de Barcelona, la estimación del parque realizada a partir del catastro contabiliza para el año 2018 un total de 774.190 viviendas en la ciudad. Estos datos son significativamente inferiores a los del censo de 2011, que daba la cifra de 811.106 viviendas (un 4,8 % más) y que difieren con las cifras que publica el propio ayuntamiento de Barcelona en su anuario estadístico de la ciudad, que considera una cifra de 684.078 viviendas principales. Esta reducción puede deberse a la transformación de viviendas en oficinas y en la cada vez más evidente conversión de la ciudad residencial en ciudad especializada en servicios. Una evolución que implica unos precios de compra o alquiler solo asequibles para oficinas, sedes sociales o familias acomodadas.

Tomando la cifra más desfavorable, el número total de viviendas que tendría la ciudad de Barcelona sería de unas 811.000, de las cuales se calcula que sería necesario reservar un 15 % para políticas sociales. Según el Plan del Derecho a la Vivienda de Barcelona 2016-2025, la ciudad solo dispone de unos 57.000 para satisfacer las necesidades de este colectivo; es decir, que harían falta entre 50.000 y 70.000 más para alcanzar el citado 15 %. Sin embargo, si tenemos en cuenta no solo el término municipal de Barcelona, sino el conjunto de todo el DCM, es decir, el territorio delimitado por las Rondas, el déficit de viviendas protegidas sería menor, al contabilizarse los barrios de baja renta de l’Hospitalet y Sant Adrià. El mismo informe identifica 1.073 solares vacíos [6] en Barcelona municipio (el 1,41 % del total de parcelas existentes en la ciudad) calificados en zonas residenciales, 187 de los cuales son de propiedad municipal (el 0,24 % del total de parcelas existentes en la ciudad).

En paralelo, durante el 2017 se acabaron en Barcelona 1.039 viviendas; de haberse aplicado la normativa por la que el 30 % de estas viviendas hubieran tenido que hacerse bajo uno de los regímenes de protección, se hubieran conseguido unas 300 viviendas. Según información municipal, en 2019 el Ayuntamiento de Barcelona tenía 72 operaciones residenciales en ejecución de las cuales 11 han sido terminadas y 13 seguían en obras o en proceso de construcción; entre todas sumarían 1.222 viviendas.[7]

Sin embargo, y además de los solares que son ya propiedad del ayuntamiento, existe un potencial número de viviendas protegidas por hacer en las grandes operaciones urbanísticas pendientes.

Es preciso tener presente que, además de los citados 187 solares de propiedad del ayuntamiento dentro del tejido consolidado, con un potencial aproximado de 2.600 viviendas protegidas,[8] debemos sumar las grandes operaciones urbanísticas previstas: la Marina Prat Vermell con 5.200 viviendas (3.500 de promoción privada); la zona norte del distrito del 22@ con una capacidad de unas 2.000 viviendas de promoción pública; la operación vinculada en la estación de tren de La Sagrera donde se prevé la construcción de 6.056 viviendas y, en el caso poco probable de realizarse la operación Blau@Ictinea, sumaría en su última versión unas 2.000 viviendas más.

También se cuenta con suelo en el barrio del Poble Nou que en parte está disponible, bien por ser de propiedad municipal o bien por cesión dentro de la operación de transformación del distrito 22@; o en el Plan de la Marina Prat Vermell. En este último caso, el cambio de sistema de gestión para pasar de compensación básica al de cooperación, permitiría incluso el incremento del número de viviendas de protección, pasando de las 1.700 a unas 3.000. Además, en la Sagrera se pueden liberar aquellos suelos que son accesibles al no estar directamente afectados por las obras de la estación. Esta disponibilidad de suelo permitiría construir a corto plazo unas 7.600 viviendas y movilizar un presupuesto de unos 650 millones de euros para hacer frente a su construcción (una cuarta parte del presupuesto municipal). De esta forma, la diferencia de cantidades entre lo que se dispone y lo que se necesita obligaría a recaudar recursos adicionales a aquellos que actualmente cuenta el ayuntamiento de la ciudad.

En definitiva, estamos hablando de que la ciudad de Barcelona podría llegar a realizar un total de 23.200 viviendas protegidas, además de otras pequeñas operaciones dentro del tejido consolidado (en una parte de las 187 parcelas que son ya de propiedad municipal); es decir, conseguiría totalizar aproximadamente el 50 % de lo que la ciudad necesita.

Por otra parte, el presupuesto municipal de 2018 fue de 2.736 millones de euros, de los que 432,9 se destinaron a inversión y concretamente solo el 5,18 % a vivienda, es decir, 22,42 millones. Este montante permite la realización de unas 280 viviendas/año (lo que equivale a 1.120 viviendas en un mandato).

Así pues, en la mejor de las situaciones, y en caso de poder mantenerse esta proporción, Barcelona tendría la capacidad teórica de realizar anualmente unas 1.800 viviendas protegidas. En esta hipótesis se necesitarían entre 27 y 38 años para alcanzar la cifra de las 50.000 o 70.000 viviendas protegidas, y llegar así tan solo al 15 % de la totalidad del parque residencial existente en la ciudad, siempre que todavía quedaran parcelas libres disponibles en las que poder construirlas.

B) EL COSTE DE PRODUCCIÓN DE LA VIVIENDA

El encarecimiento del precio de la vivienda, que actualmente en Barcelona está en torno a los 4.185 euros/m² de media por los pisos de segunda mano [9] y los 6.823 euros/m² para los de obra nueva,[10] hacen imprescindible la promoción de vivienda protegida y evitar así la continuada gentrificación que se da en la ciudad. Para conseguir la realización de un número de viviendas a precio asequible suficiente y poder atender la demanda existente, hay que tener suelo que necesariamente debe estar fuera del municipio, así como recursos económicos o financieros.

La resolución de la emergencia habitacional es una cuestión urgente para los jóvenes, pero también para el colectivo cada vez más numeroso de personas mayores. Según el Instituto de Estadística de Catalunya, el umbral de riesgo de pobreza de una familia de dos miembros se situaba en el año 2018 en los 16.472 euros anuales, es decir, 1.176 euros al mes, mientras que el ingreso medio por jubilación era de 1.022 euros al mes. Como resultado de estas cifras, la pareja de jubilados que entre ambos tuvieran unos ingresos equivalentes a la media estarían en un riesgo de pobreza manifiesto. La situación se agrava aún más cuando la prestación de jubilación es por viudedad, en cuyo caso la asignación se reduce en casi un 52 %. En este marco, el ahorro familiar habitual de las familias catalanas ha sido la vivienda, que al llegar la edad de jubilación ha actuado a menudo como seguro de mantenimiento de un cierto nivel de vida, en forma de aportación económica complementaria, consiguiendo unos ingresos adicionales gracias al alquiler o venta de la vivienda para facilitar el pago de la residencia o, más recientemente, a través de la obtención de una hipoteca inversa o cualquier otra fórmula de financiación garantizada por la propiedad de la vivienda.

Una situación que no debe menospreciarse a la hora de promover nuevas políticas de construcción de viviendas asequibles para el conjunto de la población. Más aún cuando en un futuro previsible de bajos ingresos por jubilación, si no de quiebra de la caja de la Seguridad Social, las administraciones deben plantearse si la prioridad en la promoción de viviendas asequibles debe ser en régimen de alquiler, de alquiler con opción de compra, o bien directamente de compra.

En este ámbito, el ejemplo recurrente que se menciona como modelo a seguir es el de los países del norte de Europa; sin embargo, nuestra situación no es comparable con lo que ocurre en estos países, dado que tienen una legislación más dirigida a facilitar este tipo de promociones, el estado de bienestar es más maduro y consistente, las pensiones por jubilación son más sólidas y el sistema de producción de viviendas públicas está dotado de muchos más recursos que los disponibles por ahora en Catalunya. A todas estas cuestiones, hay que añadir la proporcionalidad entre el alquiler social y la remuneración de los trabajadores una vez terminada su vida laboral. En Francia, la jubilación media es de 1.504 euros, mientras que el alquiler medio de una vivienda protegida es de 5,91 €/m². (Para un apartamento de 80 m² es de 426,33 si vive solo y si vive en pareja, 408,67 euros; el 28,34 % de la prestación por jubilación). Las razones aducidas por los defensores del notable incremento del parque de alquiler son sustanciales, cuando no discutibles: incremento de la oferta de alquiler para igualarnos con otros países del norte de Europa; gasto familiar asequible; ausencia de endeudamiento a largo plazo; facilidades de movilidad por motivos familiares o laborales, como razones más significativas. Sin embargo, resulta paradójico que en la defensa de este modelo coincidan tanto los movimientos políticos más radicales como aquellos más conservadores. Los primeros, al suponer que la vivienda de alquiler es la mejor forma de proveer este bien básico a las personas de menores recursos; los segundos consideran que el trabajador no debe tener otro arraigo que el de la empresa, y la vivienda en propiedad es, por tanto, un lastre que restringe la deslocalización del trabajador. Lejos quedan ahora aquellas opiniones de índole social que juzgaban la compra de la vivienda como una forma de ahorro que tenía un valor de reposición en forma de un posible complemento salarial en el momento del abandono de la vida laboral. O poder permanecer en la propia vivienda en el momento de reducción drástica de los ingresos por jubilación.

Actualmente, parece que han caído en el olvido las experiencias negativas de barrios de viviendas públicas construidas en régimen de alquiler y los problemas que han supuesto en forma de morosidad o impagos; de homogeneidad social; de estigmatización de sus residentes; de carencia de mantenimiento de las zonas comunes del edificio, como ascensores y el resto de las instalaciones en general, o incluso de conservación del espacio interior de la propia vivienda. Todo ello por considerar que el lugar que se alquila pertenece a un estamento que le es ajeno: la Administración. Sin contar los costes de gestión que durante muchos años han comportado al sector público y que, en un momento dado, no tuvo más remedio que vender una parte importante de su parque de viviendas a los propios inquilinos.

Este es un rasgo diferencial más que nos hace incomparables con otros países europeos, donde por tradición y hábito de disfrutar de una vivienda en régimen de alquiler, el inquilino considera esta morada como propia, realizando las tareas normales de mantenimiento y ocupándose del buen estado de las zonas comunes.

Por el contrario, tal vez nadie se ha detenido a valorar esos mismos barrios de vivienda pública previstos para la venta en los que sus residentes se han arraigado en el barrio, han evitado su deterioro y han renovado su apartamento. Barrios que han constituido una verdadera comunidad y, llegado el caso, han podido vender su propiedad con cierto beneficio, dando así entrada a nuevos residentes, generalmente más jóvenes y con un mayor poder adquisitivo. Cabe decir que esta forma de hacer es la que intenta implantar ahora el Gobierno francés como estrategia para favorecer la sostenibilidad social de los grandes ensembles mediante la gestión de la asociación Action Logement y sus organismos de HLM. En nuestro caso, tal vez sería necesario que las administraciones competentes revisaran el ejemplo de las viviendas del Congreso Eucarístico de Barcelona como un referente de buenas prácticas de promoción para la venta, que valdría el esfuerzo de intentar replicar como un ejemplo de equilibrio de la composición social en un conjunto residencial de nueva planta.[11]

Ciertamente, es necesario que haya un cierto número de viviendas de alquiler para satisfacer una demanda existente. Sin embargo, a la hora de constituir la unidad familiar, puede que la solución más adaptada a la realidad social, cultural y financiera de Catalunya sea la de promover viviendas de compra o, como alternativa más asequible, la de alquiler con opción de compra.

El abaratamiento del precio de las viviendas también pasa por la simplificación de su cadena productiva, ya que los eternos procesos de obtención de licencia de obra repercuten en un aumento de los costes de financiación, aún más cuando hay una serie de intermediarios y vendedores que fomentan maniobras especulativas que no hacen más que encarecer el producto final. Con la intención de reducir costos y tiempo de tramitación también se podría adoptar la fórmula que, como sucede en otros países de nuestro entorno, se confía la construcción de viviendas protegidas directamente a empresas constructoras. En una situación en la que la demanda ya consta en el registro público de solicitantes de viviendas, no existe el riesgo y, por tanto, no es necesaria una estructura de promoción tradicional.

En Francia, los organismos de HLM son entidades sin ánimo de lucro que se ocupan de la gestión del parque de viviendas y en ocasiones de la propia construcción. En Catalunya, son los operadores públicos los que generalmente se ocupan de la gestión de los parques de alquiler de viviendas. Estos operadores son instrumentos políticos y, por lo tanto, a menudo son ineficientes para resolver los conflictos sociales, de convivencia o los problemas de mantenimiento que regularmente se producen en estas promociones. En este contexto, las administraciones públicas deberían facilitar la entrada del sector privado en este mercado, principalmente en tareas de gestión y de mantenimiento del parque, reservándose los operadores públicos para situaciones de emergencia familiar en las que sí deberían tomar el relevo del operador privado.

Ahora bien, si el sector público es generalmente un mal gestor del parque residencial, también es su mejor operador y debería ser el principal agente facilitador de espacios donde construir viviendas, ya sea en forma de suelo o de aprovechamiento remanente en forma de techo no agotado o parcelas vacantes. Por eso, en el actual contexto urbano de crecimiento interior, de recuperación del tejido construido, las administraciones son las mejor preparadas, las más capaces y flexibles, para tratar con la población residente más vulnerable y resolver los problemas de alojamiento temporal o definitivo. Paralelamente, son las administraciones municipales las que deben colaborar con el sector privado para evitar la insensibilidad de este sector hacia los colectivos más necesitados y ayudar a conseguir la recuperación de los tejidos obsoletos de la ciudad. Como ocurre en otros países (en Alemania, por ejemplo), la administración local debería poder, bien directamente o por delegación a una empresa tercera, subrogarse a los propietarios privados de inmuebles o de solares vacíos. En este caso, actuaría por delegación como agente inmobiliario en aquellas situaciones en las que el propietario manifestara dificultades para promover, para rehabilitar su edificio o vivienda, o también para sacar provecho del potencial de edificabilidad no agotado. Todo ello a cambio de una parte proporcional del rendimiento de los beneficios económicos que puedan extraerse en la operación. Mientras que el resto sería percibido por la propiedad.

Se trata, pues, de buscar alternativas frente a la problemática actual de carencia de viviendas asequibles. Una situación a la que estamos abocados y que conlleva consecuencias estructurales. Unos precios inmobiliarios caros implican importantes desajustes sociales y económicos, principalmente:

	La emancipación tardía de los hijos y la reducción de la natalidad, con resultados negativos en el crecimiento vegetativo (actualmente en Catalunya es uno de los más bajos de Europa) y que afectan al mantenimiento del estado de bienestar.

	La estratificación urbana por barrios en función de la renta y también la especialización del centro, situación que degenera hacia la segregación social, el conflicto entre colectivos y la inseguridad ciudadana.

	El incremento de los desplazamientos entre la residencia y el puesto de trabajo, con efectos sobre la contaminación y la calidad ambiental.

	La reducción del tiempo de ocio y de la conciliación familiar.

	La disminución del presupuesto familiar para otras formas de consumo.

	La falta de oportunidades para los jóvenes en el mundo laboral, reduciendo el emprendimiento y la creación de puestos de trabajo.



C) FRENTES ABIERTOS PARA AUMENTAR EL PARQUE DE VIVIENDAS ASEQUIBLES

La tozuda realidad nos indica que la ciudad de Barcelona precisa de nuevas viviendas que se correspondan con el nivel de ingresos que reciben los trabajadores, para alojar a personas y familias jóvenes, sin olvidar el caso particularmente preocupante de las personas mayores; un colectivo cada vez más importante y vulnerable que debe afrontar una esperanza de vida cada vez más larga con unas prestaciones sociales cada vez más reducidas.

La urgencia por conseguir un parque asequible y solucionar la falta de vivienda exige medidas excepcionales que, dada la precariedad de los recursos públicos disponibles, piden un cambio en la forma de proceder hecha hasta ahora. Sin embargo, siempre que lleguemos a superar las artificiales barreras heredadas del decreto de nueva planta de Felipe V —considerar no solo el término municipal de Barcelona, sino el del municipio funcional real, el del distrito central—, el número de viviendas asequibles con algún tipo de protección se incrementaría, así como el suelo potencialmente disponible.

Un primer elemento que debemos tener en cuenta es el de agilizar el procedimiento de ejecución de las operaciones públicas. Dado el reducido capital público disponible, debe gestionarse el patrimonio público de suelo existente en la ciudad en colaboración con el sector privado (constructoras y bancos) para ejecutar de forma urgente una gran cantidad de viviendas protegidas. La necesidad de alcanzar ese objetivo en poco tiempo exigiría una nueva política de construcción y adjudicación que no dependiera exclusivamente del sector público. Aparte de los recursos necesarios —y, digámoslo, escasos y de difícil movilización—, el procedimiento administrativo y concursal para cada una de las etapas que marcan el desarrollo de una promoción es azaroso y lento. Un mismo procedimiento concursal que vinculara al mismo tiempo el proyecto, el constructor y el gestor para la ejecución y la adjudicación de las viviendas acortaría el proceso administrativo y las promociones podrían llevarse a cabo en un tiempo sensiblemente más corto.[12]

Este procedimiento abreviado debería tener un sistema de valoración de las ofertas fundamentado no únicamente en el precio, que además debería ser cerrado según un modelo de llaves en mano, sino en el tiempo de ejecución, la calidad arquitectónica y las medidas de ahorro energético propuestas, amén de otras mejoras valorables que podría proponer cada empresa constructora participante. Todo ello concretado mediante un sistema de contratación de obra terminada y sujeta a cláusulas de penalización.

Hay que tener en cuenta que, dada la gran demanda de solicitantes existente, la construcción de viviendas protegidas no implica ningún riesgo promotor y, por tanto, no es necesario mantener la estructura ni la cadena agentes intermediarios existentes entre la actividad efectiva de la construcción del inmueble y la adjudicación de las viviendas a los usuarios finales.

A pesar de todo y en la mejor de las hipótesis, hay que disponer de capital suficiente. El ayuntamiento del municipio de París dispone de un presupuesto anual de 11.400 millones de euros para una población de 2.187.526 (2017) y una superficie de 105,4 km². Barcelona, con una superficie de 104 km² y 1.636.762 habitantes, disponía en 2019 de 2.653 millones. Es decir, 5.211 euros por habitante en el caso de París frente a los 1.620 euros por habitante de Barcelona. La situación sería aún más grave si estableciéramos el mismo razonamiento de proporcionalidad con otros municipios del área metropolitana como L’Hospitalet, Sant Adrià o Santa Coloma de Gramenet. Nuestra realidad implica la necesidad de cerrar acuerdos para obtener recursos complementarios que, con independencia de una improbable modificación de la ley de la financiación de las corporaciones locales por parte del Gobierno central,[13] deberían provenir obligatoriamente del sector privado.

Aquí se apuntan algunas de las medidas que, entre otras posibles, podrían tomarse:

	Implantar una fiscalidad antiespeculación que debería aplicarse a los propietarios de suelo,[14] agentes intermediarios y propietarios de inmuebles que revendieran su bien a corto plazo, acumulando grandes beneficios en poco tiempo. Estos recursos podrían destinarse a la promoción de viviendas dotacionales (para personas en riesgo de exclusión y mujeres maltratadas) en parcelas calificadas de equipamiento.

	Promover que empresas de todo tipo instaladas en Barcelona participaran en la construcción de vivienda pública. Esto podría conseguirse mediante la aplicación de un descuento en el pago del impuesto del IBI a aquellos empresarios, comerciantes o profesionales que aceptaran realizar el anticipo del impuesto al ayuntamiento. Durante los años siguientes a esta recaudación extraordinaria, el Ayuntamiento compensaría la carencia de ingresos con la comercialización a precio de mercado de algunas de las unidades de los inmuebles promovidos (una parte de las viviendas, locales comerciales o aparcamientos en determinadas ubicaciones con demanda garantizada). 

	Recursos procedentes del ahorro particular que se concretaría mediante convenio marco con bancos y cajas para captar capital privado. En esta hipótesis, el ayuntamiento podría destinar parte de su presupuesto a la creación de un fondo de remuneración complementaria del ahorro particular. Así, una dotación económica a determinar anualmente, iría destinada a incrementar el tipo de interés ofrecido por el propio banco para así poder incentivar la aportación de dinero a este fondo de ahorro privado.[15] El retorno del capital inicial a los depositantes se haría al cabo del plazo fijado y gracias a la venta de determinados terrenos, edificios de difícil rehabilitación para vivienda asequible o de una parte de las viviendas terminadas.[16]

	Las promociones de viviendas de alquiler, a pesar de ser necesarias en cierta proporción, implican una notable inversión y un retorno a muy largo plazo, con importantes gastos de mantenimiento que retrasan aún más la devolución de la inversión realizada. Sin embargo, las viviendas de alquiler aportan ventajas para el usuario, como no tener que disponer de un gran capital inicial y no necesitar de sólidas garantías bancarias para ocupar la vivienda. La promoción de operaciones de viviendas protegidas de alquiler con opción de compra permitiría no tener que mantener una gran cantidad de recursos públicos inmovilizados durante mucho tiempo y facilitaría la compra a familias de ingresos moderados o con pocas garantías fiscales. Para compensar el apoyo de una inversión a muy largo plazo, en estos casos los alquileres de los primeros cinco años podrían constituirse en la garantía bancaria; esta aportación se consideraría la entrada y garantía de solvencia para solicitar la hipoteca [17] y el ayuntamiento podría recuperar el capital inicialmente invertido.

	Coyunturalmente y como plan de choque, se puede promover la construcción de viviendas de alquiler a precio asequible. Estas promociones tendrían un período de explotación limitado a veinte años, finalizado el cual las viviendas pasarían a régimen libre. Sin embargo, las operaciones así conseguidas deberían ser completamente financiadas por fondos de inversión privados.

	Confirmar la ciudad de Barcelona como ciudad acabada debería permitir la aprobación de un paquete legislativo que facilitara la compra de edificabilidad complementaría y no agotada en el tejido consolidado. La iniciativa puede tener un referente público en la iniciativa privada de «la casa por el tejado».[18] Esto se llevaría a cabo en determinadas circunstancias urbanísticas y solo para construir viviendas a precio tasado, manteniendo el derecho de reversión para el municipio, el área metropolitana o la Generalitat. El coste de rehacer las escrituras con el nuevo reparto del coeficiente de participación en la propiedad correría a cargo de la Administración.

	La consideración de Barcelona como ciudad acabada comporta también que las previsiones de suelo por equipamientos realizadas en el Plan General Metropolitano de 1976 se hicieran para una población mucho mayor que la alcanzada hasta ahora. En este escenario, cabe pensar que los equipamientos que no se han realizado hasta ahora no son necesarios y, al mismo tiempo, los edificios que tienen una calificación de residencial (por ejemplo, el edificio de Hacienda de la plaza Dr. Letamendi) deben ser recalificados dotándolos de la calificación que les corresponde de equipamiento público. Considerando la normativa actual del Plan General Metropolitano de 1976, disminuir la densidad teórica de la ciudad permitiría reducir la previsión de equipamientos públicos necesarios y liberar suelo destinado a techo residencial.

	En determinadas circunstancias, debería permitirse la construcción o rehabilitación de inmuebles con una densidad mayor que la permitida actualmente para poder facilitar a las personas mayores dividir su vivienda de propiedad y procurarse una renta para el alquiler de la vivienda dividida, mejorando así su pensión. Esta operación debería estar condicionada al cumplimiento de algunas condiciones, como que la nueva vivienda conseguida se alquilara a un precio asequible y se destinara a parejas jóvenes.



La solución a la falta de suelo para viviendas, a medio y largo plazo, debe ser territorial; en primera instancia, la ciudad-región metropolitana de 72 municipios, pero teniendo en cuenta también el ámbito del conjunto de la Metápolis, que abarca toda Catalunya. La solidaridad intermunicipal debe promoverse mediante la creación de Ámbitos Territoriales Homogéneos (ATH), dentro de los cuales se hiciera posible la intervención financiera y mancomunada de dos o más municipios. Así se conseguiría reunir en muchos casos recursos financieros y productivos. En este sentido, la formación del DCM sería el primer paso para la constitución de un órgano de coordinación habitacional supramunicipal, lo que vendría a ser el primero de los ATH, un compromiso administrativo imprescindible para la organización y gestión interna de la conurbación central.

La promoción del pacto nacional por la vivienda, con la unión solidaria de todos los entes municipales, más allá de intereses políticos locales, permitiría aumentar las posibilidades de respuesta frente al problema de emergencia habitacional, no solo en el municipio de Barcelona, sino también en el resto del territorio donde el precio no para de crecer: en las capitales y municipios costeros, donde los trabajadores no encuentran alojamiento, en los pueblos de la Cerdanya, en los municipios fronterizos con Francia, etc. Como ya se ha dicho, una de las primeras medidas que debería tomarse consistiría en la creación de un Banco Nacional de Suelo Público, alimentado por los aprovechamientos derivados de las figuras de planeamiento por todo el territorio. Disponer de gran cantidad de terreno facilitaría el fomento de políticas públicas para regular este mercado, evitando al mismo tiempo la venta del suelo de titularidad municipal en pública subasta, lo que no contribuye precisamente a reducir los precios inmobiliarios.

Actualmente se hace evidente que ya no son las infraestructuras las que más determinan las localizaciones para promover operaciones residenciales o zonas industriales, sino el tiempo para desplazarse a centros de interés territoriales y las tarifas para llegar hasta ellos. Además, ahora que las centralidades laborales son difusas, las localizaciones se adaptan de forma permanente en función de las necesidades empresariales, la rentabilidad y la comunicación. En este sentido, en la medida en que las empresas deben ser competitivas, intentan abaratar costes e incorporan la tecnología de la comunicación virtual para garantizar una comunicación constante entre suministradores, trabajadores, distribuidores y compradores. Al mismo tiempo, necesitan vínculos territoriales para el suministro de material o en determinadas fases del trabajo para reunir al propio personal de plantilla. Para hacerlo posible, debemos establecer un sistema urbano que funcione en parte de manera jerárquica y en parte en red, que al mismo tiempo esté fuertemente intercomunicado por un sistema que drene eficazmente todo el territorio. Una única aglomeración concebida como Metápolis, pero apoyada en una estructura polinuclear de configuraciones diversas y flexibles, capaz de adaptarse fácilmente a las constantes variantes que exige el moderno sistema productivo.

En este marco, la descentralización de actividades terciarias vinculadas a la residencia y el ocio hacia otros sectores de la Metápolis —unidas al DCM mediante el tren de alta velocidad u otros sistemas de comunicación eficiente y económico— fomentaría el desarrollo homogéneo del conjunto del país y en paralelo podría aliviar el problema de encarecimiento del suelo en la capital. Unas estaciones del AVE entendidas como ámbitos proveedores de servicios y núcleos de desarrollo nodal que pudieran aglutinar centros de actividad sanitaria, educativa, deportiva o productiva. La nueva realidad del teletrabajo, ni que sea de ocupación parcial, exigirá espacios de reencuentro e intercambio de información ubicados en localizaciones troncales y accesibles.

En esta hipótesis, el incremento de precios del suelo en el resto del territorio sería un hecho inevitable. Por eso, desde ahora, hay que adelantarse y fomentar políticas para conseguir suelo de dominio institucional que pueda utilizarse para contrarrestar las intervenciones especulativas particulares, algo difícilmente evitable sin la intervención pública.

D) LA TRANSFORMACIÓN DE PLANTAS BAJAS EN VIVIENDA

Entre 1993 y 2001 en el municipio de Barcelona se inauguraron siete centros comerciales urbanos que sumaban un total de 736.500 m² de oferta comercial y de ocio. El centro comercial urbano lleva implícita la concentración de una actividad que hasta entonces desarrollaba el comercio tradicional a nivel de calle. Esta nueva forma de distribución no solo modifica hábitos de consumo, sino que también incide significativamente en la forma y el paisaje del espacio comercial de la ciudad.

La oferta comercial que entendemos por comercio de proximidad es aquella más cercana a los residentes y la que consolida el tejido residencial de los barrios (alimentación, farmacia, fontanería, etc.) y difiere de la compra más especializada en que esta se concentra generalmente en los ejes comerciales urbanos o agrupados por segmento y a menudo bajo la forma de franquicia (calzado, moda, hogar, etc.).

La irrupción del comercio por internet, con una tendencia creciente de esta forma de consumo, tiene repercusiones sociales y también urbanas. Mientras que en el primer trimestre de 2014 las ventas del negocio electrónico se situaban cerca de 1.450 millones de euros, en el último trimestre de 2018 esta cantidad se situaba ya en los 3.600 millones de euros.[19] En esta lógica de cambio de hábito de consumo, en el mismo 2018 el comercio minorista tradicional se redujo en más de un 4 %. La competencia desigual del comercio electrónico frente a la tienda tradicional se manifiesta no solo en los precios, sino principalmente en la abundante oferta de productos que propone un mercado global. Esta competencia desigual corre el riesgo de hacer desaparecer un gran número de pequeños comercios de barrio, que son los ocupantes habituales de las plantas bajas de nuestras ciudades más densas.

La desocupación de las plantas bajas no es negativa en sí misma, si se ocuparan para otros usos o actividades. De lo contrario, presenta tres riesgos principales para el paisaje y el modelo y forma de vivir de nuestra ciudad. En primer lugar, puede suceder que un proceso de desertificación simplemente se cronifique. En segundo lugar, que los residentes del barrio opten por trasladarse a otras localizaciones con más servicios o, lo que viene a ser lo mismo, la desaparición de la vivienda en ciertos sectores de la ciudad. En tercer lugar, que las calles más afectadas se conviertan en espacios inseguros para los peatones. En definitiva, el comercio de proximidad es un activo positivo, un estímulo para la vida cotidiana de cualquier barrio y, si este se reduce significativamente o desaparece, otras actividades se resentirán (monocultivo funcional, movilidad obligada insostenible, control social del espacio público, etc.).

Ante la perspectiva de que muchos locales —a corto o medio plazo— ya no vuelvan a abrir para dar cabida a nuevas actividades, Barcelona y otras poblaciones del área metropolitana han empezado a estudiar la posibilidad de convertir estos locales vacíos en viviendas.[20] Es más, al considerar la dificultad de acceso a una vivienda digna, sobre todo por parte de los colectivos socialmente más vulnerables, la alternativa de que estos espacios vacíos pudieran dar respuesta a esta necesidad justificaría plenamente la iniciativa.

En esta hipótesis, y aparte de la necesidad de tomar medidas para consolidar el comercio de proximidad y fortalecer así el carácter residencial de los barrios, habría que ver la viabilidad de la posible transformación de los locales comerciales desocupados en planta baja, generalmente situados en zonas de viviendas plurifamiliares, donde la concentración de actividades comerciales suele coincidir con coeficientes de edificación más densos y, por tanto, normativa, estructural y tipológicamente, más complejos.

En el supuesto de que la densidad del edificio a intervenir lo permitiera o, en su defecto, un cambio normativo lo hiciera posible, el principal escollo para conseguir este cambio de uso se centraría en el Decreto 141/2012 sobre condiciones mínimas de habitabilidad de las viviendas. Otros inconvenientes añadidos consistirían en la modificación de los coeficientes de la finca en el caso de subdivisión del local en más de una vivienda en propiedad y en la participación en los gastos comunitarios.

Dado que en el segundo caso se trataría de una cuestión de carácter administrativo que supondría negociar unas condiciones entre la propiedad, el usuario/comprador y la comunidad, en este marco, la mayor dificultad se centraría en la obtención de la habitabilidad del espacio de planta baja transformado en vivienda.

De esta forma, sería necesario considerar de forma prioritaria las profundidades edificables existentes en el municipio; las parcelas más pequeñas estarían probablemente en una mejor condición para garantizar las condiciones de ventilación exigidas por el Decreto (hay que tener presente que los patios de luces muy raramente llegan hasta la planta baja de los inmuebles).

El citado Decreto de Habitabilidad y las Ordenanzas Metropolitanas de la Edificación determina los parámetros básicos de obligado cumplimiento por las viviendas de nueva creación. Probablemente el más restrictivo sea el artículo 3.6.2, que establece el perímetro mínimo de fachada exigible a las viviendas, perímetro que se determina en función de la superficie útil de la vivienda, el cual no podrá ser inferior a la relación S.ut/9 medida en metros lineales. De esta forma, y para un local de una superficie mínima habitable de 36 m² en el área metropolitana y de 40 m² en el municipio de Barcelona, la superficie exigida de fachada sería de 4 m en el primer caso y de 4,44 m en el segundo. Dado que las profundidades edificables en barrios como el Eixample de Barcelona suelen ser de más de 15 m y que la menor anchura viable de la vivienda sería de 3 m, en este caso los metros lineales de la fachada deberían ser de 5 m (2,5 m por delante y 2,5 m por detrás en caso de poder ventilar en fachada y patio de manzana o de 5 m si solo tuviera la posibilidad de hacerlo por un lado). Cabe decir que en este caso, dada la configuración del teórico local de 15 m x 3 m que sería convertida en la vivienda, la distribución resultante sería muy poco atractiva y, a medida que la profundidad de la edificación aumentara, las dificultades de homologación y de distribución se incrementarían. A esta dificultad se sumarían otras relativas a la seguridad contra incendios, ventilación de piezas húmedas y estancias, extracción de humos, etc.

En este marco es significativo el estudio realizado por Pere Ponsatí del AMB en el municipio de Sant Just Desvern, en el que se analizó la capacidad de regeneración urbana de los frentes comerciales abandonados. Del total de 469 locales analizados, 116 estaban vacíos y únicamente 20 de ellos eran susceptibles de convertirse en un conjunto que se estimó de entre 36 y 53 viviendas.

En el caso del Eixample de Barcelona y frente a las mencionadas dificultades de transformar en vivienda los locales situados en planta baja, sería más oportuno incentivar la utilización de estos espacios para oficinas. Una medida que facilitaría mantener la actividad del distrito, y que paralelamente permitiría adoptar medidas para evitar la ocupación de las plantas superiores por despachos, incrementando de este modo la oferta de viviendas en el distrito y moderando en consecuencia los precios de alquiler.

E) LA VIVIENDA COLABORATIVA ES ACTUALMENTE UNA ALTERNATIVA PARA MINORÍAS

Últimamente, han aparecido soluciones colaborativas con el ánimo de intentar resolver el problema de alojamiento desde la convergencia de intereses particulares con la contribución pública. En Barcelona, este sistema de co-housing (covivienda) ha adoptado la forma de cooperativas de viviendas construidas sobre suelo público en régimen de concesión que, inspiradas en el modelo danés, mantienen la propiedad del inmueble al tiempo que ceden su uso a los socios que la integran. Esta opción comporta, sin embargo, una forma de intervenir y de tomar colectivamente las decisiones en un primer momento, o fase constructiva, que afectarán más adelante también al mantenimiento y la subsistencia de la comunidad, que queda vinculada estrechamente al bien construido.

Este es un modelo de promoción de operaciones residenciales que, a nuestro juicio —por las dificultades legislativas y financieras que presenta—, debe verse como marginal, ya que solo puede ser viables en operaciones de pequeña dimensión, emprendidas por colectivos agrupados por afinidades culturales.

La forma de abordar la promoción constituyendo una cooperativa comporta habitualmente también una tipología de viviendas y una configuración de los espacios comunes del edificio poco adaptado al régimen jurídico español de la propiedad horizontal. Un sistema legislativo que se sustenta en un modelo de promoción inmobiliaria generalizado, dirigido a extraer el máximo rendimiento del elemento privativo, la vivienda como unidad, que es la entidad prevista para vender.

Actualmente, en Barcelona, algunas promociones de lujo ofrecen unos costosos servicios comunitarios. En estas operaciones, los elementos comunes tienen un carácter accesorio y generalmente, a diferencia de las viviendas colaborativas, no están diseñadas para la convivencia en común de sus residentes, cosa que sí ocurre en estas últimas.

En el municipio de Barcelona, la vivienda colaborativa es un modelo que quiere ser una alternativa viable y se plantea como una alternativa a la promoción privada. Sin embargo, la introducción de la vivienda en una sociedad donde la participación en las actividades vecinales es escasa —solo un 10 % asiste regularmente a las reuniones de la comunidad de propietarios y el porcentaje de asistencia es inferior al 50 % en el 63 % de las convocatorias— [21] puede convertirse en culturalmente desatinado, prácticamente poco viable, y para acabar convirtiéndose en un fenómeno marginal.

A estas dificultades de falta de tradición del uso compartido existente en nuestro país, cabe añadir otros problemas de tipo legislativo y financiero. Es el caso de las cooperativas que tienen la voluntad de perdurarse en este régimen, incluso una vez terminadas las obras. Un modelo que se asienta en el principio constituyente de la vivienda cooperativa en cesión de uso y que se ve apoyada por una política municipal que condiciona la cesión temporal del suelo al mantenimiento de este modelo durante todo el tiempo que dure la concesión. En este caso, la financiación de la operación se convierte en una dificultad añadida. Llegado el caso, debe existir la voluntad de una renuncia explícita del sentido de pertenencia, en beneficio de la utilización de un proporcionalmente reducido espacio privado y a favor de otros compartidos, manteniendo, como se ha dicho, el propósito fundacional de conservar el régimen cooperativo durante todo el tiempo que perdure la concesión del solar.

Precisamente, la naturaleza jurídica del derecho (derechos y obligaciones) por el que la cooperativa cede al socio el uso de su espacio habitable es esencial para asegurar su viabilidad y permanencia. Por desgracia, no se ha logrado legislar para dar seguridad jurídica y crear un tercer mercado de vivienda alternativa al tradicional de la propiedad y el alquiler. La ausencia de una normativa específica sobre la covivienda —desde el arrendamiento hasta el usufructo, que garantice un régimen de tenencia al cooperativista— es una de las razones por las que la incertidumbre preside este tipo de promociones.

Un temor que se concreta en la falta de seguridad en cuestiones como la facultad del socio cooperativista de utilizar los equipamientos y espacios compartidos (aun sin contravenir el Reglamento de Régimen Interno de la Cooperativa) porque, en realidad, el derecho real de uso recae únicamente sobre el espacio privativo. O la imposibilidad de que los titulares cooperativistas puedan constituir cargas y gravámenes sobre «su» espacio, como una hipoteca o transformar su régimen de tenencia, pasando de la cooperativa a la propiedad, o bien alguna figura similar como el alquiler con opción de compra. Si bien el cooperativista, de hecho, tiene un cierto dominio patrimonial al satisfacer una cuota por el uso exclusivo de una de las viviendas.

En este modelo de tenencia también deben tenerse en cuenta los elementos de indefensión del individuo frente a la colectividad, que puede expulsar de la cooperativa a uno de los miembros por causa lógica de extinción de los derechos, o por otros no tan evidentes, como un supuesto uso indebido o una utilización no contemplada en el reglamento, como por ejemplo dar clases particulares o ejercer actividades profesionales que resulten incómodas o no deseadas por la comunidad. Además, hay que valorar otros inconvenientes como, por ejemplo, un préstamo bancario mancomunado que, al no dividirse el crédito principal en tantos préstamos como viviendas a construir, puede obligar a responder a los socios cooperativistas por cualquier concepto relativo al montante del capital principal, aunque este sea desproporcionado respecto al coste del espacio habitable atribuido al usuario.

A pesar de la posible implicación de las administraciones municipales para hacer viable y comprometerse en la sostenibilidad de operaciones de este tipo, facilitando la concesión temporal de suelo, aunque existiera esta disponibilidad, la búsqueda de financiación es un problema recurrente en las experiencias de covivienda, que añaden dificultades para hacer viable las promociones de ese tipo. Unos obstáculos causados por las entidades financieras tradicionales, que piden garantías para conceder el préstamo imprescindible para la construcción de las viviendas. La dificultad de financiación de este tipo de proyectos es tal que, en estos momentos, en todo el Estado español la banca tradicional no ha financiado ningún proyecto de viviendas en cesión de uso. Solo dos entidades éticas de financiación y el Instituto Catalán de Finanzas en Catalunya se han atrevido a sufragar algún proyecto siguiendo este modelo de cesión de uso. Cabe decir que, para un volumen de obra de unas 8 a 10 viviendas y unos 1.000 m² construidos, se deben movilizar del orden de un millón de euros, una cantidad relativamente importante, que tiene que contar con garantías por parte del organismo creditor.

De este modo, habitualmente es necesario completar la financiación procedente de las aportaciones que realizan los propios cooperativistas. Para la compra de un inmueble, los bancos suelen pedir una aportación inicial que puede oscilar entre el 20 y el 25 % del montante total necesario. Cantidad que debe complementarse con una financiación complementaria, que puede provenir de entidades bancarias, administraciones públicas o de entidades privadas y particulares, que adquieren títulos participativos emitidos en determinados proyectos. Una financiación externa que en el caso de las cooperativas suele ser también del mismo valor, de entre el 75 y el 80 % del coste de la promoción. De esta forma, para completar el dinero aportado inicialmente por los cooperativistas, debe recurrirse a préstamos (a menudo personales o avales familiares), que deben devolverse por cada uno de los beneficiarios mediante las cuotas de uso que pagan mensualmente las diversas unidades de convivencia constituyentes de la cooperativa.

Sin embargo, y dado que las garantías bancarias exigidas tradicionalmente para financiar las promociones inmobiliarias se fundamentan en la propiedad y en la persona, en el momento en que la titularidad de la vivienda es compartida y la responsabilidad personal queda diluida en la deuda comunitaria, la banca tradicional deniega el préstamo. La gestión y el análisis del riesgo que hacen estas entidades, a lo que se añade una estricta normativa de cobertura de riesgos que les obliga a unas garantías y a un análisis del peligro —que implica, entre otras, la no disponibilidad del bien objeto de préstamo en caso de impago—, son un auténtico obstáculo que hace poco probable su participación. En este marco, solo la banca ética puede llegar a asumir una forma menos condicionada de análisis de la cobertura del préstamo y, en lugar de centrarse en el ámbito individual, analizar el colectivo, sus ingresos y los mecanismos de solidaridad previstos entre los componentes de la cooperativa. Se obliga a la creación de fondos de cobertura que garanticen que el grupo pueda hacerse cargo de las dificultades de uno de los miembros del proyecto, además de prever un mecanismo de incorporación de nuevas personas en caso de desistimiento de alguno de los miembros, para asegurar la continuidad del proyecto cooperativo.

Esta búsqueda de financiación también es un impedimento en otros países, como Francia en su habitat participatif, dado que la aportación inicial debe ser de un 20 % de recursos propios y las entidades bancarias, como ocurre en España, son reacias a financiar el resto si no se pueden hipotecar individualmente las distintas unidades puestas a disposición de los usuarios.

En el caso de Barcelona, que licitó la adjudicación en una primera instancia de cuatro solares destinados a cesión de uso durante 75 años, la garantía que aportó el ayuntamiento en el caso de desistimiento de uno de los cooperativistas fue que el Consistorio respondía ante la entidad de crédito en el caso de un hipotético impago. En este caso el municipio se subrogaba de los compromisos del miembro moroso, a cambio de quedarse con la unidad asignada. Esto implicaba hacer la correspondiente división horizontal del proyecto a favor del ayuntamiento, que en toda lógica no podía constituirse en un cooperativista más, traicionando así el principio básico de todo proyecto de covivienda, el cual pretende mantener la propiedad colectiva de la finca durante todo el periodo que dura la concesión. En un segundo concurso convocado para tres solares, la garantía que se estableció pasó a ser también de regreso a la administración local, pero en este caso de todo el edificio.

Una alternativa a las operaciones inmobiliarias tradicionales es recurrir a las cooperativas de gestión privadas, entidades que organizan la cooperativa asegurándose la ocupación anticipada del inmueble e imputando como coste únicamente unos honorarios correspondientes a su gestión. Una fórmula que, al reducir sustancialmente el riesgo, evita los beneficios del promotor clásico y abarata el coste de la operación inmobiliaria. En este caso, el gestor de la cooperativa es quien se encarga de conseguir un préstamo bancario al promotor —garantizado por el solar y por su propia solvencia— y tramita los permisos de obra, organiza las contrataciones de las diferentes partidas constructivas y realiza los pagos pertinentes. También se ocupa de preparar toda la documentación que será supervisada por la asamblea de cooperativistas. Por último, una vez realizada la promoción, efectuará la división horizontal de las entidades resultantes, convirtiéndose entonces en una operación en régimen de propiedad horizontal tradicional.

Uruguay, con una gran tradición de gestión cooperativa, implantó en 1968 «el sistema de ayuda mutua» dotado de un fondo administrado desde una entidad financiera de capital totalmente público, el Banco Hipotecario del Uruguay. Mediante esta institución, el Estado uruguayo contribuye a la financiación de la construcción de viviendas y supervisa y controla todo el proceso, el cual cuenta con la participación de los propios cooperativistas, incluso en ciertos casos aportando la mano de obra necesaria. Para hacerlo viable, los cooperativistas deben capacitarse y organizarse como empresa cooperativa, que tiene el apoyo de una entidad sin ánimo de lucro que desempeña las funciones de asistencia técnica a la cooperativa. El régimen de tenencia de todas las viviendas es de la cooperativa, pero cada socio tiene el uso de la unidad de convivencia asignada, que es sufragada por el adjudicatario mediante pagos mensuales o semanales; en determinados casos, tienen subsidios por cuotas diferenciales en función de los ingresos y también de la constitución familiar. De este modo, el sistema gestionado desde el Banco Hipotecario del Uruguay recauda recursos gracias a la devolución de los créditos otorgados y genera mecanismos que habilitan a nuevos grupos cooperativos a poner en marcha nuevas promociones.[22]

Por lo general, se dan dos condiciones que facilitan la realización de promociones en régimen cooperativo. En primer lugar, la financiación pública, que sustituye a los bancos privados en la función de agente económico del grueso de la operación. En segundo lugar, la organización de un sistema cooperativo útil únicamente para la realización de la promoción del inmueble, lo que más tarde evoluciona hacia una forma de propiedad horizontal; es decir, rehúye del sistema de covivienda tal y como se conoce en nuestro país. Por último, la gran tradición del sistema cooperativo existente en Uruguay desde hace muchas décadas facilita la fluidez operativa de las promociones.


EL TERRITORIO METAPOLITANO, UN FACTOR DETERMINANTE PARA PODER CONSTRUIR MÁS VIVIENDA ASEQUIBLE

Agotado el territorio en el que expandirse, las ciudades modernas miran hacia su espacio interior como único ámbito posible donde orientar su necesaria modernización.

Este cambio del crecimiento urbano hacia su interior comporta consecuencias, quizás la más censurada últimamente sea la de la gentrificación. Algo que implica sufrir efectos en la pérdida de la estructura social y comercial existente.

A propósito de este fenómeno, cabe reivindicar en primer lugar la gentrificación positiva, que obligatoriamente debe provocarse en determinadas situaciones. La complejidad social que se debe producir necesariamente en cualquier ámbito urbano o barrio, ya sea acomodado o deprimido, exige una decidida intervención pública de reequilibrio social. Paralelamente, es necesario ser conscientes y combativos frente al fenómeno de gentrificación que se da en el centro de Barcelona debido al cambio de uso que se produce en los edificios residenciales. Lo que antes eran viviendas, ahora —por razones de rentabilidad para sus propietarios— se están convirtiendo en oficinas cuando no en apartamentos turísticos o pensiones encubiertas, expulsando así a la población residente y convirtiendo el barrio en un downtown inhabitado.

La gentrificación es la consecuencia de la revalorización de las propiedades urbanas como efecto del desarrollo de la ciudad. La lógica del sistema nos dice que, frente a la oferta de un determinado espacio dentro de la ciudad, prevalecerá quien pueda pagar el precio más alto; y este es directamente proporcional al rendimiento que se le pueda extraer mediante el uso más provechoso. Un incremento de precios urbanos que, en el caso de mantenerse como vivienda, y para acercarse al nivel adquisitivo de los posibles adquirentes, repercutirá en la reducción de la superficie habitable por persona.

Además, dado el atractivo del centro como espacio de negocio, de oferta cultural y de atracción turística, cuanto más descentralizada esté la oferta en estos tres ámbitos hacia el ámbito metropolitano o metapolitano, menos demanda de suelo sufrirá el centro y menos procesos de gentrificación de familias habrá.

Para compactar el tejido urbano, mejorar la calidad ambiental y atenuar los procesos de gentrificación, hay que emplear nuevas estrategias de regeneración de los recursos, ya sea en forma de suelo o de techo construido para rehabilitar.

Así pues, es necesario que —en paralelo a la voluntad de compactar el tejido urbano con la ineludible mejora de la calidad ambiental, al tiempo que se atenúan los procesos de gentrificación— se creen nuevas estrategias de producción urbana. Un nuevo contexto que debe partir de la regeneración de recursos, de la resiliencia y del aprovechamiento de los medios existentes en forma de suelo o techo construido para rehabilitar y que, para compensar los desequilibrios que genera esta forma de crecimiento interno, se establezca una nueva forma de redistribuir los beneficios y cargas que genera el propio desarrollo de la ciudad. Una gestión que, de forma añadida y desde el ámbito político y administrativo, permita suministrar al mercado aquellos productos inmobiliarios que pide tanto la actividad económica como el público en general.

Así, una de las distorsiones más evidentes provocada por este proceso de desarrollo interno de la ciudad es el incremento desmedido del precio del suelo, como resultado de su carencia y de las dificultades de gestión y tiempo para obtenerlo.

Una coyuntura que es propia de la ciudad neoliberal, donde es de vital importancia la revalorización de los barrios para incentivar su renovación y su desarrollo. La estructura de funcionamiento de la ciudad industrial se basaba en la clase trabajadora. La ciudad neoliberal se caracteriza por ser el espacio de representatividad y consumo, un continente orquestado para mostrar desde el producto de lujo mejor envuelto hasta el último acto cultural más innovador. Este escenario es el adecuado para atraer a profesionales, publicistas, directivos y creadores con un alto nivel adquisitivo, quienes buscan ubicaciones representativas centrales en las que instalarse.

El enfriamiento del mercado del suelo en estas circunstancias resulta casi imposible, más aún si tenemos en cuenta que el comportamiento de los precios del suelo responde a la teoría de los precios espejo, que se reflejan de un solar a otro y evitan grandes bajadas en ámbitos metropolitanos compactos. Según los entendidos, esto se debe a que se trata de un mercado que no participa de la elasticidad positiva y difícilmente se pueden encontrar precios de repercusión exageradamente desiguales en áreas de referencia tan homogéneas como son Barcelona capital y, por extensión, su ámbito metropolitano o incluso autonómico.

Solo las empresas aventajadas —además por un régimen fiscal y de garantías bancarias favorables—, las grandes marcas comerciales y un reducido número de familias acomodadas pueden acceder a los nuevos productos inmobiliarios que ofrece la aglomeración central. Al límite, este mercado cada vez más agresivo tiende a imponer un modelo de ciudad zonificada de tipo americano, una estructura urbana planificada desde las leyes del capital y a partir de la lógica segregacionista que impera en el sistema económico dominante. De forma aparentemente contradictoria, las ciudades de raíz latina tradicional, compactas, con una gran diversidad y mezcla funcional, son el modelo urbanístico recomendable que deben adoptar las aglomeraciones para asegurarnos la sostenibilidad del medio urbano, cada vez más importante.

Hay que reivindicar, pues, nuestro modelo de ciudad y, al mismo tiempo, evitar que se convierta en una ciudad social y funcionalmente segregada. No podemos renunciar a nuestro modelo de ciudad latina, densa y compacta, además de contenedora de servicios de proximidad y que debiera ser socialmente más equilibrada. Una ciudad que también es propensa a producir disfunciones, como el incremento irrefrenable de los precios del suelo, la expulsión de las clases medias y bajas y la reducción selectiva de los usos del centro urbano que tiende hacia la terciarización. Un sector terciario más solvente que se apropia de los barrios centrales en detrimento de la residencia —como en el caso del Eixample en Barcelona— y que crea problemas funcionales, como el incremento de todo tipo de movilidad que la gente utiliza para desplazarse a su lugar de trabajo.

Paralelamente, las plantas bajas de los edificios están ocupadas por bares y restaurantes para dar servicio a los oficinistas o se vacían por carencia de vecinos consumidores de productos de proximidad, y en algunos casos se recuperan para hacer viviendas. Unos locales en planta baja pensados para el comercio, profundos y estrechos, que como se ha dicho ocupan unos espacios donde, por falta de ventilación, es difícil asegurar las condiciones mínimas de habitabilidad. Una transformación forzada de unos locales más aptos para la colocación de oficinas y servicios terciarios de libre distribución.[1]

Las administraciones son conscientes del peligro que supone la pérdida constante de población y de su envejecimiento progresivo, debido entre otros a la reducción del índice de natalidad y a la emancipación tardía de los jóvenes, causas que se vinculan, al margen de cuestiones laborales, a la escasez de la vivienda y por ende a la emancipación tardía de los jóvenes. España en general, y Barcelona en particular, tiene los precios de vivienda entre los más caros de toda Europa, pero el coste de la construcción se mantiene a un nivel moderadamente bajo, debido en gran parte a la poca incidencia de los honorarios de los profesionales y técnicos y de los salarios de la mano de obra en la economía del sector.

Actualmente, el municipio de Barcelona, como la mayoría de ciudades acabadas, debe crecer sobre sí mismo al estar sometido a un necesario proceso de renovación, lo que se traduce en unos costes elevados de repercusión inmobiliaria. La transformación de terreno agrícola a solar edificable, como históricamente se había hecho, tenía un precio muy inferior al de desalojar a antiguos residentes o indemnizar a comercios y empresarios de industrias en actividad. Por no citar a estos mismos industriales o a las propias administraciones (central, autonómica o local) que hacen de sus antiguas fábricas, de los viejos acuartelamientos o de ciertos espacios portuarios residuales…, unas óptimas ubicaciones para realizar operaciones de desarrollo inmobiliario. ADIF, AENA, Puerto Autónomo dependiente del Ministerio de Transporte, Movilidad y Agenda Urbana, son algunos de los organismos que actúan en la ciudad para conseguirse recursos adicionales o simplemente enjugar pérdidas. Una práctica adictiva que nutre tanto a estamentos públicos como a entidades deportivas o propietarios privados.

El precio de una parcela se fija por comparación del valor de venta que le transmite otra situada a su alrededor. La venta de un solar o de un edificio para construir o rehabilitar supone un precedente de precio para otros que son cercanos, un contagio, una transmisión de valor que provoca la escalada ascendente de la valoración de los solares vecinos. Al mismo tiempo, actúa también como referencia de precio para otros más alejados; sin omitir el papel inflacionista de los API que, al ser remunerados por un porcentaje del precio de venta, suben la estimación que hacen de la propiedad y en consecuencia el coste final de la operación. En este contexto de incremento constante y especulativo de los precios del suelo urbano, las administraciones públicas tienen dificultades insalvables para conseguir solares en los que pueda satisfacerse la demanda de viviendas asequibles.

Los recursos económicos de los que disponen las sociedades mercantiles, unido a una fiscalidad ventajosa y a una mayor solvencia y capacidad de crédito, les permiten desembolsar cantidades muy superiores para disponer de espacios o edificios situados en ubicaciones preferentes de la ciudad central. Una situación de competencia desequilibrada en la que el posible particular residente se encuentra en franca inferioridad. Este escenario es en donde se representa el drama de la gentrificación y la terciarización de la ciudad central.

Algunos sistemas urbanos menos rígidos que los europeos permiten una cierta estabilidad de los precios al aumentar la oferta, lo que posibilita la construcción de edificios de altura ilimitada en los lugares donde se acumula la demanda (si bien es cierto, a costa de otros valores ambientales producidos en gran parte por una densificación de la movilidad). Sin embargo, cada país puede tener un sistema de protección para moderar el crecimiento de los precios del suelo urbano y de obtención de recursos financieros que pueden destinarse a equilibrar un mercado [2] que, por su propio carácter de oligopolio, tiende a un incremento ilimitado.

La alta fiscalidad que se ejerce sobre la actividad inmobiliaria, principalmente en los países del norte de Europa, se justifica por la necesidad redistributiva de los beneficios que los privados obtienen de la ciudad gracias a la acción que en ella hace la acción pública.

A todo propietario particular de un terreno le parece razonable la gran cantidad de beneficios que puede conseguir gracias a la mejora de la accesibilidad producida por la llegada del metro, al cubrimiento de un vial ruidoso o la construcción de un parque. La inversión pública necesaria para la realización de estas obras no está financiada por la aportación única de este mismo propietario, sino que es el resultado de la contribución del conjunto de ciudadanos. Sin embargo, la apropiación de estos beneficios por parte de un reducido número de privados y la falta de compensación de una mayor parte del gasto realizado por parte del sector público tiene una doble consecuencia: en primer lugar, reduce los recursos disponibles de la administración para afrontar políticas sociales y, entre ellas, la construcción de viviendas a precio moderado; y, por otra parte, gracias a las mejoras realizadas, consigue que la ciudad sea más atractiva para los inversores y, por tanto, aumenta la demanda con la consecuente escalada de los precios del suelo.

Barcelona, con ciertas competencias derivadas del régimen autonómico,[3] pero también dependiendo en gran parte del sistema jurídico español, no puede sustraerse a su promoción internacional y a su propio crecimiento; cada nuevo suceso es un nuevo impulso al incremento de los precios del suelo y, por tanto, de la vivienda, una situación que se agrava si se considera el perímetro de la ciudad acabada. Las grandes operaciones inmobiliarias que quedan en la ciudad, como terminar el distrito 22@ del Poble Nou, La Sagrera y la Marina Prat Vermell, como ya se ha mencionado, no son suficientes para aportar el techo público necesario que satisfaga la demanda en vivienda de las familias.

En este contexto, la ortodoxia económica de frenar el alza de los precios incrementando la oferta ha sido ineficiente. Las medidas aprobadas por el gobierno del Partido Popular de junio de 1998 [4] para abaratar el precio del suelo y, como consecuencia, el de las viviendas mediante la ampliación del perímetro urbanizable, no logró los resultados esperados. Unas medidas que, sin embargo, tenían en cuenta y estaban pensadas para aquellas ciudades con territorio para expandirse como en el municipio de Madrid, y del todo imposible de implementar en territorios tan compactos como el del AMB y, en particular, el del municipio de Barcelona.

Según el diario Público,[5] la ciudad de Madrid cuenta con casi 440 viviendas por cada 1.000 habitantes y Barcelona más de 500 por cada 1.000, una proporción de las más altas de toda la Unión Europea, dos personas por vivienda (sin contar las 10.052 viviendas desocupadas en Barcelona).[6] Pese al gran número de viviendas con relación a la población residente, situación que hace pensar en una importante oferta disponible, entre los 2013 y 2018 el precio del alquiler aumentó un 38 %, lo que hizo que en Madrid el alquiler supusiera según algunas fuentes el 44 % del sueldo bruto mensual, mientras que en la ciudad de Barcelona representaba el 50 %. Estos datos son reveladores y nos indican, en primer lugar, que la posible disponibilidad por sí sola no basta para reducir el precio de la vivienda; y, en segundo lugar, como consecuencia de los precios elevados, que la oferta de alquiler de viviendas está siendo absorbida no por posibles residentes, sino por una demanda más solvente (turismo, empresas y profesionales).

Dado que el incremento de la oferta de suelo no ha producido los efectos esperados, la forma de abaratarlo consistiría en introducir en el mercado una gran cantidad de suelo de propiedad pública, a unos precios muy por debajo de los precios que ofrece el mercado libre. Una parte de esta oferta pública de suelo a precios reducidos debería ir destinada a contraer el déficit existente en todo el Estado, y especialmente en Catalunya, de viviendas a precio moderado.

Con estas condiciones adversas, si la Barcelona acabada debe hacer aflorar suelo de titularidad pública a precio reducido para construir vivienda asequible, ¿de dónde podría extraer este recurso básico? Como se ha dicho a menudo, la solución de Barcelona está en la ciudad-región metropolitana (72 municipios) y en un contexto de nuevas formas de teletrabajo y mejora de la movilidad. Todo ello siempre que se considere el marco de actuación del territorio integrado de la Metápolis y se inviertan necesariamente grandes cantidades de dinero (publico y privado) en crear un sistema de movilidad rápido y eficiente siguiendo el modelo de otras ciudades acabadas.


LA SEGREGACIÓN RESIDENCIAL EN EL TEJIDO URBANO

¿Es posible imaginar una ciudad no segregada socialmente dentro de un sistema económico, de mercado, que fomenta la discriminación por razones económicas?

La sección de la casa burguesa de París del siglo XIX del barón Haussmann ilustraba lo que era la realidad práctica: una segregación social por plantas dentro del mismo edificio. Las primeras plantas las ocupaban las familias acomodadas, propietarios o inquilinos de amplias viviendas; en las plantas intermedias vivían burgueses y comerciantes, mientras que en las buhardillas se agolpaba en habitaciones de unos 9 m² el personal de servicio, que a menudo compartía este reducido espacio con el resto de su familia. Este tipo de compartimentación social se mantuvo hasta bien entrada la década de los 80, ya que, una vez extinguida la ley de arrendamientos de 1948 y liberado el sistema de alquiler, la densidad de habitantes de estas últimas plantas —donde se alojaban familias enteras de inmigrantes— aún era superior a la de las plantas inferiores, ocupadas por entonces por gente mayor o familias con algún hijo por emancipar.

En esta tipología de edificaciones, generalizada en gran parte de la capital y por extensión a otras muchas ciudades francesas, que discriminaba entre dueños y sirvientes, se mantenía hasta el extremo de tener dos núcleos independientes de escaleras. Mientras que los usuarios de las plantas nobles accedían directamente desde la calle por la entrada principal, el servicio lo hacía mediante una segunda escalera sin ascensor situada en el patio de luces, que llegaba hasta el bajo cubierta y que comunicaba piso por piso con las cocinas de los distintos apartamentos de las familias acomodadas. Sin embargo, esta segregación social dentro del inmueble no se traducía a nivel de calle, donde convivían propietarios, inquilinos y sirvientes; todos ellos compartían la misma dirección y disfrutaban conjuntamente de los comercios, del bistrot y de otros servicios del barrio.

En Barcelona, la construcción de las viviendas de Can Ros en 1952, más conocidas como el barrio del Congreso Eucarístico, son en una época mucho más tardía un ejemplo del esfuerzo de integración de una comunidad en un barrio de nueva creación. A diferencia de otras barriadas o polígonos de viviendas construidos hacia los años sesenta y principios de los setenta —como La Mina, Ciutat Meridiana, Sant Roc o Sant Cosme—, el barrio del Congreso, gracias a su planificación social, fue y sigue siendo un caso paradigmático de sostenibilidad social.

La realización del conjunto residencial se hizo con ocasión del Congreso Eucarístico Internacional de 1952.[1] El obispo de Barcelona, el doctor Modrego, mediante la creación del Patronato de Viviendas del Congreso Eucarístico, hizo una petición de fondos para conseguir el capital necesario y pudo construir un cierto número de viviendas con el propósito de apaciguar la situación crítica de falta de alojamientos en Barcelona. Como resultado de su gestión, obtuvo la cooperación del Estado mediante hipoteca con cobertura del 40 % del capital necesario, reembolsable a los 50 años libre de intereses. Unas condiciones que se repercutieron en los adquirentes mediante la intermediación de las entidades crediticias, que a partir de estos recursos del Estado facilitaron a los compradores el resto del capital necesario. De esta forma, la aportación de las cajas de ahorros consistió en una hipoteca de un 40 % del coste, con una amortización en 20 años al 4 % de interés. Estas aportaciones abrieron la posibilidad a las familias de financiar su vivienda, siempre que pudieran contribuir con el resto del 20 %, cantidad que debía abonarse en el momento de ocupar el piso (el compromiso de compra debía ser anterior al inicio de las obras).

Más tarde se modificaron las condiciones del préstamo del Estado y, con la Ley de Viviendas de Renta Limitada Subvencionada, el crédito se sustituyó por una subvención directa de 30.000 pesetas por vivienda. Contando con estos recursos, la colaboración de las entidades financieras y la aportación del capital inicial por parte del obispado, se inició la operación. Financieramente, y a pesar de vender las viviendas a precio de coste, la promoción fue exitosa, al contar el obispado con los recursos iniciales y desarrollar el conjunto residencial por fases. Al venderse los pisos, el capital recogido se convertía en un fondo rotatorio utilizado en las fases siguientes, lo que permitía la realización de una nueva serie de viviendas.

El proyecto de los arquitectos Josep Soteras Mauri, Antoni Pineda y Carles Marquès, se realizó sobre un terreno de 16,5 hectáreas propiedad de la familia Ros i de Ramis.

La construcción fue ejecutada entre 1953 y 1962 y acogió: 2719 viviendas, incluidas las correspondientes para porteros; 306 tiendas con vivienda y 27 almacenes; 2 guarderías para 500 niños y niñas; 2 escuelas secundarias para unos 800 o 1.000 alumnos cada una; una policlínica; una pequeña residencia para jóvenes obreras; la iglesia parroquial, un campo de fútbol reducido y zonas de juegos. Por último, la población residente fue de unas 17.000 personas, con una densidad de más de 1.000 habitantes por ha.

A pesar de la trascendencia de la operación inmobiliaria, hay que valorar principalmente la organización de la adjudicación de las viviendas como factor determinante para conseguir la sostenibilidad social del proyecto residencial y de su carácter inclusivo. Una organización encargada al Patronato que se constituyó para gestionar el proyecto, que consistía en determinar un modelo de selección de las familias que habitarían en el barrio. Al margen de otros factores de tipo urbanístico que serían objeto de otro relato, vale la pena reseñar y profundizar esta cuestión. Por eso es interesante exponer algunos de los detalles de la forma de selección de los aspirantes a obtener una vivienda y de la contribución del modelo en la construcción del sentimiento de pertenencia e integración en este barrio de nueva creación.

Los solicitantes de viviendas se agruparon inicialmente en dos grupos: a) 85 % para familias constituidas y b) 15 % restante para futuros matrimonios. Dentro del primer epígrafe había dos grupos, el primero, que representaba un 35 %, eran las familias numerosas de más de seis miembros (conformado por el núcleo familiar al que se podían añadir los familiares cercanos, padres, madres, suegros, etc.); el segundo grupo lo componían las familias constituidas por un mínimo de tres y hasta cuatro o cinco miembros. Cada uno de estos dos grupos con los correspondientes subgrupos se dividían en realquilados, desahuciados, barraquistas, etc. Finalmente, se efectuó un tercer y último desglose, basado en unos porcentajes ideales inspirados en los dos cuadros siguientes:

	Cuadro I
	Cuadro 2

	Obreros no cualificados	20 %	Naturales de Barcelona y comarcas vecinas con más de 15 años de residencia	70 %
	Obreros cualificados	30 %
	Empleados administrativos	30 %	Con más de 15 años de residencia	20 %
	Trabajadores subalternos	5 %
	Funcionarios	4 %	Con menos de 15 años de residencia	10 %
	Profesionales liberales	4 %
	Independientes	7 %	


Una vez hecha la selección según correspondía a los cuadros 1 y 2, en paralelo se dio prioridad en la adjudicación a un contingente que representaba entre un 5 % y un 15 %: aquellas familias que por su adscripción a entidades religiosas, culturales, sociales, benéficas o deportivas, se las podía considerar dinamizadoras del barrio, dado su espíritu de convivencia social y su práctica en las actividades propias de una comunidad humana.

	Profesión de los padres de familia de los usuarios de las viviendas
	Región de origen
de los padres de familia

	Obreros no cualificados	22,3 %	Barcelona	41,9 %
	Obreros cualificados	32,8 %	Resto de Cataluña	13,2 %
	Empleados administrativos	28,4 %	Centro de la península	11,3 %
	Trabajadores subalternos	5,5 %	Andalucía	9,6 %
	Funcionarios	5 %	Aragón	8,4 %
	Profesionales liberales	4 %	Valencia	5,5 %
	Independientes	2 %	Murcia	4,9 %
			Norte de la península	2,4 %
			Galicia
	1,8 %
			Canarias, Baleares y Marruecos	1 %


Finalmente, la aplicación de este baremo objetivo afectaba a cualquier lista de solicitantes; es decir, de la misma manera implicaba a la lista de adjudicaciones hecha a propuesta de los socios fundadores de la entidad [2] como a la del resto de los beneficiarios, que representaban entre el 60 % y el 75 % de las adjudicaciones del turno libre. Este reparto dio la composición social expresada en los porcentajes que se indican en el cuadro anterior.

Desgraciadamente, es difícil evaluar con precisión la evolución del barrio sesenta años después de su construcción, de los cambios generacionales y de propiedad que ha sufrido. Una dificultad que se acentúa, al considerarse una parte más del barrio de los Indianos, formando así un ámbito mucho mayor, de 40,70 ha y 14.051 habitantes, en contra del primitivo barrio del Congreso de 16,5 ha. Todo un barrio característico del distrito de Sant Andreu.

Sin embargo, cabe pensar que el factor de propiedad de la vivienda ha sido en el Congreso —como ha sucedido en otros barrios— un componente esencial que ha permitido mantener la complejidad socioeconómica de la gente que reside ahí. Es de suponer que las segundas y terceras transmisiones de la propiedad hayan conseguido la desconcentración de las antiguas familias, el rejuvenecimiento del barrio y el mantenimiento de la sostenibilidad social. Algo que no sucede cuando el polígono es exclusivamente de alquiler para familias con escasos recursos, que perpetúa el mismo perfil social debido a la exigencia legislativa de adjudicar las viviendas a los hogares con un mismo perfil social de bajos ingresos.

Un escenario que ha establecido precedentes en los barrios periféricos de las ciudades francesas. Una situación alejada de la nuestra, pero que mantiene puntos de similitud en aquellos polígonos donde los niveles de evaluación de la conducta social, de renta y de régimen de pertenencia, en forma de alquiler asistido, pueden servirnos de referente para evitar situaciones conflictivas como aquellas.

Sin embargo, el problema vivido en Francia no es exclusivamente suyo. Se trata de un problema sistémico que afecta a otros países. Es el abarrocamiento de una economía de mercado que separa a la población en función de la renta y de otras patologías sociales asociadas, como la segregación de la población recién llegada y la precariedad laboral y económica. Desgraciadamente, el ascensor social y la igualdad de oportunidades son ahora una fantasía del sistema capitalista utópico. El nombre de la escuela; la universidad; los postgrados en establecimientos privados de prestigio; la procedencia; el barrio; la dirección; el apellido; el grupo social al que se pertenece e, incluso, la edad para determinados sitios de trabajo son factores discriminatorios a la hora de dar las mismas oportunidades a todos los ciudadanos.

La ciudad ha dejado de ser el espacio histórico de liberación, intercambio y conquista de las libertades individuales para ser considerada casi exclusivamente el principal ámbito generador de riqueza, sujeta a las más fuertes tensiones de demanda de espacios productivos y representativos y, en consecuencia, representar y ser símbolo del nivel social del que la ocupa, habita, opera o comercia. En este contexto, la dirección, la calle, el barrio son elementos que manifiestan el estrato social al que perteneces, lo que te ofrece oportunidades o lo que te estigmatiza.

Difícilmente se acepta que las nuevas estructuras urbanas señalan una ruptura inequívoca con el papel histórico que habían desempeñado las ciudades. La ciudad histórica, concebida como espacio cultural de integración y libertades, se ha convertido ahora en un espacio comercial, de negocio y especulación, inspirada en un modelo económico donde está el núcleo focal, que funciona siguiendo la retórica de mercado y donde la seguridad desempeña un papel primordial. Ambas condiciones representan una política y un conjunto de dispositivos que deben visualizarse a distintas escalas para entender la separación urbana entre los barrios acomodados con oficinas y comercios asociados, por un lado, y los suburbios de asalariados y proletarios trabajadores, por otro. Una estructura social urbana distinta a lo que sucedía en la ciudad burguesa del siglo XIX.

El paradigma de esta situación es el que se está viviendo en alguna de las ciudades latinoamericanas donde la extensión de su límite urbano diluye centro y periferia; barrios pobres de barrios acomodados. En estas ciudades, las familias ricas se amurallan en «barrios cerrados» mediante vallas y guardias de seguridad en los accesos, para crearse un universo propio, aislado y alejado del resto de población más desfavorecida.

Actualmente, mientras las clases acomodadas ocupan la ciudad posfordista, los colectivos menos solventes son vistos con malos ojos, abandonados en la calle o expulsados al exterior, y, en el mejor de los casos, alojados dentro de polígonos residenciales periféricos, llamados polígonos en España o banlieues en Francia, lugar donde ya se produjeron los primeros disturbios. La situación de la problemática social que se manifestó en los grands ensembles y que se inició en las revueltas de 1981 y se vio agravada en las banlieues de la región de París en 2005,[3] puso en duda la política de asignación de viviendas que se había hecho hasta entonces, distribuyendo la totalidad de las viviendas de estos grandes complejos a familias de rentas bajas, muchas de las cuales arrastraban conflictos sociales. A pesar del progreso nacional, estos barrios siguieron siendo los grandes complejos de concentración de familias con aprietos económicos, exclusión social, donde la dificultad y complejidad de una educación multiétnica, el paro familiar, la falta de oportunidades, etc., ofrecen pocas oportunidades a la mayoría de los jóvenes. Cuando no la estigmatización clara de una parte de aquellas personas que, con voluntad de integración, sufren la marginación por razones de procedencia o condición social. Razones que explicarían, entre otras, el fracaso de la política de producción residencial a gran escala y demuestran el desacierto en la gestión social para favorecer la integración y el ascenso en la escala social.

Los medios de comunicación franceses asociaron los conflictos de las banlieues reduciéndolos de forma exclusiva a una determinada población, la de los jóvenes socialmente excluidos que vivían agrupados en grandes unidades residenciales en las afueras de las grandes ciudades, cuando en realidad eran barrios enteros que creaban verdaderas comunidades, donde a veces convivían decenas de miles de personas. Colectivos todos pertenecientes a un mismo grupo social, la mayoría con patologías sociales de difícil solución o, en el mejor de los casos, de gestión compleja. Se habló entonces del barrio de Minguettes en Lyon, de «la cité des 4.000 de la Courneuve» al norte de París o de «la Castellane» en Marsella, pero también podríamos hablar de La Mina en Barcelona o de las 3.000 viviendas en Sevilla. Esta conflictividad no solo revela la inquietud de los jóvenes socialmente excluidos, sino que también pone en cuestión un sistema de adjudicación y tenencia de las viviendas sociales en régimen de alquiler, que en todo caso tuvo que replantearse en Francia.

Actualmente, en el país galo, los más de 800 organismos de HTL —y esta es la novedad— no solo alquilan, sino que también deben permitir que algunos hogares accedan a la propiedad, apoyándoles en todos los trámites para adquirir la vivienda. Esto supone una oportunidad para las familias de ingresos bajos que no pueden permitirse comprar un alojamiento de promoción privada. Por lo tanto, las organizaciones sociales de gestión del parque de viviendas permiten que los trabajadores de ingresos reducidos o las clases medias puedan hacer su primera compra. Este modelo tiene las ventajas de mantener mejor el parque y de permitir que los barrios sean socialmente más equilibrados, lo que favorece después segundas y terceras transmisiones que rejuvenecen el barrio.

En Francia, el propósito de la diversificación del régimen de tenencia es, pues, un objetivo y se presenta como la herramienta principal de mejora del tejido y complejidad social de los barrios, en tanto que mitiga su marginación y les otorga un atractivo residencial para distintas categorías de población.

Para llevar a cabo esta política, el sistema francés se ampara en la asociación Action Logement y en las ventajas ofrecidas por el Gobierno galo. El procedimiento se establece de forma que el cliente que alquila paga una cantidad mensual al organismo de HLM, haciendo así una contribución por su acceso a la propiedad, que al mismo tiempo prueba su solvencia y capacidad de amortización antes de convertirlo en propietario permanente. En caso de que, por la circunstancia que sea, el inquilino-comprador no pudiera pagar la cuota establecida, entonces el organismo de HLM se compromete a recomprar la vivienda a un precio definido con antelación. Se trata, pues, de una garantía de reembolso de un capital acumulado en caso de pérdida de trabajo o de un accidente sobrevenido, siempre respetando los módulos de precio de venta de las viviendas de HLM.

La construcción de barrios socialmente equilibrados como las Villes Nouvelles franceses o el mencionado barrio del Congreso Eucarístico consistió en operaciones que son difícilmente realizables en contexto actual, donde la actividad inmobiliaria está en manos casi exclusivas del sector privado. Una actividad fundamentada en la economía de mercado que va en dirección contraria a la de la integración y la mezcla social y que, por el contrario, tiende a la segmentación urbana por zonas o barrios delimitados en función del coste por metro cuadrado de la vivienda.

Últimamente en las ciudades se están produciendo fenómenos que alteran su propia naturaleza histórica de indiscriminación. Ahora está implícita en su crecimiento la expulsión de determinados colectivos sociales y la segregación del tejido urbano por niveles de renta, una forma de estigmatización territorial o de separación de la población clausurada en determinados espacios urbanos. El confinamiento de colectivos de extracción baja mediante formas variadas de discriminación, como la clase social, la procedencia y la raza. Un modelo de apartheid que la población acomodada interpreta como leve o no preocupante, a menudo enmascarado por el discurso acomodaticio del carácter normal y natural de las desigualdades sociales. Una aceptación que, en tanto que considerada legítima, no admite ningún debate sobre la desigualdad de la renta, sobre la propiedad, sobre todos los recursos que una minoría goza por razones familiares, especulativas o de pertenencia a un ámbito de poder. Así, mientras unos habitantes viven en cómodos barrios de la aglomeración central, otros malviven en distritos populares alejados del centro, en unos barrios de infraestructuras y servicios precarios —cuando no ausentes— que, además, deben soportar unos elevados costes de desplazamiento.

En Barcelona, este fenómeno de gentrificación se ha agravado en los últimos años por el crecimiento y la dependencia financiera de la economía del sector turístico que aporta hasta el 12 % del PIB y ocupa al 9 % de la población trabajadora de la ciudad. Una actividad marcada por el fenómeno de los alquileres a corto plazo, a precios más bajos y, por tanto, más competitivos, que los establecimientos hoteleros y que prefiguran la nueva frontera de los desahucios y la desigualdad dentro del espacio urbano. En estas condiciones de competencia, el mercado de alquiler a largo plazo para las familias en determinadas zonas de la ciudad resulta inabordable. La industria turística y la impresionante aceleración en el uso temporal de la ciudad han reducido el mercado de la vivienda para los residentes y han hecho aún más rígido el mercado de alquiler. El aumento de estos arrendamientos obliga a muchos hogares a alejarse del centro urbano y a ocupar las zonas marginales de la aglomeración. Esta forma de gentrificación se añade a todas las anteriores ya expuestas y es, de alguna forma, la etapa final de un largo proceso de expulsión de las clases medias y trabajadoras hacia las zonas menos representativas de la aglomeración central.

En el límite de especialización del tejido urbano, las ciudades que reciben más visitantes pueden llegar a tener barrios o zonas ocupadas casi exclusivamente por hoteles, apartamentos turísticos y establecimientos especializados para satisfacer la demanda exclusiva de este colectivo de usuarios; algunas de las poblaciones costeras casi inactivas durante el invierno pueden ser un ejemplo de esta especialización. En definitiva, zonas urbanas estacionalmente vacías, ruidosas en horarios nocturnos y que, por imposibilidad de competir con los precios de alquiler o de adaptarse a las jornadas laborales, expulsan a las familias residentes.

La situación es especialmente dramática en aquellos países con un PIB muy por debajo del que tienen los turistas que llegan. En estas ciudades receptoras de viajeros del mundo desarrollado, los precios en determinadas zonas o barrios turísticos (centros históricos, barrios hoteleros) suben para equipararse a los precios de los servicios de las ciudades del primer mundo y llegan a ser inaccesibles para la población local, aunque son abordables para los turistas. En estas circunstancias, el uso de la ciudad es exclusivo del extranjero y excluyente para la población del propio país.

Si nos fijamos en el mundo de las empresas o plataformas de alquiler temporal de apartamentos, observamos que son muy resistentes por naturaleza. En cuanto a los propietarios de plataformas, los grandes inversores inmobiliarios disponen de todos los instrumentos legales y financieros para soportar períodos de bajo rendimiento. Sus gastos fijos son muy bajos, tienen un número limitado de empleados y su capacidad de reacción es tal que, entre marzo y abril de 2020, un gigante como Airbnb pudo contar fácilmente con dos ampliaciones de capital proveniente del mercado internacional.

Más aún, en un ámbito municipal, el de la ciudad acabada, de carencia de suelo de propiedad pública, que dispone únicamente de algunas operaciones puntuales dentro del tejido consolidado, es difícil detener esta gentrificación creciente. La legislación española tampoco ayuda, al promulgar leyes aplicables indiscriminadamente en todo el territorio del Estado, equiparando fenómenos urbanos tan diferenciados como el de la ciudad de Barcelona con otras ciudades en las que el fenómeno turístico, la dimensión territorial o la presión sobre el tejido residencial es prácticamente inexistente.

Contrariamente, y en una lógica más flexible de no apremio del ámbito administrativo municipal, la alternativa consistiría en impulsar proyectos residenciales que promovieran un sistema de movilidad capilar capaz de conferir al territorio una mayor porosidad, permeabilidad y accesibilidad, para garantizar el acceso a la vivienda en barrios ambientalmente satisfactorios, socialmente sostenibles y accesibles para todos.

Así pues, hace falta, por un lado, una legislación que facilite la creación de un Banco Público y, por otro, un territorio relacionado a distintas escalas complementarias de transporte, lo que nos permitiría avanzar hacia el objetivo de garantizar la vivienda digna y de calidad para todo el mundo con independencia del nivel de renta.


EPÍLOGO

Un texto que habla de la ciudad acabada no podía terminar sin un epílogo, que en este caso no quiere ser un compendio ni una conclusión, sino una advertencia.

Los estados delimitados por fronteras herederas del siglo XVII se resisten a dejar paso a otras estructuras transnacionales más eficientes y adaptadas a la nueva economía. Se trata de la lucha de la deslocalización y movilidad del capital que no conoce fronteras, contra la rigidez y tenaz fijación de los Estados «estáticos», contrarios a evolucionar hacia un marco administrativo transfronterizo europeo.

En este nuevo contexto, una Barcelona confinada dentro de sus límites administrativos puede quedar ahogada por la falta de territorio y los recursos para seguir creciendo. Puede acabar siendo una ciudad mediterránea marginal, convertida progresivamente en un escenario exclusivamente apto para turistas que confunden a Gaudí con Walt Disney. Apto como destino de turistas de borrachera proveedores de recursos para el enriquecimiento de bares, restaurantes y locales de ocio. Un fenómeno que se está consolidando en la lógica de satisfacer la demanda y que se manifiesta ampliando terrazas, descuidando el espacio público, abriendo las playas en todo momento en detrimento de la vida local, como ocurre en el barrio de la Barceloneta (un magnífico legado urbanístico del período de la Ilustración); en definitiva, acercándonos poco a poco al modelo que ofrece la degradación de algunos pueblos costeros.

En un contexto de libre competencia entre ciudades, la falta de capitalidad, la centralización y la configuración radial de las grandes infraestructuras del Estado juega en contra de Barcelona. Mientras tanto, otras capitales como París o Londres ya se preparan para movilizar a sus respectivos Estados para que promuevan su representatividad hegemónica en el mercado global. Una estrategia que, como por azar, se expresa haciendo que el exalcalde de Londres Boris Johnson se convierta en jefe del Estado y la alcaldesa de París, Anne Hidalgo, se prepare para sustituir a Emmanuel Macron. ¿Es todo esto una prueba de que la ciudad se convierte en motor del Estado? O, lo que sería su consecuencia, ¿es quizá el Estado el que debe ponerse al servicio de la ciudad?

En este texto se ha hablado de la ciudad acabada como una realidad física existente y cuya limitación es la que resulta del propio confinamiento administrativo. Una situación que confunde el ámbito municipal de la ciudad con el que corresponde a la ciudad real. En los estudios previos para la redacción del Plan General Metropolitano de 1976 se planteaba una conurbación de 135 municipios que incluía, además de Barcelona y los dos Vallès, el Maresme, el Garraf y el Alt Penedès. Una reflexión que terminó en el Plan General Metropolitano de los 27 municipios, que quedaron unificados por el mismo planeamiento y por una misma normativa urbanística, pero independientes en su gestión. Sin embargo, y a pesar de la creación de la Corporación Metropolitana, no se logró más que mínimamente que las externalidades positivas de la capital se difundieran al resto de los 27.

Desde entonces, el salto de escala lo han producido los sistemas de comunicación, la movilidad y el transporte; lo que antes se planteaba como área de influencia metropolitana (desde Mataró hasta Sitges), cincuenta años después no se pone en duda la irradiación del sistema metropolitano compacto hacia otras ciudades más alejadas como Figueres, Reus, Girona, Tarragona o Lleida. Sin embargo, estas ciudades tienen, al mismo tiempo, subsistemas que le son propios hasta llegar a los Pirineos, al Delta del Ebro o a la Franja de Ponent. Todo un sistema de relaciones territoriales, ambientales y urbanas, que se retroalimentan. Un conjunto constituido por centralidades que configuran una unidad nacional definida por su historia y una cultura propia, alejada de la desunión del desmenuzamiento de los 943 municipios catalanes.[1] Una división territorial-administrativa que ha quedado obsoleta, superada por la fuerza del progreso tecnológico, de la ciencia y del sistema económico neoliberal que, pese a sus desigualdades injustas y provocadoras, domina la globalidad y hace de la escala local una pura entelequia.

Una administración municipal es, por definición, una organización que tiene una mirada introspectiva para suministrar servicios a su población. Una suma de 943 entidades protectoras de su propio colectivo, que trata de confluir hacia el común del país. Una cadena de eslabones administrativos que tienden al localcentrismo. La separación de Salt de Girona, la de Badia del Vallès de Ripollet, o la de Vila-seca de Salou, entre otros que se han dado, son ejemplos de esta partición interesada, hecha a priori para gestionar los intereses locales, independientemente de los posibles beneficios que tendría una administración unificada o, cuanto menos, colegiada. Un municipalismo que quiere ser nivelado mediante la función que se otorga a una administración intermedia al de la Diputación Provincial. Una institución que en el caso de Madrid, como Asturias, Cantabria, La Rioja y Murcia, fue abolida y sus competencias fueron absorbidas por el parlamento autónomo.

En la lógica de un sistema de organización constituida como red abierta, los nexos entre las Unidades Territoriales Homogéneas (UTH) deberían ser la base de esa organización y de la representatividad de los territorios. Una UTH desvinculada de una población concreta, pero que rinda cuentas al conjunto de los habitantes que la integran, alejada de los legítimos intereses particulares en beneficio del conjunto. Una forma de organizar el territorio que facilitaría la unificación de servicios (técnicos, administrativos, financieros, etc.) y el abaratamiento de los costes de funcionamiento. Pese a ello, esta simplificación político-administrativa no debería ir en detrimento de los servicios de información y atención al ciudadano, que se mantendrían en los locales municipales existentes para seguir dando un servicio cercano al ciudadano.

Barcelona sin capitalidad, sin territorio y expuesta a la competencia de otras ciudades, además de tener un Estado que juega en su contra, y a la espera de que se sucedan hipotéticos cambios, debe buscar la complicidad del conjunto de ciudades que componen la Metápolis, consiguiendo el desarrollo en red de sus potencialidades para desplegar sus capacidades y ser capaz de competir/cooperar de forma eficaz con el resto de las potencias globales.
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[17] Sebastià Solé i Cot, La Nova Planta i l’Organització Política del Pla de Barcelona, Quaderns del Seminari d’Història de Barcelona, Ayuntamiento de Barcelona, octubre de 2001.

[18] Fabre i Huertas, Sant Martí de Provençals. Els barris que foren independents. Gràcia. Horta. Sant Andreu, en Tots els barris de Barcelona, vol. II, Barcelona, 1976, pp. 21-23.

[19] Sebastià Solé i Cot, La Nova Planta i l’Organització Política del Pla de Barcelona, Quaderns del Seminari d’Història de Barcelona, Ayuntamiento de Barcelona, octubre de 2001.

[20] ACA, RA, Corregimientos, reg. Los primeros nombramientos de alcaldes y regidores que encontramos en este registro son: marzo (Horta, Sant Andreu), abril (Sarriá, Vallvidrera), mayo (Sant Martí), y diciembre (Sant Gervasi) de 1718; los de Sants no aparecen hasta abril de 1720.

[21] Sebastià Solé i Cot, La Nova Planta i l’Organització Política del Pla de Barcelona, Quaderns del Seminari d’Història de Barcelona, Ayuntamiento de Barcelona, octubre de 2001.

[22] ACA, RA, Corregimientos, reg. 170. Los primeros nombramientos de alcaldes y regidores que encontramos en este registro son: marzo de 1718 (Huerta y San Andreu), abril (Sarriá, Vallvidrera), mayo (San Martín), y diciembre (Sant Gervasi); los de Sants no están hasta abril de 1720.

[23] Edicto del Capitán General de 6-VII-1717, grabado en el lugar correspondiente de las series Edictos originales y Firmarum et obligationum, y reproducido por Sanmartí, Colección..., pp. 148-193; ver también Mercader, Felipe V..., pp. 93-94. El edicto no lleva título ni registro: Sanmartí lo intitula De la jurisdicción ordinaria y del gobierno político y económico de los pueblos (p. 148), y Mercader, Reglamento dispuesto para el régimen de todas las villas no cabezas de Corregimiento (p. 94, n.º 243).

[24] El adjetivo «antiguo» no es adecuado, puesto que, aunque tenga un origen muy antiguo, el derecho enfitéutico del territorio y el concepto de territorio enfitéutico son vigentes tanto antes como después de la Recopilación de 1960.

[25] Sant Genís dels Agudells es un barrio del distrito de Horta-Guinardó que queda actualmente limitado por la Ronda de Dalt, la carretera de l’Arrabassada y la ciudad sanitaria de Vall d’Hebron.

[26] Territorio situado en la sierra de Collserola. El municipio como tal se disolvió en 1916, pasando a depender —dos terceras partes de su término— del municipio de Molins de Rei y el resto del de Sarriá.

[27] Antoni Mirambell i Abancó, «De la enfiteusis», dentro de M. Albaladejo (dir.), Comentarios al Código civil y Compilaciones Forales, Madrid, 1987, tomo XXX, pp. 388-390; J. Egea y J. Ferrer, Legislación civil catalana, Barcelona, 1997, p. 395. Véase también el excelente artículo compartido de Josep M. Pons i Guri en la GEC, los artículos Franqueses del Llobregat, del Maresme, del Vallès, en la misma GEC. Sobre la pertenencia o no de Sant Andreu de Palomar al territorio estrecho de Barcelona, vide supra.

EL PLAN CERDÀ PARA ABRIR EL RECINTO DE LA PENÚLTIMA CIUDAD ACABADA

[1] Ildefonso Cerdà, Teoría de la Construcción de las Ciudades, aplicada al proyecto de Reforma y Ensanche de Barcelona, Barcelona, abril de 1859, Ministerio de las Administraciones Públicas. Secretaría General Técnica. Ayuntamiento de Barcelona, 1991, tomo 1, pág. 134.

[2] A. Rovira i Trías, Mejoras de Barcelona, «Boletín Enciclopédico de Nobles Artes», n.º 6 (16 de junio de 1846), p. 93.

EL PLANEAMIENTO POSTERIOR Y ALGUNAS DE SUS CONSECUENCIAS

[1] El estudio incluía el Alt Penedés, Garraf, Baix Llobregat, Vallés Occidental y Oriental, Barcelonés, Baix y Alt Maresme y Tordera (Josep Soteras, El Plan Comarcal de 1953, artículo RECYT)

[2] El texto articulado de la Ley de 1 de marzo de 1946 señala todos los municipios afectados por el Plan de anexión o ampliación del término municipal de Madrid. Fundamenta su base legal en la planificación urbana de posguerra, y en concreto en el Plan 1941-1946 de Pere Bidagor. Con este fundamento se realiza una importante ampliación territorial del término municipal de Madrid, hasta llegar a los 605,77 km². Los municipios agregados al de Madrid fueron: Chamartín de La Rosa, Fuencarral, Alcobendas, San Sebastián de los Reyes, Hortaleza, Canillas, Canillejas, Barajas de Madrid, Paracuellos del Jarama, Torrejón de Ardoz, San Fernando de Henares, Coslada, Vicálvaro, Vallecas, Ribas del Jarama, Villaverde, Getafe, Carabanchel Bajo, Carabanchel Alto, Leganés, Alcorcón, Villaviciosa de Odón, Boadilla del Monte, Pozuelo de Alarcón, Aravaca, Majadahonda, Las Rozas de Madrid y El Pardo. García Alvarado, José María y Miguel Ángel Alcolea Moratilla, Cambios municipales en la Comunidad de Madrid (1900-2003), Departamento de Análisis Geográfico Regional y Geografía Física, UCM.

[3] Cuantos más metros cuadrados construidos sobre un solar, comprado no por el rendimiento de edificación posible, sino por el valor de terreno, más superficie habitable para vender y, por tanto, más beneficio económico en la operación.

[4] Un descenso de la población desde 1976, a pesar del incremento del volumen construido que ha experimentado Barcelona. Esta aparente paradoja se debe al aumento de la ocupación de los edificios por personal no residente en hoteles y oficinas para profesionales o empresas.

[5] Josep Parcerisa i Bundó, El PGM en perspectiva, Quaderns PDU Metropolità 01 «Cap a la Redacció del Pla Director Urbanístic Metropolità».

[6] A modo de ejemplo, podemos citar la incidencia que llega a tener la construcción de un apeadero del tren AVE en el comportamiento de los precios del suelo en una ciudad de segundo orden.

[7] ERV Arquitectos Asociados para la sociedad Proeixample, Propuesta de mejora y recuperación del área consolidada del Eixample de Barcelona, 1996.

LA SITUACIÓN DE OTRAS ADMINISTRACIONES PRÓXIMAS

[1] Según la Cámara de la Propiedad Urbana, el alquiler medio en la ciudad de Barcelona en 2018 se situó en 929,57 euros, cuando el sueldo mínimo interprofesional el mismo año era de 735,90 euros. En Berlín, donde últimamente los alquileres han sufrido un importante incremento, el alquiler medio se sitúa en los 960 euros, mientras que el sueldo mínimo interprofesional es de 1.577 euros. Sin embargo, hay que tener en cuenta que Berlín, como capital del Estado Federal de Alemania y primera economía de la UE, atrae necesariamente capital inversor para facilitar viviendas a la gran cantidad de funcionarios y políticos que tienen que residir en la capital; a pesar de ello, el 50 % del parque es público (en 2016, el parque de vivienda pública de alquiler en Berlín era de 116.597 viviendas, una vivienda por cada 30 habitantes; en Barcelona, la proporción es de una vivienda por cada 153 habitantes (10.522 viviendas públicas de alquiler para una población de 1.615.000).

[2] Ley 3/2012 de Modificación del texto refundido de la Ley de Urbanismo.

[3] Operan en territorios que presentan grandes retos para la comunidad nacional; los sectores en que trabajan incluyen, al menos en parte, áreas declaradas de interés nacional. Realizan la co-construcción de un proyecto territorial desarrollado y financiado en colaboración con las autoridades locales interesadas. Su papel es estimular las estrategias de gestión y la realización de operaciones de estructuración territorial dentro de un marco societario. Su misión se organiza en torno a las siguientes funciones principales: a) diseño de proyectos de desarrollo como parte de una estrategia territorial global; b) adquisición y gestión de tierras a precio concertado; c) negociación de la edificabilidad con las administraciones correspondientes y transferencia de la gestión de los espacios públicos y equipamientos a la administración correspondiente; d) comercialización de los terrenos resultantes a promotores públicos o privados. https://www.cohesion-territoires.gouv.fr/les-etablissements-publics-damenagement-epa.

[4] El presupuesto de 2018 del Ayuntamiento de París fue de 7.900 millones de euros para gastos de funcionamiento y 1.700 millones para gastos de inversión. Hay que decir que París tiene 2.273.000 habitantes y una superficie de 105,4 km². Barcelona, con una población de 1.615.000 y 102,15 km² de extensión, tuvo en 2018 un presupuesto de 2700 millones de euros. En definitiva, y para una superficie similar, en el primer caso, 4.223,5 euros/hab., y en el segundo, 1.666,6 euros/hab.

[5] El artículo 26 de la Loi d’orientation pour l’aménagement et le développement durable du territoire du 25 juin 1999.

[6] Entendidos como el rendimiento conseguido a partir de la compraventa de un producto inmobiliario, hecha en un corto periodo de tiempo, y sin haber añadido plusvalía material a la operación.

[7] Barcelona recibe unos 12 millones de turistas, que dejan, en forma de tasa turística, 22,2 millones de euros, es decir, 1,85 euros por persona. Si tenemos en cuenta que el número de días que, en media, el turista disfruta de la ciudad es de 2,5 días, esto significa que su aportación al gasto de la ciudad es de 0,74 euros/día. Los 1,6 millones de habitantes de la ciudad contribuyeron con 1.151,7 millones de euros en impuestos, es decir 1,95 euros diarios de media por habitante.

[8] Según El Boletín de 1 de julio de 2016, Oslo aportaba el 86,79 % al PIB nacional, Copenhague, el 75,34 %, Santiago de Chile, el 53,69 %, Dublín, el 49,02 %, la región de París, el 46,50 % y Madrid, el 25,52 %.

[9] La libreta A es una cuenta de ahorro retribuido, cuyos fondos están disponibles en todo momento. Esta cuenta es gratuita, y los intereses pagados están exentos del impuesto sobre la renta y de las contribuciones a la seguridad social. Es el Estado quien fija el tipo de interés dos veces al año.

[10] Por cada 100 millones de euros de ahorro particular, 1 millón de euros de capital público garantizaría un punto porcentual de incremento del interés bancario (sin tener en cuenta gastos de gestión, funcionamiento, etc.) 100 millones de euros permitirían la construcción sobre suelo público, sin coste, de aproximadamente 1.100 viviendas de 70 m².

[11] El derecho de reversión es un poder patrimonial del antiguo propietario, que está relacionado con la finalidad a la que se destinaba el bien que le han expropiado. Si no se cumple esta finalidad, el antiguo propietario tiene el derecho de recuperar sus antiguos bienes.

BARCELONA, UNA CIUDAD ACABADA: CONSECUENCIAS Y VENTAJAS

[1] Familia nuclear (biparental), familia monoparental, familia adoptiva, familia sin hijos, familia de padres separados, familia compuesta, familia homoparental y familia extensa.

[2] Un hotel puede necesitar, para hacer pasar sus instalaciones, unas alturas entre plantas más importantes que un edificio residencial. En el supuesto de que la normativa obligue al hotel a dejar una altura libre entre forjados muy superior a los 2,80 m habituales para la vivienda, de este modo, manteniendo la misma Altura Reguladora Máxima de la parcela, un hotel podría tener menos plantas que un edificio residencial. En este caso, a igual precio del suelo, el rendimiento en metros cuadrados de techo sería menor.

[3] Oriol Bohigas et al., La ciutat històrica dins la ciutat, ed. Ajuntament i Universitat de Girona y Fundació La Caixa, 1997.

[4] En Alemania se permite la expropiación temporal para que el Ayuntamiento pueda construir, remontar o rehabilitar un edificio subrogándose a la propiedad, para devolvérsela una vez acabada la parte proporcional del beneficio conseguido.

[5] El municipio de Barcelona tiene un déficit de vivienda social, mientras que Sant Adrià o l’Hospitalet probablemente no necesitan más. Habría que hacer, pues, el cómputo estimado del conjunto de viviendas sociales en este Distrito central para contabilizar el déficit real existente en un tejido que, a pesar de las divisiones municipales, funciona como una unidad.

[6] La sociedad de la transparencia entendida como una sociedad de control en cuya construcción y conservación colaboran de forma activa sus propios habitantes —puesto que son ellos mismos los que son sujetos de control—, así como su propio productor, garantizando así la transparencia, no por el aislamiento, sino por la hipercomunicación.

EL TRANSPORTE PÚBLICO EFICIENTE Y RÁPIDO COMO RESPUESTA DE TRES CIUDADES ACABADAS

[1] La densidad del municipio de Barcelona es de 16 149 hab./km², la del área Metropolitana, de 5031 hab/km², y la de Catalunya, de 240,61 hab./km²

[2] 1 MGD = 1 millón de galones al día; supone algo más de 4.500 metros cúbicos diarios.

[3] Adélaïde Haslé, L’emploi à Paris, publicado el 2 de enero de 2019.

[4] El Impuesto a las Oficinas y Locales (TSB), aplicable en la región de Île-de-France, es un impuesto anual sobre los locales que se utilizan como oficinas, locales comerciales, locales de almacenamiento y aparcamientos. Pagadero cada año, no hay que confundirlo con el impuesto sobre la creación de oficinas o empresas (RCB-IDF), que se paga una sola vez, durante los trabajos de construcción o desarrollo.

[5] El impuesto sobre equipación especial (TSE) lo tienen que pagar todas las personas físicas o jurídicas sometidas al impuesto sobre la propiedad sobre inmuebles construidos y no construidos, al impuesto sobre la vivienda o a la aportación patrimonial de empresas de los municipios incluidos en la zona geográfica del establecimiento público en beneficio del cual se recogen.

[6] Estas tres instituciones ocupan a más de 15.000 trabajadores

[7] MMGY Travel Intelligence; Travel Market Insights, National Travel & Tourism Office, U.S. Department of Commerce.

[8] Pierre Charles l’Enfant fue, en 1791, la persona designada para confeccionar los planos de la actual capital federal, por encargo del presidente George Washington.

[9] De entre los equipamientos más relevantes, el Distrito asignó un total de 611 millones de USD para comprar los terrenos y construir un estadio de béisbol con certificación LEED, que fue utilizado por el equipo de los Nationals. El estadio siguió siendo propiedad del gobierno del Distrito, y es gestionado por la Comisión de Deportes y Entretenimiento del DC. Para la financiación se recurrió a la creación de unos bonos municipales por un montante de 535 millones de USD, reembolsados por los ingresos que genera el estadio y por un impuesto a las empresas.

[10] En los distritos vecinos de Washington DC, que acogen a muchos de los trabajadores de la capital, una ordenanza obliga a construir bases de laminación de agua de una superficie equivalente al área urbanizada.

[11] Lineal de ciclovías en Barcelona de 231 km (año 2021), o más de 600 km en París.

EL PASO DE LA CIUDAD-MUNICIPIO AL DISTRITO CENTRAL, HASTA LLEGAR A LA CIUDAD-TERRITORIO METAPOLITANO

[1] Josep Acebillo, Urbanismo disruptivo. Urbanidad global, Barcelona, Actar, 2021.

[2] El 95% del término municipal de l’Hospitalet se encuentra en el interior de las Rondas.

[3] El año 1929, el Gobierno central decretó la agregación a Barcelona y Badalona del que era el municipio de Sant Adrià de Besòs, haciendo del río Besòs la nueva línea divisoria. Sin embargo, el real decreto–ley no se llegó a aplicar nunca, y en 1955 la agregación fue finalmente anulada.

LA CONFIGURACIÓN DE LA CIUDAD-TERRITORIO: DEL CONCEPTO METROPOLITANO AL METAPOLITANO

[1] Distancia entre el aeropuerto internacional Dulles y Washington DC: 33 minutos; 31 minutos desde el aeropuerto Charles De Gaulle a París; desde Heathrow a Londres, 36 minutos en metro o más de una hora y media en taxi, por no hablar del aeropuerto John F. Kennedy y Manhattan: 42 minutos en tranvía/metro, y más de dos horas en autobús.

[2] François Archer, Métapolis ou l’avenir des villes, París, Odile Jacob, 1995.

[3] Una hora en tren y autobús, o una hora y media si se utiliza el autobús de la línea 902.

[4] Nos referimos a que, actualmente, cada municipio aspira a tener una zona industrial y ubicar el vertedero en el municipio vecino. Cada ayuntamiento mantiene unos servicios técnicos pluridisciplinares, el arquitecto municipal se ocupa de las licencias, del control de obras, de pequeños proyectos de espacio público... En la hipótesis de un Área Territorial homogénea, cada municipio aportaría su técnico y este se especializaría en uno de los trabajos necesarios para el buen funcionamiento del conjunto de los municipios. Estos son dos de la multitud de ejemplos existentes a los que nos referimos al proponer la creación de estos órganos colegiados supramunicipales.

LA CIUDAD-TERRITORIO: RELACIÓN ESCALADA DE TRANSPORTE PÚBLICO

[1] El valor añadido bruto (VAB) es la riqueza generada durante el período considerado que se obtiene por la diferencia entre el valor de la producción y los consumos intermedios utilizados (materias primas, servicios y suministros exteriores, etc.). Por lo tanto, hablamos de un indicador macroeconómico que mide los bienes y servicios que produce un país a lo largo de un año, descontando los impuestos directos y los consumos intermedios (valor de todos aquellos bienes y servicios que se incorporan al proceso productivo y que son necesarios para la obtención del producto).

[2] Desde 1991, Hamburgo ha formado, en asociación con doce distritos de los dos Länder vecinos y con otros dos distritos asociados de Mecklenburg, que reúnen cerca de 800 municipios, la región metropolitana de Hamburgo. Es una de las once regiones metropolitanas europeas de Alemania que se consideran centrales en el marco de la estrategia de Lisboa, puesto que el trabajo de red regional debería ayudar a afrontar mejor la competencia internacional. Este complejo, estructurado a lo largo del Elba, tiene una población de casi 4,3 millones de habitantes. Se extiende desde Cuxhaven al noroeste, en el extremo del estuario del río, hasta las orillas de la tierra de Sajonia-Anhalt al sudeste, pasando por Elbland y la Heath de Lüneburg en la Baja–Sax. Isabelle Bourgeois. 2007 Allemagne: Competitivité et Dynamiques Territoriales. Ed. IFAEE.

[3] Un referente afín de trascendencia europea, basado en la movilidad como eje vertebrador del territorio y factor de desarrollo, es el llamado Gran Paris Exprés. Este proyecto a nivel territorial habla abiertamente de la ciudad como creadora de riqueza beneficiosa para el resto del estado. El proyecto pretende de cara a 2030 renovar los 130 municipios del Gran Paris construyendo 200 km complementarios de metro automático, el 90 % de ellos enterrado, para transportar a 2 millones de viajeros diarios, que utilizarán 68 nuevas estaciones y posibilitarán la transformación de 140 km2 de suelo para acoger 250.000 nuevas viviendas, que serán construidas en los barrios ubicados junto a estas estaciones. Objectif Grand Paris, Business Opportunities. Edition 2017-2018, París.

[4] Además de Barcelona, el 90 % de la ciudad de L’Hospitalet y casi el 50 % del municipio de Sant Adrià.

LA NUEVA MOVILIDAD, SINÓNIMO DE ELECTRICIDAD

[1] Dado que la gestión de los trenes de cercanías corresponde a Renfe y que el operador estatal no cederá sus competencias con agrado, la construcción de la línea de metro ligero sobre la N-II hará que los usuarios de ambos sistemas entren en competencia, y en el mejor de los casos, harán que Renfe abandone a favor de la Generalitat la explotación de la línea que de esta forma podría suprimirse recuperando el frente marítimo, ahora sin barreras, en beneficio de la ciudadanía.

[2] Beneficios y potencial de implantación del vehículo eléctrico en seis municipios del Área Metropolitana de Barcelona, abril de 2014.

[3] Badalona, Barcelona, Hospitalet de Llobregat, Montcada i Reixac, Sant Adrià de Besòs y Santa Coloma de Gramenet).

[4] Programa «Aire puro para Europa»: El paquete «aire puro» tiene por objeto reducir de forma sustancial la contaminación atmosférica en toda la UE. La estrategia propuesta establece objetivos para reducir los efectos sobre la salud y el medio ambiente de la contaminación atmosférica hasta 2030 y contiene propuestas legislativas para aplicar normas más estrictas en materia de emisiones y contaminación atmosférica. La Comisión publicó el 18 de diciembre de 2013 este paquete de medidas, formado por una comunicación sobre el programa «Aire puro para Europa» y tres propuestas legislativas en materia de emisiones y contaminación atmosférica.

[5] Nivel de concentración de ozono en 2010 de 158,5 mg/m3 por 201,5 mg/m3 en 2019, monóxido de carbón 2,03 mg/m3 y 3,36 mg/m3 por los mismos años y la media de dióxido de nitrógeno durante los dos años señalados sí que ha bajado ligeramente 42,8 µg/m³ y 37 µg/m³ aunque el valor máximo alcanzó los 152 µg/m³ en 2010 y 181,66 en 2019 µg/m³. Fuente IDESCAT.

[6] En París, el ciclo de espera de un semáforo en rojo es de 50 segundos por las noches y de 80 a 90 segundos durante el día, llegando al extremo de 120 segundos en calles por donde pasa el tranvía. En Barcelona, la duración habitual de una fase semafórica es de 96 segundos y de 60 a 70 segundos durante las noches.

[7] En París se ha comprobado que mientras la espera de los conductores parados en los semáforos no representa más que el 2 % del tiempo total que pasan al volante, sin embargo esta duración les origina casi el 25 % de exposición a las nanopartículas emitidas por el vehículo. Es decir, durante este tiempo de espera, la exposición del automovilista a las partículas finas es 30 veces superior a la media.

[8] Plan verde para el distrito del Eixample. Estudio prospectivo sobre el nivel de calidad urbana del Eixample. Eduard Rodríguez Villaescusa, arquitecto. I Centro de Estudios de Planificación. Proeixample, 1999.

EL PROYECTO CERDÀ: CENTRO METROPOLITANO Y ALGUNOS APUNTES A RECONSIDERAR

[1] Estudio realizado por Eduard Rodríguez Villaescusa, doctor arquitecto, y el Centro de Estudios de Planificación (CEP).

[2] Una manzana cerrada que a pesar de lo que proyectó Cerdà y en detrimento de la pérdida de espacios verdes ha mejorado en cuanto a compacidad y densidad de actividades.

[3] Francesc Magrinyà, Las propuestas de Ildefons Cerdà, 1854-1875: la expresión urbanística y territorial de un proyecto de modernización, Barcelona, Cuadernos de Historia, n.º 14, 2008.

LA VIVIENDA: UNA CUESTIÓN DE EMERGENCIA

[1] Art. 47 de la Constitución Española. Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación.

[2] Nasarrer Aznar, La Vanguardia 09/08/2020: En España «se expulsa a muchas familias de la vivienda en propiedad y se las condena a un mercado de alquiler poco maduro, donde a menudo alquilar sale más caro que comprar… con una generación de pensionistas arrendatarios que no podrán hacer frente al pago del alquiler con sus exiguas pensiones».

[3] Anuario estadístico de la ciudad de Barcelona.

[4] Anuario estadístico de la ciudad de Barcelona.

[5] Ministerio de Fomento, de conformidad con el Consejo General del Notariado que se recoge en el Plan del Derecho a la Vivienda 2016-2025 del Ayuntamiento de Barcelona.

[6] Recordamos que el número total de unidades parcelarias en Barcelona es de 75.962, de las cuales 7.978 eran unidades vacantes, es decir: parcelas difícilmente edificables o zonas verdes, o parcelas destinadas a equipamientos y servicios técnicos que totalizarían 6.905 unidades según información municipal. En consecuencia, para uso residencial solo quedan 1.073 parcelas vacías, muchas de ellas problemáticas.

[7] Según el Periódico.es de 26/11/2019, durante este año fueron un total de 83 las solicitudes de licencias registradas que se ajustan al perfil —básicamente, tener más de 600 metros cuadrados—, para destinar el 30 % de su superficie construida por viviendas de VPO. Pero la gran mayoría de ellas, 71 (85 %) han quedado exentas, por contar con un certificado de aprovechamiento previo a la entrada en vigor de la norma. De las doce restantes, siete están en trámite —pendientes de resolución— y cinco han sido rechazadas precisamente por no incluir en su planteamiento la reserva de un 30 % de Vivienda de Protección Oficial (VPO).

[8] El cálculo se ha hecho de forma poco objetiva y generosa, a partir de una parcela media de 12 x 24 m de superficie en planta y con un potencial edificable de planta baja y 4 plantas piso. En este caso, la superficie residencial estaría en torno a los 1.440 m2 construidos o 1.150 m2 útiles que, al dividir por 80 m2 de superficie por apartamento, nos daría un total de 14 viviendas por parcela o 2.618 en total.

[9] Datos del Ayuntamiento de Barcelona. Estadística y difusión de datos de 2019.

[10] Según la información de Promotores y Constructores de Catalunya (APCE), oferta de vivienda nueva en construcción en Catalunya 2018.

[11] Véase más adelante dentro del capítulo «La segregación residencial dentro del tejido urbano» el caso del barrio del Congreso.

[12] En Sabadell, para la construcción del Eix Macià se estableció un sistema que puede ser un ejemplo que seguir. Para la adjudicación de las parcelas de titularidad pública se convocaron allí concursos de promotor-constructor-arquitecto, que participaban formando equipo. El ganador era el equipo que, asumiendo las condiciones del concurso y el precio de venta de la parcela, presentaba el mejor proyecto arquitectónico y, en segundo término, llegaba a mejorar el precio de la oferta.

[13] El PIB de Barcelona supone el 33,6 % del PIB de Cataluña y nuestro país representa el 18,8 % del PIB estatal (unos 209 297 millones de euros). Si establecemos una razón de proporcionalidad, Barcelona contribuiría en unos 70.324 millones de euros al PIB estatal, lo que representa un 22,08 % de ese PIB, mientras que recibe del Estado una cantidad inferior al 0,67 % de su presupuesto. Esto que sucede en Barcelona, ocurre igual en Madrid, Valencia, Sevilla, Palma de Mallorca, etc.

[14] La ley del Gran París aprobada por el Parlamento en el año 2010 crea el principio de impuestos adicionales a la región, consistente en una tasa del 15 % sobre la revalorización de los terrenos o inmuebles cuando están a menos de 800 m de una estación de transporte. Esta se reduce al 7,5 % si la propiedad se sitúa entre 801 y 1200 m. Art. 1635 del código de los impuestos en Francia. La ley grava fiscalmente donde se producen plusvalías gracias a las mejoras producidas por la inversión pública.

[15] Una aportación del Ayuntamiento de 3 millones por cada 100 que se quisieran conseguir convertiría en 3 puntos de incremento del tipo de interés y supondría pasar del 2 % ofrecido por el banco al 5 %.

[16] Las operaciones inmobiliarias con un gran número de vivienda social fomentan la segregación; en estas promociones conviene destinar una proporción a vivienda libre.

[17] Véase más adelante el ejemplo en Francia.

[18] Se trata de una empresa de arquitectura que se encarga de todo el proceso de mejora y acabado de un edificio que tenga la edificabilidad no agotada (el inmueble es más bajo de lo que permite la legislación urbanística). Adquiere el derecho de vuelo al propietario o comunidad de propietarios, que permitirá la posterior sobreelevación de las plantas piso necesarias para conseguir el límite de la edificabilidad permitida y el número de viviendas que le corresponda.

[19] Fondo del portal de BBVA Research (2019).

[20] Pere Ponsatí Caño (Servicio de Planificación Urbanística, AMB), La capacidad de regeneración urbana de los frentes comerciales abandonados. Sant Just Desvern como caso de estudio.

[21] De acuerdo con el estudio «Vecinos en comunidad» (2016), realizado por Mutua de Propietarios, en colaboración con ICEA. Se puede encontrar un resumen en: https://blog.mutuadepropietarios.es/solo-10-los-vecinos-acude-siempre-las-reunionessu-comunidad.

[22] Manuel González Fustegueras, El sistema cooperativo en el marco de la rehabilitación. El ejemplo uruguayo, Ed. Consejería de Fomento y Vivienda de la Junta de Andalucía, 2015.

EL TERRITORIO METAPOLITANO, UN FACTOR DETERMINANTE PARA PODER CONSTRUIR MÁS VIVIENDA ASEQUIBLE

[1] A modo de ejemplo de lo que se afirma, conviene extraer conclusiones del estudio realizado por Pere Ponsatí Caño, del Servicio de Planeamiento Urbanístico del AMB: La regeneración urbana de los frentes comerciales abandonados. Sant Just Desvern como caso de estudio. Cabe decir que el caso de Sant Just Desvern es extrapolable al resto de los municipios del AMB dado que todos ellos están afectados por la misma planificación urbanística del año 1976. En este estudio se recogen datos del municipio en el que se identifican 469 locales en planta baja, de los cuales un 75 % tienen actividad y el 25 % están vacíos (116 locales). De estos 116, en 105 locales el planeamiento vigente permitiría el cambio de uso para hacer una vivienda. Otros requerimientos necesarios para transformar el local en vivienda fueron una superficie mínima de 35 m2 (en Barcelona debería ser 40 m2), altura libre de 2,40 m y, lo más importante, que la relación del perímetro mínimo de fachada con la superficie útil f≥s/9 para cumplir con los requisitos mínimos y conseguir la correspondiente célula de habitabilidad. Como resultado del trabajo se concluye que únicamente en 24 locales de los 116 disponibles la mutación a vivienda era procedente.

[2] En Dinamarca, el gobierno local recibe el 1,2 % del valor de venta de todas las transacciones inmobiliarias que se hacen en el municipio. En Bélgica, el Ayuntamiento percibe hasta el 33 % de las ganancias generadas por el traspaso de una propiedad. En Francia, las promociones están sometidas a una tasa para favorecer la diversidad del hábitat en las ciudades. En los Países Bajos, las cesiones para vivienda y equipamiento público alcanzan el 50 % en los sectores de desarrollo urbano, etc.

[3] Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona.

[4] Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones.

[5] Diario Público, Madrid, 26 de diciembre de 2018.

[6] Betevé del viernes 22 de marzo de 2019.
LA SEGREGACIÓN RESIDENCIAL EN EL TEJIDO URBANO


[1] David Mackay, «Viviendas del Congreso Eucarístico», Cuadernos de arquitectura [en línea], 1965, n.º 61, pp. 17-21.

[2] A los socios fundadores se les reservaba en cada adjudicación, según la urgencia de los casos, de un 25 % a un 40 % respecto al total de viviendas a adjudicar.

[3] Beck Ulrich, La sociedad del riesgo, Madrid, Siglo XXI, 2006.
EPÍLOGO


[1] Dinamarca, con una población de 5,8 millones y 43 mil km2 —10.000 más que Cataluña— tiene 275 municipios.
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Barcelona y sus alrededores a lo largo del tiempo.
(Pau Vila Dinarés i Lluís Casassas Simó, Barcelona, Aedos, 1974, pp. 29 y 49).
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Evolución de las Barcelonas amuralladas y su desbordamiento sucesivo para ampliar la superficie de la ciudad. Desde la ciudad romana, siguiendo con la muralla limitada por las actuales Ramblas, el ensanchamiento posterior para incluir el Raval, para acabar con la muralla que integra la Ciutadella.
(Fuente de las 5 imágenes: Carta Histórica de Barcelona, Museu d’Història de Barcelona).
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Evolución de las Barcelonas amuralladas y su desbordamiento sucesivo para ampliar la superficie de la ciudad. Desde la ciudad romana, siguiendo con la muralla limitada por las actuales Ramblas, el ensanchamiento posterior para incluir el Raval, para acabar con la muralla que integra la Ciutadella.
(Fuente de las 5 imágenes: Carta Histórica de Barcelona, Museu d’Història de Barcelona).



	[image: ]
Imagen de la Barcelona amurallada entre los ríos Llobregat y Besós, a partir de la Carta Histórica de Barcelona.
(Fuente: Carta Histórica de Barcelona, Museu d’Història de Barcelona).
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Plano (proyecto de ensanche de la ciudad de Barcelona), proyecto ganador del concurso del Eixample convocado por el Ayuntamiento (1859)
(Antoni Rovira i Trias. AHCB. Fons Gràfics. Reg. 02990).
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Plan general metropolitano de ordenación urbana de 1976.
(Área Metropolitana de Barcelona, CC 2.5 Generic).
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Interior de The Shoppes en Marina Bay Sands, Singapur.
(Basile Morin, CC BY-SA 4.0).
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Líneas del sistema de transporte rápido de Singapur y estación Bayfront.
(Seloloving, CC BY-SA 4.0).
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A la izquierda, uno de los primeros planos de Singapur realizado por Philip Jackson en 1822. A la derecha, la actualidad en Google Earth. La línea roja marca aproximadamente la línea de la antigua costa.
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Arriba: línea 14 de la estación de Chatelet en París, actualmente en funcionamiento, con doble vía superpuesta, y ejemplo de metro de conducción automática; abajo: metro, estación de Massy – Palaiseau.
(Pline, CC BY-SA 3.0 / Adnane, CC BY-SA 4.0).
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Representación gráfica del desarrollo ferroviario de Grand Paris Express.
(Hektor, CC BY-SA 3.0).
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Mapa del metro de Washington
(Ben Schumin, CC BY-SA 3.0)
e imagen de la estación de l’Enfant Plaza.
(Shutterstock, TJ Brown).
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Territorio de Washington DC.
(Shutterstock, timfazyl),
y plano fundacional de l’Enfant.
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Mapa de la distribución racial por barrios dentro del perímetro urbano territorial de Washington DC, 2010.
(CC Attribution-Share Alike 2.0 Generic).
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Imagen nocturna de Google Earth donde se muestra parte de España y se señala el territorio de Cataluña.
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Número de desplazamientos diarios expresados en miles (flujos superiores a 20 000 desplazamientos/día). Ratio transporte público (izquierda) y transporte privado (derecha) según comarca de residencia.
http://hdl.handle.net/11703/119315
(Autores: Ajuntament de Barcelona, Autoritat del Transport Metropolità, Institut d’Estudis Regionals i Metropolitans de Barcelona, Àrea Metropolitana de Barcelona, Institut d’Estadística de Catalunya, Associació de Municipis per a la Mobilitat i el Transport Urbà).
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Accesibilidad del movimiento vehicular: Supermanzana de Sant Antoni y parque lineal de la calle Enric Granados.
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Principio teórico de la política de recuperación de patios de manzana: a) 1 patio cada 9 manzanas como mínimo. b) Patios de manzana con 2 o más entradas y salidas. c) Vincular patios recuperados a ejes de calles tratados como parques lineales.
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Esquema teórico de los barrios, distritos y sectores.
(Salvador Tarragó, La evolución de las intervenciones de Cerdà. Tres propuestas [1855, 1859, 1863] para la fundación de una nueva ciudad industrial. Cerdà Urbs i Territori. Una visió de futur. Catálogo de la muestra Cerdà, septiembre 1994-enero 1995. Barcelona).
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Delimitación en rojo del esquema teórico de distritos (100 manzanas) aplicada al proyecto del Eixample de 1859.
(Elaboración propia sobre imagen de Salvador Tarragó en Salvador Tarragó, La evolución de las intervenciones de Cerdà. Tres propuestas [1855, 1859, 1863] para la fundación de una nueva ciudad industrial. Cerdà Urbs i Teritori. Una visió de futur. Catálogo de la muestra Cerdà, septiembre 1994-enero 1995. Barcelona).
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Transposición del Esquema Teórico de Distritos del proyecto de Cerdà de 1859 al actual Distrito de l’Eixample. Proyecto Pla Verd pel Districte de l’Eixample.
(Estudi prospectiu sobre el nivell de qualitat urbana de l’Eixample. Eduard Rodríguez Villaescusa y Centre d’Estudis de Planificació. Proeixample, 1999).
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Superposición del Esquema Teórico de Distritos (conformado por cuatro barrios) del proyecto de Cerdà de 1859 al actual Distrito de l’Eixample con la incorporación de una nueva retícula de priorización de ejes de comunicación de patios de manzana recuperables.
(Estudi prospectiu sobre el nivell de qualitat urbana de l’Eixample. Eduard Rodríguez Villaescusa y Centre d’Estudis de Planificació. Proeixample, 1999).
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Adaptación de la nueva retícula de priorización de ejes de comunicación de patios de manzana recuperablesa la realidad construida y la viabilidad de recuperación de patios de manzana.
(Estudi prospectiu sobre el nivell de qualitat urbana de l’Eixample. Eduard Rodríguez Villaescusa y Centre d’Estudis de Planificació. Proeixample, 1999).
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Arriba: Patios de manzana y espacios verdes existentes en el Distrito del Eixample en 1999. Abajo: Imagen resumen de la distribución de zonas verdes, teniendo en cuenta las zonas verdes existentes, los interiores de manzana recuperados, las actuaciones en manzanas de titularidad privada o pública ylos interiores de manzana con equipamientos públicos.
(Estudi prospectiu sobre el nivell de qualitat urbana de l’Eixample. Eduard Rodríguez Villaescusa y Centre d’Estudis de Planificació. Proeixample, 1999).
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Cinco niveles del mundo parisino. Composición de Bertall, litografiada por Lavielle para Le Diable à Paris, publicado en Hetzel, retornado en L’Illustration del 11 de enero de 1845 (p. 293). Edmun Texier, Tableau de Paris, 1852, 1, 65.
(CC 1.0 Universal Public Domain Dedication).
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Vista de pájaro del proyecto de las Viviendas del Congreso Eucarístico.
TAF (Trabajos Aéreos y Fotogramétricos).
(Fons Soteras. Arxiu Històric del Col·legi d’Arquitectes de Catalunya).
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Visita del cardenal Antoniutti a las obras de las Viviendas del Congreso Eucarístico en 1956.
(Fondo VCE. Archivo Diocesano de Barcelona).
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Vista aérea del barrio del Congreso Eucarístico en la actualidad.
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Solo hay un ganador

Coben, Harlan

9788411323529
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Cómpralo y empieza a leer

"Yo llegaré a donde no llegue la ley".

Hace más de veinte años robaron un Vermeer y un Picasso a la familia Lockwood. Poco después, Patricia Lockwood fue secuestrada y su padre, asesinado. Ella pudo escapar tras cinco meses de cautiverio, pero los responsables del robo y del secuestro nunca aparecieron. El tiempo acabó enterrando estos episodios traumáticos hasta ahora.

En lo más alto de un edificio de Manhattan acaban de encontrar un cadáver, el cuadro de Vermeer y una maleta que perteneció a Windsor Horne Lockwood III, o Win, como le llaman sus amigos. Win, el primo de Patricia, tiene dinero, inteligencia, frialdad y un particular sentido de la justicia. Se enfreta a una situación delicada en la que el honor de su familia puede verse salpicado, pero él no es de los que perdonan, ni de los que esperan a que otros resuelvan sus problemas.
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El francotirador

Kerr, Philip

9788411323567

432 Páginas
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¿Y si la historia no es como nos la han contado? 

1960. Mientras Estados Unidos se prepara para saber si su próximo presidente será Richard Nixon o John F. Kennedy, el veterano de guerra Tom Jefferson se dedica a algo que sabe hacer bien: matar por encargo. Existen otros como él, pero Jefferson posee dos cualidades que lo distinguen del resto: está casado con una mujer que aprueba su manera de ganarse la vida y es el mejor en lo suyo. Por eso, el crimen organizado y la CIA piensan que es la persona ideal para cometer un magnicidio, el de Fidel Castro. Tanto el gobierno como la mafia quieren recuperar la influencia en la isla caribeña que la Revolución cubana les ha arrebatado. Sin embargo, un fatal descubrimiento de Jefferson lo cambia todo. Castro deja de ser el objetivo para pasar a ser alguien aún más importante.
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La mentalidad trágica

Kaplan, Robert D.

9788411323574

208 Páginas

Cómpralo y empieza a leer

La tragedia define los límites de la naturaleza humana y de los acontecimientos mundiales.

Tras una larga experiencia como periodista internacional, corresponsal de guerra e influyente asesor de altos organismos estadounidenses, Robert D. Kaplan está convencido de que se precisa algo más que conocimientos geopolíticos para comprender cómo actúan los individuos y cómo deciden los gobernantes. Para él, las claves para entender el espíritu humano y los entresijos de la política internacional nos las da la tragedia. En su máxima expresión, Shakespeare y los trágicos griegos nos muestran, entre otras muchas cosas, las consecuencias imprevisibles que acarrean las decisiones difíciles, el enfrentamiento entre orden y caos, la convivencia con el miedo y la lucha constante que determina el destino de las personas.

Obra breve pero extraordinariamente rica en ideas y propuestas, La mentalidad trágica es una profunda reflexión sobre la tragedia política hecha desde la experiencia vivida en primera persona a la que se añade el conocimiento de los clásicos.
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Una breve historia de casi todo

Bryson, Bill

9788411323680

640 Páginas

Cómpralo y empieza a leer

¿Puede un solo libro convertirse en la perfecta introducción para adentrarse en disciplinas tan dispares como la astronomía, la geología, la física, la química y la biología? ¿Puede un trabajo de divulgación científica ofrecer razonamientos y datos precisos, y al mismo tiempo ser tremendamente entretenido? ¿Puede una única obra narrar la historia de los grandes descubrimientos de la ciencia y contarnos también divertidas anécdotas relacionadas con estos extraordinarios logros y con los hombres que los alcanzaron? Una breve historia de casi todo es, sin lugar a dudas, ese libro y mucho más. 

Viajero empedernido y divulgador brillante y entusiasta, Bill Bryson nos propone un fascinante recorrido por la historia del universo que nos rodea y los conocimientos que nos han llevado a comprenderlo un poco mejor. Con una curiosidad innata, una prosa fluida y una admirable capacidad de síntesis, Bryson logra explicar en Una breve historia de casi todo los grandes acontecimientos y las razones fundamentales que han llevado al cosmos, a nuestro planeta y a todos los seres vivos a ser como son.
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Guía para cambiar de vida

Jiménez, María del Mar

9788411323536

336 Páginas

Cómpralo y empieza a leer

Tu buena vida te está esperando

¿Quieres emprender un cambio de vida, pero no tienes claro si tu sueño es viable, te paralizan los miedos y no sabes por dónde empezar? Tanto si quieres dejar la oficina e irte a vivir al campo, como si deseas dar la vuelta al mundo en un velero o, simplemente, hacer ajustes en tu estilo de vida, ¡no necesitas ganar la lotería para ponerte a ello! Este libro te acompaña en el proceso de tomar decisiones. A partir de una auditoría de tu vida y de tus deseos, te ayuda a contemplar los escenarios posibles, fijar prioridades, trazar metas realistas y diseñar un plan de acción. Y con los ejercicios del Cuaderno de ruta, descubrirás, paso a paso, el mejor modo de cambiar de vida, el camino hacia tu Buena Vida.
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